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Tanto el prólogo, como la presentación y artículos de este libro 
fueron escritos durante el año 2019. Si bien la relevancia de la 
publicación no se ha visto alterada, algunas referencias pueden 
haber quedado desactualizadas.
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Prólogo
 

Carlos M. Vilas
Director de la Maestría en Políticas Públicas y Gobierno (Universidad Nacional de Lanús).

El Estado, las políticas públicas y las instituciones son herramientas fun-
damentales en el diseño de las condiciones de vida de las sociedades y de sus 
perspectivas de desarrollo. Esa instrumentalidad tiene una dimensión técnica, 
a la que las disciplinas orientadas hacia la administración y la gestión públicas 
contribuyen significativamente, pero ante todo es una instrumentalidad política. 
Lo es en cuanto aporta al modo en que el régimen político, que es un orden 
de poder, se constituye y desenvuelve: las instancias, los grados y las escalas en 
que se organiza y produce el ejercicio del gobierno; las vías, estrategias y esti-
los de relacionamiento con la sociedad y con los escenarios y actores externos 
regionales y globales con los que interactúa en variados niveles de autonomía, 
subordinación o imposición. Es verdad que siempre es mejor hacer las cosas 
bien que hacerlas a los ponchazos, pero la definición de lo que está bien o es 
aceptable en materia de asignación y empleo de recursos, diseño de procesos, 
implementación de decisiones, tiempos de generación de resultados normal-
mente está articulada con el logro de los objetivos que se persiguen, es decir, 
los resultados pretendidos. La definición de los objetivos es política, en cuanto 
tributa directa o indirectamente a una configuración de poder, por más que a 
menudo se la presente con una retórica técnica –sin menoscabo de los enmar-
camientos teórico-metodológicos o filosóficos que apoyan la definición–. Ello 
sin considerar que raramente una política o un programa solo tienen como 
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objetivos los que figuran de manera explícita. La vieja distinción de la socio-
logía funcionalista entre funciones manifiestas y funciones latentes mantiene 
aquí vigencia.

Estado, políticas públicas e instituciones son asimismo arenas de conflicto 
entre fuerzas sociales y políticas que tienen y promueven concepciones disími-
les acerca de cómo son o deben ser las cosas y qué cosas pueden o deben hacer-
se, de acuerdo a convicciones, intereses y aspiraciones que adquieren expresión 
en proyectos y programas de acción. En sus respectivos niveles y alcances son 
proyectos de poder, diseños de organización y orientación de la vida en común, 
impulsados políticamente por la organización y movilización colectivas e insti-
tucionalizados en el Estado. Es esa mediación estatal la que otorga universali-
dad e imperatividad a las decisiones –es decir, acciones y decisiones originadas 
en una parcialidad social se convierten en obligatorias para el conjunto–. Por 
encima de disquisiciones filosóficas, esto es lo que explica la intensidad de las 
luchas de partidos, grupos, facciones, movimientos, individuos por alcanzar 
el manejo del Estado. Al asumirlos, el Estado convierte los objetivos sociales, 
económicos, culturales, ambientales, etc. en objetivos políticos.

Junto con todo esto, el Estado es un sistema de gobierno: un conjunto ar-
mónico de órganos administrativos y fiscales, procesos, funcionarios, que es-
tán a cargo de los procedimientos necesarios para transformar el deber ser de 
los enunciados constitucionales y de los objetivos políticos en un efectivo ser: 
la puesta en acto de los grandes fines que fundamentan la vida en común. La 
problemática de la eficiencia y la eficacia tiene aquí un lugar central: cómo se 
hacen las cosas que la política decidió que hay que hacer. La adecuación entre 
metas, tiempos y recursos (en sentido amplio), el cumplimiento efectivo de 
los objetivos definidos desde la política, la coordinación de las esferas pública 
y privada, del nivel local y el nivel nacional. Tampoco es esta una cuestión 
exclusivamente técnica –legal, administrativa, informática o de otra índole–. 
También en este nivel, se espera que el desempeño de las variables administra-
tivas o de gestión, sus dimensiones materiales, humanas y financieras –el “ta-
maño” del aparato estatal y las magnitud y características de los recursos que 
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despliega– esté en consonancia con las metas y fines a los que apunta, metas y 
fines que se enmarcan en el diseño macropolítico y en la filosofía política que 
orientan la construcción y el desenvolvimiento estatal.

La colección que aquí se presenta comprende, en seis volúmenes, treinta y 
dos contribuciones de autores y autoras nacionales y del exterior. Desde una 
variedad de abordajes teórico-metodológicos, los artículos cubren una amplia 
variedad de cuestiones, todas ellas trabajadas en clave de expansión y fortale-
cimiento de los derechos humanos y de ciudadanía y de potenciación de las 
capacidades y la eficacia del Estado en sus tres niveles institucionales: nacional, 
provincial y local, y en sus instancias ejecutiva, legislativa y administrativa. 
Reúne a académicos de establecido prestigio y a jóvenes docentes e investiga-
dores en una interesante conjugación transgeneracional. 

Sale a la luz en momentos cruciales para la nación argentina. En menos de 
cuatro años, el gobierno de la alianza electoral Cambiemos generó un endeu-
damiento externo de casi 164 mil millones de dólares, de los que algo más de 
102 mil millones se fugaron rápidamente al exterior (62,5% de lo ingresado), 
lo cual provocó una extraordinaria rentabilidad para unos pocos inversionis-
tas nacionales y extranjeros, merced al desmanejo de la política financiera y 
monetaria y a los estímulos definidos desde el gobierno para la formación de 
activos externos. La aguda recesión productiva –el producto interno bruto se 
contrajo en tres de los casi cuatro años de gestión gubernamental–, 2871 em-
presas grandes, medianas y pequeñas cerraron sus puertas y despidieron a sus 
trabajadores; la tasa de desempleo abierto ha alcanzado los dos dígitos y más 
de un tercio de la fuerza laboral trabaja “en negro” y de manera precaria. El 
33,6% de las personas y el 25,6% de los hogares se encuentran en condiciones 
de pobreza; algo más de la mitad de los niños del país vive en esas condiciones. 
Durante el mismo período creció la desigualdad social, tanto si se la mide entre 
extremos –la distancia entre la parte del ingreso total captado por el 10% más 
rico de la población y la que percibe el 10% más pobre– como si se lo hace 
mediante el índice de Gini. La inflación es alta –168% promedio acumulado en 
los últimos tres años y medio–, especialmente en materia de alimentos, medi-
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cinas y servicios básicos, impulsada por la cuasi dolarización de la economía, 
su elevada concentración y la creciente financierización. Los programas so-
ciales se encuentran desfinanciados y hay gente que muere de frío, de falta de 
techo, de falta de alimentación, o de todo eso. La violencia se incrementa como 
ingrediente perverso de la sociabilidad. El deterioro social se proyecta a las ins-
tituciones: la lawfare se instala en los tribunales y sustituye a la administración 
de justicia; las fake news corrompen el periodismo y envenenan la opinión 
pública. Todo vale cuando de lo que se trata es de enriquecerse aún más. La 
soberanía nacional se abdica: “¡Basta del curro de la Patria!”, reclamó un candi-
dato presidencial que considera que lo que se viene haciendo no es suficiente.

Los textos que integran esta colección, la información que aportan, los aná-
lisis que desarrollan y las conclusiones a las que arriban ponen énfasis en la 
necesidad de un rediseño y una potenciación de las capacidades estatales en 
función de objetivos de bienestar general y en la ampliación y potenciación 
de derechos. Más allá de su calidad académica, expresan la voluntad de sus 
autores y de la Universidad Nacional Arturo Jauretche, de aportar razones y 
argumentos a los esfuerzos de construcción colectiva en ese sentido: volver 
a colocar a la Argentina y a su pueblo por el sendero de la libertad, la justicia 
social, el desarrollo y el progreso científico-técnico, sin los cuales el pleno ejer-
cicio de la soberanía es una quimera.
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Presentación
Dra. Paula Amaya

Directora del Programa de Gobierno, Políticas Públicas y Transformación Social 

(Universidad Nacional Arturo Jauretche). Compiladora de la publicación.

El Programa de Gobierno, Políticas Públicas y Transformación Social de la 
Universidad Nacional Arturo Jauretche (UNAJ) pretende ser un aporte a la 
construcción de conocimientos socialmente relevantes referidos a los análisis, 
las competencias, las estrategias y las articulaciones que operan en el ámbito 
de la política, el gobierno, las políticas, la administración y la transformación 
social. Esta amplitud no refiere a una intención de generalidad, sino a la com-
prensión de la temática “gobierno” como una complejidad que implica necesa-
riamente un abordaje de las diferentes esferas que lo conforman.

Existen excelentes trabajos teóricos focalizados tanto en el funcionamiento 
de diferentes instituciones del sistema político, de los procesos que hacen a los 
sistemas de gobierno, del comportamiento de los actores que participan de 
ellos o las múltiples cuestiones vinculadas a las administraciones públicas, en 
sus diferentes niveles y aspectos. El programa de gobierno pretende, en esta 
publicación, poner en relación estas diferentes temáticas y esferas que hacen, 
caracterizan y explican el hecho de gobernar. 

Las mejoras de los resultados de las políticas públicas, los procesos adminis-
trativos y el desempeño de las instituciones deben abordarse en articulación 
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con la discusión sobre modelos de Estado y distribución del poder entre otros 
conceptos y realidades estrechamente vinculados y con incidencia mutua. Para 
mejorar las condiciones de vida de la población es necesario poner en cuestión 
las formas y estrategias de construcción de poder, de persuasión, de jerarqui-
zación de problemas y de negociación para su inclusión en la agenda pública.

El análisis del funcionamiento de las administraciones públicas debe abor-
dar los tipos de relación que operan entre los poderes. Los análisis sobre las 
políticas sectoriales se comprenden en relación con los modelos de sociedad y 
de los recursos que se les asignen. El “éxito” de las políticas tiene relación con 
las estrategias de participación de actores, las transformaciones sociales y las 
innovaciones tecnológicas que operan en contextos constituidos culturalmente, 
con una historia de pueblo, de grupo, de vida, entre otras tantas relaciones.

Esta obra forma parte de la serie Gobernar, y conforma una colección de-
nominada “Gobernar para el ejercicio de derechos”, desarrollada en 6 libros, 
con más de 30 artículos y 60 autores y autoras de diferentes materias e institu-
tos de la UNAJ, como así también por colegas de diferentes universidades de 
Argentina y otros países. A partir de la construcción colectiva entre los y las 
investigadores que conforman el programa entendemos que estos ejes explican 
y sintetizan al gobierno, las políticas públicas y la transformación social en 
nuestro contexto territorial, político y temporal.

El primer libro toma el guante de la discusión sobre la evolución reciente 
del Estado en América Latina desde la perspectiva de la relación entre poder, 
política, economía y políticas públicas y la caracterización de algunas cues-
tiones de diseño institucional argentino: el federalismo y el funcionamiento 
del poder legislativo. Uno de los puntos articuladores en este primer eje es la 
importancia de analizar los valores sociales que subyacen en las disputas de 
poder, las relaciones y el desempeño de las instituciones.

En el segundo libro se propone un recorrido por el “ciclo de vida” de las po-
líticas públicas, analizando y sentando algunas posiciones respecto de los tres 
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momentos más importantes: la formulación y elaboración del presupuesto, la 
implementación y la evaluación de las decisiones y acciones del Estado. Una 
idea común a los artículos de este eje radica en la importancia de entender 
los mecanismos y componentes de las políticas públicas como producto de 
las negociaciones y juegos de fuerza entre actores y no sola ni principalmente 
como “pasos” o aspectos lógicos o racionales. Así, se logra caracterizar un 
modelo de gestión pública, retomar ciertas discusiones en torno a la relación 
entre planificación y presupuesto y proponer una perspectiva de evaluación de 
políticas y programas.

El tercer libro trata específicamente sobre las características particulares que 
implica el gobierno de la provincia de Buenos Aires. El primer artículo presen-
ta en términos generales los principales problemas y desafíos de gobierno y 
gestión pública que este nivel presenta, teniendo en cuenta su tamaño, diversi-
dad, competencias y complejidad. Luego se desarrollan propuestas específicas 
sobre cinco políticas sectoriales consideradas protagónicas debido a su impli-
cancia social: la salud, la educación, la gestión ambiental, la participación y la 
administración de justicia. 

En el cuarto libro se han agrupado una serie de estudios en profundidad 
sobre diferentes sectores disciplinares de las políticas públicas. La educación, 
la salud, la producción, la gestión ambiental y la perspectiva de género, entre 
otros temas, invitan a tratar cuestiones relevantes para mejorar y fortalecer las 
intervenciones del Estado y, en definitiva, el abordaje de las diferentes proble-
máticas sociales vinculadas con el desarrollo y la inclusión.

El quinto libro presenta una fuerza propia, no solo porque es el más pobla-
do de artículos, sino porque pretende abordar, caracterizar y poner en debate 
diferentes cuestiones que hacen a los niveles locales de gobierno, siendo este 
sin lugar a dudas el ámbito con mayores transformaciones, demandas, creci-
mientos y exposición de los últimos 20 años. 
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Esta “densidad” de la cuestión local nos lleva a día logar e intercambiar 
diagnósticos y reflexiones con colegas de trayectorias destacadas en el mundo 
académico de otras regiones como lo son Cataluña (España) y San Pablo (Bra-
sil), que obviamente tienen marcadas diferencias con nuestros contextos, pero 
donde encontramos preguntas y discusiones relevantes y en consonancia con 
nuestros propios desafíos.

Nos lleva también a dialogar con quienes tienen la responsabilidad de for-
mular, implementar y evaluar políticas en los niveles locales de gobierno, con-
cretamente en el distrito de Florencio Varela, que es donde nuestro programa 
se desarrolla. Esta interacción se debe a la seguridad y convicción de la impor-
tancia que presenta la construcción horizontal y colectiva de conocimiento 
entre la universidad y las demás instituciones del territorio. 

Por último, el sexto libro es fundamental para nosotros y nosotras como in-
vestigadores e investigadoras de la universidad pública: el rol de la universidad 
en el territorio. 

Principalmente se hace referencia a las profundas transformaciones que este 
tipo de instituciones atraviesan en la actualidad, en el marco del valor que la 
universidad presenta ante los objetivos de inclusión y transformación social.

Quedará seguramente mucho por desarrollar. Esperamos sea un aporte a la 
agenda de investigación de nuestra región y, sobre todo, pretendemos que este 
sea un texto relevante y útil para reflexionar, debatir y tomar decisiones que 
aporten a la construcción de mejores instituciones públicas.

Un continente unido detrás del anhelo de igualdad social y respeto a la di-
versidad. Un Estado capaz de construir condiciones de vida dignas para todos 
y todas. Políticas públicas de calidad, para cualquier persona que habite nues-
tro territorio. Esas son nuestras banderas, esas son nuestras preocupaciones, 
las razones que motorizan el trabajo de cada día en la Universidad Nacional 
Arturo Jauretche. 
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Tensiones para pensar  
una propuesta educativa para  

un país nacional e inclusivo2

1	 Este artículo fue escrito durante el año 2019 antes del cambio de gobierno ocurrido en 
diciembre de ese año.

Claudia Bracchi
Subsecretaria de Educación de la Provincia de Buenos Aires. Profesora en Ciencias de la 

Educación (Universidad Nacional de La Plata). Magíster en Ciencias Sociales con orientación 

en Educación (Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales). Investigadora en temas  

sobre jóvenes, escuela secundaria y trayectorias educativas (Universidad Nacional de  

La Plata/Universidad de Buenos Aires). Docente de distintos seminarios de grado y posgrado  

de la Universidad Nacional de La Plata, Universidad Pedagógica Nacional y Universidad  

Nacional de Lomas de Zamora. Integrante de la agrupación Soles de Mayo (provincia de 

Buenos Aires). Autora y coautora de diversos libros y artículos tanto de divulgación como de 

revistas especializadas en Subsecretaria de Educación de la provincia de Buenos Aires  

y exdirectora provincial de Educación Secundaria de la Dirección General de Cultura  

y Educación de la provincia de Buenos Aires (2007-2015).

Ingrid Sverdlick
Directora Provincial de Evaluación e Investigación de la Dirección General de Cultura 

y Educación PBA. Doctora en Educación por la Universidad de Málaga (España). 

Actualmente trabaja en la Universidad Nacional Arturo Jauretche como docente titular 

e investigadora y dirige el Programa de Educación Inclusiva y Pedagogía Universitaria 

(PREINPU). Es directora de la carrera de Especialización en Docencia Universitaria en 

dos universidades: en la Nacional de la Patagonia San Juan Bosco y en la Universidad 

Nacional Arturo Jauretche. Es docente de posgrado de la Universidad Nacional de Lanús. 

.
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Resumen 

Con este texto pretendemos contribuir con un debate que aporte a la defi-
nición de los ejes desde los cuales construir, de manera amplia y participativa, 
una propuesta educativa que recupere la perspectiva de derecho, haciendo del 
lugar del Estado un eje central de la definición de las políticas públicas en edu-
cación. Por ello nos propusimos como horizonte de sentido pensar la educa-
ción para los próximos tiempos, la cual no puede definirse por fuera del modelo 
de país que queremos, lo que reclama, a su vez, analizar y discutir el lugar del 
Estado en ese marco. Con otras palabras, pensamos que se torna imprescindi-
ble reponer las cuestiones educativas en el marco de cada proyecto político, lo 
cual implica sostener un posicionamiento referido a un modelo de país y del 
lugar que el Estado debe ocupar en dicho modelo. 

Hablar de un modelo de país inclusivo implica una política de distribución 
equitativa del ingreso, medidas económicas a favor del crecimiento de la eco-
nomía, del desarrollo y del mercado interno, la búsqueda de generar condicio-
nes para que haya el menor desempleo, elaborar políticas que promuevan la 
ciencia y la tecnología, la ampliación y concreción de la educación para todos 
y todas, así como la salud, la vivienda, la seguridad social en todos sus compo-
nentes. Por el contrario, un modelo al servicio del mercado lo primero que se 
propone es correr justamente al Estado de sus funciones básicas y define accio-
nes políticas tales como la apertura comercial indiscriminada y la contracción 
de deuda. La lógica mercantil, propia de los gobiernos neoliberales, pervierte 
el sentido de la educación como derecho al priorizar la formación para un 
mercado inestable y cambiante. Las tendencias privatizadora y mercantilista 
de las políticas neoliberales tienen como sustento fundamental la introduc-
ción discursiva de una lógica meritocrática, mercantilista, individualista y del 
esfuerzo personal. En este contexto, la referencia a la calidad educativa y a la 
evaluación, como el instrumento todopoderoso para su medición y correc-
ción, emerge como una panacea argumentativa y legitimadora de las políticas 
que se implementaron entre los años 2015 y 2019.
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Durante la gestión que tuvo lugar en el período 2015 – 2019 la democracia 
con justicia social como la que soñamos y por la que trabajamos se vio se-
riamente amenazada. Esta situación nos obliga a ser insistentes, no bajar los 
brazos, afirmar lo conquistado y sostener la lucha para conseguir lo que aún 
falta en el logro del cumplimiento efectivo de los derechos humanos y sociales. 
La inclusión educativa en clave de derechos requiere una intervención urgente 
que interpele no solo a las lógicas y los formatos institucionalizados, sino tam-
bién a las formas colonizadas de validar el conocimiento y su construcción.

La educación y el lugar del Estado para garantizarla

Este artículo busca exponer los análisis que venimos realizando en el marco 
de pensar el lugar de la educación en los diferentes proyectos políticos. Nos 
sumamos al colectivo de producciones reflexionando sobre la educación, par-
ticularmente sobre algunas tensiones y planteamos la necesidad de construir 
una propuesta educativa en el marco de un modelo de país nacional e inclusivo.

Con este texto pretendemos contribuir con un debate que aporte a la defi-
nición de los ejes desde los cuales construir, de manera amplia y participativa, 
una propuesta educativa que recupere la perspectiva de derecho, haciendo del 
lugar del Estado un eje central de la definición de las políticas públicas en edu-
cación. Por ello nos propusimos como horizonte de sentido pensar la educa-
ción para los próximos tiempos, la cual no puede definirse por fuera del modelo 
de país que queremos, lo que reclama, a su vez, analizar y discutir el lugar del 
Estado en ese marco.

Cuando se analiza nuestro sistema educativo se puede ver con claridad que, 
de acuerdo al tiempo histórico que nos refiramos y el modelo de país corres-
pondiente a ese tiempo, hubo un modelo educativo definido y en ocasiones ex-
presado en la legislación. Las políticas públicas implementadas fueron dando 
cuenta del lugar del Estado en cada uno de los diferentes períodos sociohistó-
ricos, tanto en nuestro país, como en la región en su conjunto.
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Si nos detenemos a analizar las políticas educativas en curso podemos ob-
servar que las decisiones de política educativa asumidas por el gobierno neoli-
beral del período 2015-2019, lejos estuvieron de tener como marca la perspec-
tiva de derecho y un anclaje en políticas universales, es decir, para el conjunto 
de los estudiantes y las estudiantes. Más bien, queda claro que no implicaron 
administrar los recursos con políticas públicas para el conjunto de la pobla-
ción, sino que por el contrario buscaron un “cambio” profundo, de matriz, no 
solo económica, sino social y cultural, y cuya finalidad era desarmar proyectos 
colectivos y generar las condiciones necesarias para reponer la categoría de 
“los elegidos”.

La meritocracia nuevamente ocupó los discursos educativos de quienes asu-
mieron la responsabilidad política del Estado a partir de 2015 en el marco de 
un plan ambicioso que ha buscado instalar en el sentido común otras lógicas 
de funcionamiento y otro lugar para la responsabilidad del Estado. Por eso, 
pensamos que nada de lo que pasó fue por error, ni fueron excesos. Se trató, 
por el contrario, de decisiones políticas tomadas en el marco de un proyecto de 
país con privilegios de unos pocos.

Las decisiones políticas que se toman en el campo educativo, como en otras 
áreas del Estado, impactan en la vida cotidiana de la población, lo que hace 
imprescindible detenernos a analizar profundamente el presente para pensar 
el futuro que queremos tener y como se trabaja en ese sentido.

Modelo de país y modelo educativo:  
debates y decisiones necesarias 

Para avanzar con nuestro desarrollo queremos compartir algunas conside-
raciones sobre el Estado y su lugar en torno a procesos que garantizan los de-
rechos y contribuyen a la construcción de condiciones de igualdad y justicia 
para el pueblo. 
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Entendemos al Estado como regulador de la vida social y como responsable 
de garantizar los procesos de inclusión de todos los sectores sociales a través 
de la distribución de las condiciones materiales y simbólicas para el conjunto 
de los ciudadanos. 

Desde esa concepción, tanto las políticas públicas emanadas del Poder Eje-
cutivo como la sanción de las leyes necesarias para su legitimidad impactan 
sobre el trabajo, los derechos, los trabajadores organizados, los sindicatos, las 
movilizaciones populares, las organizaciones de base, las universidades, las 
mujeres, los organismos de derechos humanos y, en ese marco, también con la 
educación en general en sus diferentes niveles y modalidades. 

Hablar de modelo de país implica necesariamente hablar de proyecto na-
cional y ello nos remite a los debates de las ciencias sociales de la década de 
los sesenta y los setenta y a Francia, en particular, para buscar allí algunos an-
tecedentes y conceptualizaciones de “modelo de país” y lo que implica definir 
qué significa.

Cuando hablamos de modelo, sabemos que es una simplificación de la reali-
dad, pero no es la realidad. Es una abstracción que posibilita explicar escenarios 
y así establecer tendencias y elaborar previsiones para los tiempos que vienen. 

También podríamos señalar que los modelos son construcciones teóricas 
que buscan regularidades sobre esa realidad. Así la recreación de escenarios 
económicos, políticos y sociales y el estudio de posibles tendencias, propuestas 
alternativas, etc., adquiere relevancia ya que contribuye como herramienta de 
gobierno para definir los ejes de las políticas públicas necesarias y las que se en-
cuentren acorde a los objetivos que dicho modelo establezca como prioridades.

Decimos que un proyecto nacional se define como la forma de organización 
de todo aquello que representa el plano económico, social, cultural y político 
que adopta un país en determinado momento de su historia. 
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Por eso definir un proyecto nacional implica necesariamente pensar el fu-
turo que se quiere y cómo se alcanza lo que se propone como utopía. En la 
actualidad esta cuestión es parte de la disputa de sentido, ya que la definición 
del proyecto nacional implicará exponer cómo pensamos la representación del 
tiempo naturalizado, tarea que las ciencias sociales discuten mucho, como da-
mos profundas discusiones a aquellas perspectivas que entienden que, con el 
tiempo per se, se soluciona todo, es decir que es el tiempo el que trae las res-
puestas y no los sujetos, una desubjetivación de la que los proyectos nacionales 
que tienen como horizonte de sentido a las mayorías, no tendría lugar.

Por ello cuando hablamos de modelos de país, estamos poniendo en jue-
go concepciones y decisiones en torno al lugar del Estado y las definiciones 
que adquieren cada uno de los sectores y por tanto las políticas públicas que 
se definan.

En ese sentido si hablamos de modelo de país inclusivo implicará una po-
lítica de distribución equitativa del ingreso, medidas económicas a favor del 
crecimiento de la economía, del desarrollo y del mercado interno, la búsqueda 
de generar condiciones para que haya el menor desempleo, elaborar políticas 
que promuevan la ciencia y la tecnología, la ampliación y efectivización de la 
educación para todos y todas, así como la salud, la vivienda, la seguridad social 
en todos sus componentes.

Por el contrario, un modelo al servicio del mercado se propone, primero 
que nada, correr al Estado de sus funciones básicas y definir acciones políticas 
tales como la apertura comercial indiscriminada y la contracción de deuda. El 
Estado en ese modelo al servicio del mercado no puede ni está en sus planes 
dar respuesta a las problemáticas económicas y sociales de la población, ni 
contribuye a mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos, sino más bien 
todo lo contrario. En este contexto, el empleo pierde su lugar como vertebra-
dor social por vía del salario digno, y cada vez más porciones de la sociedad no 
pueden integrarse a un sistema socioproductivo que los excluye sistemática-
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mente. Las políticas públicas poco a poco se ven sustituidas por las ambiciones 
del mercado, y aquellos derechos que deberían ser públicos pasan a convertirse 
en servicios privados transables en un mercado que privilegia un supuesto or-
den “meritocrático”. 

Este modelo de país mercantilista requiere un modelo educativo que lo legi-
time y que fundamente los cambios que necesita imponer. Por ello las políticas 
neoliberales que tuvieron lugar entre los años 2015 y 2019 necesitaron cambiar 
la matriz y dar un giro simbólico que reforzara el contenido de su proyecto 
político. La escuela se convirtió en una pieza clave para ello, ya que fue a través 
de la implementación de las políticas definidas que se impactó en la construc-
ción de nuevas subjetividades adaptadas al proyecto político en curso durante 
el período analizado.

Desde esta perspectiva, si revisamos dicho período, las políticas públicas 
económicas y sociales, las definiciones vinculadas al endeudamiento, la rela-
ción y subordinación a las definiciones de los organismos de crédito, las po-
líticas de blanqueo de capitales y también la fuga de estos, la flexibilización 
laboral, la búsqueda de cambio profundo del sistema previsional, así como lo 
que sucedió en áreas del Estado como la salud, la educación, las áreas de in-
fancias y adolescencias, el trabajo, etc., vemos la desaparición del Estado como 
garante de derechos.

Para esta matriz de pensamiento el desempleo, la pobreza, la exclusión, ya 
no son problemas del Estado, sobre los que este deba trabajar para darles res-
puesta, sino que las principales problemáticas que padece nuestra población 
son adjudicadas a responsabilidades individuales. Así el pobre, el desemplea-
do, el marginado de la sociedad son producto de ellos mismos, de su falta de 
creatividad, de iniciativa, de liderazgo, de pasión y entusiasmo, porque no asu-
men riesgos, no son optimistas y tantas otras cosas de esta naturaleza que nos 
quieren hacer creer bajo el manto del “emprendedurismo”. En este paradigma, 
la salida que se propone es siempre individual.
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Por todo esto se vuelve imprescindible pensar una propuesta para la escuela 
que resista y se contraponga a la intención de crear sujetos que interpreten la 
realidad desde las lógicas meritocráticas e individualistas, sumisos frente a la 
degradación de derechos y culpables/responsables de los males que los aquejan 
a ellos y a la comunidad en general. Se trata de una propuesta para la escuela 
que claramente se ubique en un proyecto nacional e inclusivo que es necesario 
construir para un modelo de país democrático, inclusivo y con justicia social.

Una década de derechos conquistados

Entre 2003 y 2015 nuestro país elaboró, sancionó e implementó una legisla-
ción cuya marca fue la ampliación de derechos. Nos referimos al conjunto de 
leyes que regulan el campo educativo y que propusieron no solo un cambio de 
normativa, sino un cambio de paradigma político y cultural. 

Durante aquellos años, definir a la educación como derecho social y al co-
nocimiento como bien público fue un avance ineludible. A partir de entonces, 
la educación es obligatoria desde la sala de 4 años del nivel inicial hasta la fina-
lización de la escuela secundaria. La Ley de Educación Nacional establece que 
el Estado es el primer responsable de generar las condiciones materiales y se 
agrega también condiciones simbólicas para que todos y todas tengan acceso 
a ir a la escuela.

Entender a la educación como derecho implicó un proceso de construcción 
social y representó un proyecto político educativo cultural más amplio que po-
sibilitaba generar condiciones para construir una sociedad más justa y menos 
desigual. La educación en general y la escuela en particular se encontraban en 
las agendas política y académica. Así las políticas públicas tuvieron como obje-
tivo en el campo educativo recuperar la base de lo común de nuestro sistema 
educativo definiendo y priorizando políticas universales que dejaron atrás la fo-
calización como marca propia de las políticas educativas de períodos anteriores.
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La Ley de Educación se complementó con otras leyes, entre ellas una muy 
importante: la Ley 26.061, de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes sancionada en 2005, que se enmarcó en los preceptos de 
la Convención sobre los Derechos del Niño y estableció que el Estado, la familia 
y la sociedad toda deben asegurar el pleno desarrollo de su personalidad hasta el 
máximo de sus potencialidades, gozando de una vida plena y digna.

Estos avances en materia legislativa no pueden comprenderse sin tener en 
cuenta que en esos años se dio un proceso político, cultural e institucional de 
restitución de lo público y dicha restitución remite a una mayor presencia del 
Estado, es decir, con el avance de políticas públicas universales con relación a 
un proyecto de país más inclusivo.

Esta reestructuración del papel del Estado con relación a sus funciones so-
ciales se distanció de manera crucial del rol asumido por este agente y su rela-
ción con el mercado durante la década de 1990. Siguiendo el planteo de Ma-
ristella Svampa (2005) en el orden neoliberal de 1990, la dinámica de la con-
solidación de una nueva matriz estatal se fue apoyando sobre tres dimensiones 
mayores: el patrimonialismo (pérdida de la autonomía relativa del Estado por 
el proceso de privatización de empresas que eran originalmente estatales), el 
asistencialismo (como medida política focalizada a través de planes sociales y 
asistencia alimentaria a las poblaciones más necesitadas) y el reforzamiento del 
sistema represivo institucional (como estrategia de control de las poblaciones 
más pobres con un sistema de criminalización y represión del conflicto social).

En necesario señalar el lugar del Estado y por qué se considera central dis-
cutir y asumir una posición con respecto a lo público. Y en este marco cuál es 
el rol del educador, pieza fundamental en el entramado social y el sentido de 
lo que han sido los hitos, los puntos de inflexión que posibilitan entender los 
cambios que se vienen dando.
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Pero ¿a qué nos referimos con la restitución de lo público? Esta restitución de 
lo público se vio plasmada en la definición de medidas que avanzaron en áreas 
del Estado, en lo político, lo económico, lo cultural, el área de las comunicacio-
nes, entre muchas otras. Para dar cuenta de este proceso se exponen algunas de 
las decisiones tomadas a cabo en estos años que fueran explicadas en un traba-
jo anterior realizado por Claudia Bracchi y Agustina Quiroga (2015) donde se 
señala: el fortalecimiento de la ANSES, el PAMI, la creación del Ministerio de 
Ciencia y Tecnología. En materia de calidad institucional y derechos humanos, 
el aporte ha sido decisivo cuando se derogaron los indultos y comenzaron los 
juicios por violaciones de los derechos humanos a la totalidad de los respon-
sables de las asesinatos y desapariciones de la última dictadura militar, y se 
estableció el 24 de marzo como el Día Nacional de la Memoria, la Verdad y la 
Justicia. Con respecto a la política hacia los inmigrantes, se instrumentó un 
plan de integración civil de residentes extranjeros. A nivel latinoamericano 
se creó la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), inspirada en el his-
tórico sueño de la nación sudamericana. Se tomaron medidas inclusivas que 
favorecieron la distribución más equitativa del ingreso, como la recuperación 
de la administración de los fondos jubilatorios (AFJP), las jubilaciones masi-
vas y la Asignación Universal por Hijo. En materia de política económica, se 
apuntó a la reindustrialización en un escenario de ratificación permanente de 
la soberanía, bregando por la preservación del mercado interno. En el área 
de la comunicación se sancionó la nueva Ley de Servicios de Comunicación 
Audiovisual, como también se lanzó el satélite ARSAT-1 en octubre de 2014, 
creó la Televisión Digital Abierta y el canal Encuentro, entre otros. En el área 
los derechos civiles, se sancionaron la Ley de Matrimonio Igualitario, como así 
también Ley de Identidad de Género. Todas estas medidas dieron cuenta de 
una gran presencia del Estado con relación a la toma de decisión y de políticas 
orientadas a la distribución progresiva de los bienes materiales y simbólicos. 

Con respecto al campo educativo, se fueron sucediendo la aprobación de 
diferentes normativas claves que marcaron un antes y después en el sistema 
educativo, sobre todo teniendo en cuenta la situación de la escuela pública 
argentina de ese entonces. 
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Así junto a la Ley de Educación Nacional, que estableció la obligatoriedad 
desde la sala de 4 años hasta la finalización del secundario, por lo que ascen-
dieron a 14 los años de escolaridad obligatoria, se sumaron otras normativas 
de importancia para avanzar en la obligatoriedad de la educación básica y para 
generar condiciones para un cambio de paradigma que puso a los derechos 
como eje central. Entre ellas podemos señalar: 

•	 La Ley N° 26075, de Financiamiento Educativo en Ciencia y Tecnología 
2006-2010, sancionada en 2006, que planteó llegar de manera escalonada 
en el 2010 a 6% del producto interno bruto (PIB) destinado a educación.

•	 La Ley N° 26061, de Educación Nacional de Protección Integral de 
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, sancionada en 2005, 
que se enmarca en los preceptos de la Convención sobre los Derechos 
del Niño y establece que el Estado, la familia y la sociedad toda deben 
asegurar el pleno desarrollo de su personalidad hasta el máximo de 
sus potencialidades, para gozar de una vida plena y digna (Datos 
Mundiales de Educación-UNESCO, 2010).

•	 La Ley N° 26150, de Educación Sexual Integral, de 2006, que establece 
el derecho de todos los estudiantes a recibir educación sexual integral 
en los establecimientos educativos tanto estatales como privados de 
todo el país, a través del Programa Nacional de Educación Sexual 
Integral para todos los niveles educativos hasta el nivel superior de 
formación docente.

•	 La Ley N° 26058, de Educación Técnico Profesional, de carácter 
nacional, sancionada en 2005, que regula y ordena la educación 
técnico profesional en el nivel medio y superior no universitario y que 
tiene como finalidad estructurar una política nacional y federal para 
la consolidación de la educación técnico profesional.

•	 Ley N° 26774, de Ciudadanía Argentina, sancionada el 31 de octubre 
del 2012, que incluye el derecho de votar a los jóvenes que hayan 
cumplido los 16 años, quienes gozarán de todos los derechos políticos 
conforme a la Constitución y a las leyes de la República (por ello se la 
conoce como la “ley del voto a los 16”). 
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•	 La Ley N° 26877, de Representación Estudiantil, aprobada en 2013, 
que establece que las instituciones educativas de todo el país deben 
reconocer los centros de estudiantes como órganos democráticos 
de representación estudiantil; así como que las instituciones deben 
promover la participación y garantizar las condiciones institucionales 
para el funcionamiento de los centros de estudiantes.

Cabe señalar que esta legislación nacional tuvo su correlato provincial a par-
tir de la cual se definieron, elaboraron e implementaron las políticas educativas 
para el sector generando las condiciones de posibilidad de la implementación 
de la obligatoriedad en territorio provincial.

El derecho a la educación y el desafío de la inclusión  
educativa con un enfoque de derechos

En los tiempos que se sucedieron entre 2015 y 2019, la democracia con jus-
ticia social como la que soñamos y por la que trabajamos, se vio seriamente 
amenazada. Esta situación nos obliga a ser insistentes, no bajar los brazos, afir-
mar lo conquistado y sostener la lucha para conseguir lo que aún falta en el 
logro del cumplimiento efectivo de los derechos humanos y sociales.

En esta parte del artículo nos referimos al derecho a la educación, consa-
grado como tal por nuestra Constitución Nacional. Es un derecho que goza 
del reconocimiento de las Naciones Unidas y que ha cristalizado en una vasta 
normativa internacional a lo largo del último siglo.2 Esta normativa declara y 

2	 Los principales instrumentos del derecho internacional en materia de derechos humanos 
se plasman en: La Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), la Convención 
contra la Discriminación en la Educación (1960), la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial (1965), el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (1966), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966), la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer (1979), la Convención sobre los Derechos del Niño (1989). 
En el ámbito regional, se agregan: la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto 
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estipula los compromisos de los Estados en torno del respeto, la protección 
y la garantía de los derechos humanos. En tanto derecho, es universal, irre-
nunciable e imprescriptible, lo que significa que su cumplimiento se produce 
cuando abarca a la totalidad de la población, no se puede renunciar a este y no 
prescribe con la edad o condición. 

Hacer un enunciado de los instrumentos jurídicos vigentes puede asimilarse 
a una mera declaración de principios, cuando es de público conocimiento que 
el derecho a la educación es una deuda pendiente en nuestra sociedad. Sin em-
bargo, la existencia del reconocimiento del derecho no resulta ser un dato menor 
y constituye una plataforma genuina sobre la cual asentarse para luchar, tanto 
por su sentido y significación social, cuanto por su cumplimiento efectivo. En 
esta línea de pensamiento, coincidimos con Pablo Gentili (2009) cuando señala: 

Claro está que formalizar la inclusión de un derecho en un tratado o 
declaración internacional no garantiza la eficacia práctica de su imple-
mentación, ni protege a sus beneficiarios de las recurrentes violaciones 
a este derecho. Como quiera que sea, la inclusión de cualquier derecho 
en un tratado o declaración de esta naturaleza, amplía significativa-
mente las aspiraciones y demandas por la garantía de este derecho y, al 
mismo tiempo, abre dos campos de disputa fundamental: el de la lucha 
por su implementación efectiva y el de la lucha por su reconocimiento 
como principio ético, como valor y sentido fundamental para organizar 
la vida y las relaciones humanas en una sociedad determinada (p. 24).

de San José, 1969) y su protocolo adicional en materia de derechos económicos, sociales 
y culturales (Protocolo de San Salvador). Además, se pueden mencionar las conferencias 
multilaterales como la Conferencia Mundial de Educación de Jomtien (Tailandia, 1990), 
la Declaración de Hamburgo sobre el Aprendizaje de las Personas Adultas (1997) y el Foro 
Mundial de Educación (Dakar, Senegal, 2000), en los cuales se propuso la línea de acción 
“Educación para Todos”. La relevancia que ha cobrado este derecho se vislumbra a través 
del establecimiento de la Relatoría Especial de la Comisión de Derechos Humanos sobre el 
Derecho a la Educación, bajo la órbita del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos.
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Los principios éticos que dotan de sentido a la educación como un derecho 
humano están en relación con educar para una vida digna, en contraposición 
con la idea de una educación como servicio y más aún, de la lógica mercantili-
zadora que se pretende desde el poder hegemónico neoliberal. 

Históricamente se ha atribuido a la educación sistematizada, la responsa-
bilidad de formar para el trabajo y para la ciudadanía como dos aspectos ar-
ticulados y relacionados. En esta lógica relacional, se puede sostener que el 
trabajo también es considerado un derecho (consagrado en nuestra Consti-
tución Nacional como tal) y que la educación promueve la formación integral 
del ciudadano y de la ciudadana (lo que incluye al trabajo en tanto actividad 
productiva e identitaria de las personas). En esta línea de argumentación, la 
educación y el trabajo pueden considerarse actividades colectivas, quehaceres 
que requieren realizarse con otros y otras y en los que la solidaridad resulta ser 
un valor sustantivo. 

Esto puede sonar muy idealista o ingenuo si se leen estos enunciados desde 
la lógica hegemónica: competitividad y meritocracia para los sistemas educa-
tivos y para el mercado de trabajo-empleo. Y en efecto, las atribuciones men-
cionadas implican concepciones diferentes sobre la función de la educación, 
según a qué modelo de país (y de mundo) se esté referenciando.

Tempranamente en el siglo XX, el derecho a la Educación fue una bandera 
asentada en los ideales modernizadores, desarrollistas y fundamentada en los 
principios de la ilustración. La organización de los sistemas de enseñanza esta-
ba inspirada en el principio de la educación como derecho de todos y deber del 
Estado. Una concepción del derecho inscripta en la democracia liberal: un de-
recho que es individual, todos los hombres y todas las mujeres son iguales ante 
la ley y el Estado debe ejercer las funciones de justicia, defensa de la soberanía 
territorial, seguridad interna y garantía de los derechos individuales. El sentido 
del derecho aquí remite a la idea de “libertad”, esto es, como resguardo de los 
autoritarismos civiles o eclesiásticos (Sverdlick, 2010; Sverdlick y Croso, 2010). 
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En el campo de la educación, esto puede leerse como la oposición de la bur-
guesía que avanza sobre los espacios de poder, contra el monopolio de las igle-
sias como agencias de adoctrinamiento de fieles y súbditos. Es decir, se trata de 
la disputa de un sector que reclama su espacio de poder en el terreno educativo 
y también de otros que reclaman o exigen que el Estado garantice educación. 
Si bien las ideas del liberalismo resultaban en algún punto “liberadoras” por 
la vía de “desterrar” la ignorancia; se trataba sobre todo de socializar a la po-
blación dentro de un sistema hegemónico y por ende con una intencionalidad 
reproductora del orden social (Sverdlick, 2010). 

A partir de allí, los grupos de poder fueron tejiendo alianzas permanentes 
que permitieron consolidar sistemas educativos en los que la interpretación 
del derecho a la educación se inclinó hacia la libertad de impartir enseñanza, 
justificando desde la lógica liberal, la privatización de la educación; puerta 
de entrada a los procesos de mercantilización que buscarán consolidarse en 
la etapa neoliberal. Aunque la idea de “igualación” se encuentra presente en 
liberalismo (libertad de acceso, por ejemplo), tanto como la igualdad jurídica 
(todas y todos son iguales frente a la ley), la promoción de “la carrera abierta 
al talento”, es decir, un sistema basado en la meritocracia como vía de ascen-
so social, fue y sigue siendo claramente una práctica de legitimación de las 
desigualdades. El pensamiento liberal, expuesto a su máxima expresión con 
la teoría del capital humano,3 consolidó un vínculo entre la educación y la for-
mación para el trabajo asentado en una relación lineal entre educación y desa-
rrollo económico, condenando “al desván de la historia toda asociación entre 
educación y ciudadanía, educación y política, educación e igualdad” (Gentili, 
2009, p. 48).

3	 En el marco de dicha teoría, la lógica desde la cual se pensaba a la educación era 
fundamentalmente económica, de costo-beneficio. Se proponía a la educación como una 
inversión que debía ser rentable, lo que significaba que el retorno de la inversión debía ser 
mayor que el costo de educar a los alumnos. En este caso, “el retorno” de la inversión era 
la mano de obra cualificada necesaria para el desarrollo económico de un país (Sverdlick y 
otros, 2017).
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Hoy podemos afirmar que la lógica mercantil, propia de los gobiernos 
neoliberales, pervierte el sentido de la educación como derecho al priorizar 
la formación para un mercado inestable y cambiante, no solo en el terreno 
hipotético de las necesidades de mano de obra de una sociedad, sino tam-
bién en relación con la concepción del trabajo. En la lógica neoliberal, el 
trabajo no constituye un derecho, sino algo que se obtiene y gana en relación 
con la ecuación oportunidades + reglas del mercado + meritocracia, y la 
educación ciudadana remite a la tradicional idea de un ciudadano que “vota 
bien” y se comporta “correctamente”, un ciudadano disciplinado o una ciu-
dadana disciplinada. 

Entre 2015 y 2019, el neoliberalismo agudizó las ideas individualistas ca-
racterizadas por la aspiración al “autodiseño del yo” que proliferaron en Amé-
rica Latina durante la década de 1990, con una forma aún más individualista 
de concebir al trabajo en tiempos de escasez: el emprendedurismo. Con este 
nuevo horizonte, se vuelvió sobre el valor del esfuerzo personal (independien-
temente del contexto y condiciones sociales) para el logro de las realizaciones 
en la vida. Ahora, al mito asentado en la ilusión de que, en la vida, indepen-
dientemente de las condiciones particulares de cada quien, las opciones son 
infinitas (Sverdlick y otros, 2017), se le agregó la idea de que además de las 
oportunidades (que pueden encontrarse a la vuelta de la esquina), se requiere 
de condiciones personales que hay que trabajar (aprender) como el liderazgo 
y el emprendedurismo.

Recuperar y reafirmar los principios éticos que dotan de sentido a la edu-
cación como un derecho humano nos insta a recolocar en el centro del debate 
que no hay neutralidad cuando hablamos de educación. Con otras palabras, 
entendemos que las disputas no se dirimen en el campo de las definiciones 
técnicas o instrumentales, sino en la consideración de la educación como un 
acto político. 
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Es importante llamar la atención sobre el hecho de que las discusiones sobre 
políticas educativas y pobreza por lo general no se debaten con los actores pro-
tagonistas. De los docentes se espera que implementen las políticas públicas y 
no que las formulen. De las personas pobres se espera que sean objetos de esas 
políticas y no sujetos de transformación. Estas ausencias son propias de una 
concepción tecnocrática sobre quién se ocupa de esos temas con la consecuen-
te despolitización de la cuestión. 

Las estadísticas muestran hoy que hay más jóvenes que asisten a las escue-
las secundarias, sin embargo, también puede advertirse la dificultad que aún 
persiste para que el sistema educativo deje de estar segmentado y diferencia-
do, reproduciendo y estigmatizando las desigualdades sociales. Escuelas para 
pobres, escuelas para ricos y para las clases medias, en las que las trayectorias 
y experiencias educativas se diferencian de acuerdo con el origen social, edi-
ficios y recursos materiales notablemente escasos para quienes viven en zonas 
rurales o en barriadas marginalizadas, son, entre otros, ejemplos que se repi-
ten. Por el contrario, la inclusión educativa necesita enmarcarse en la lucha por 
el cumplimiento efectivo del derecho a la educación, por lo cual el desafío pasa 
por educar para una vida digna. Al respecto, ya se expresó con anterioridad, 
que, según Sverdlick y Croso (2010):

En un sentido emancipador, la idea del derecho a la educación es 
concebida como un acto político liberador en sí mismo a través del 
cual construir nuevas relaciones sociales. En este sentido, la reivin-
dicación del derecho puede estar relacionada con la recuperación de 
territorios ancestrales, con la identidad, con la libre determinación, 
etc. La educación no se asume como un derecho individual y “per se”, 
sino como una práctica política para el desarrollo de los pueblos con 
su especificidad cultural y lingüística. La educación es vista como 
un elemento para la defensa de la identidad cultural. No se trata de 
generar políticas de acceso o de folklorizar el currículo, sino de de-
safiar las nociones de igualdad, no discriminación y justicia, la tríada 
fundamental de los derechos humanos (p. 100).
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En este enfoque se reconoce que todas las personas son titulares de derechos 
que obligan al Estado y no personas con necesidades que deben ser asistidas, lo 
cual corre el eje de las políticas asistenciales hacia propuestas que modifiquen 
los patrones de exclusión. 

En esta línea, el desafío para una educación inclusiva reclama asumir el ca-
rácter expulsivo de las instituciones educativas, atendiendo al formato y a las 
prácticas didácticas y a las condiciones de enseñar y de aprender. Reclama, a 
su vez, contraponerse a las políticas de evaluación que miran a la calidad edu-
cativa en términos de medición y comparación y a las lecturas que responsa-
bilizan a docentes, niñas, niños y familias, por lo que no se puede hacer, desde 
un posicionamiento basado en las carencias. La inclusión educativa en clave 
de derechos requiere una intervención urgente que interpele no solo las lógicas 
y los formatos institucionalizados, sino también a las formas colonizadas de 
validar el conocimiento y su construcción.

La calidad y la evaluación en las agendas políticas

La trillada frase que se interpreta como una obviedad incuestionable, referi-
da a la necesidad de “mejorar la calidad educativa”, funciona direccionando los 
debates de la política educativa y facilitando la consolidación de un sentido co-
mún instalado en la ciudadanía sobre la educación, asentado en el desprestigio 
de la escuela pública, conjuntamente con sus docentes (y sindicatos). Al hacer-
lo, también obtura las discusiones sustantivas sobre el sentido de la educación 
en el marco de un proyecto político que nunca es neutral y sobre las condi-
ciones del trabajo de enseñar. En efecto, y como venimos señalando, las ten-
dencias privatizadora y mercantilista de las políticas neoliberales tienen como 
sustento fundamental la introducción discursiva de una lógica meritocrática, 
mercantilista, individualista y del esfuerzo personal. De esta forma, la referen-
cia a la calidad educativa y a la evaluación, como el instrumento todopoderoso 
para su medición y corrección, emerge como una panacea argumentativa y 
legitimadora de las políticas que se implementaron entre los años 2015 y 2019.
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El discurso instalado ha logrado esquivar una definición sustantiva (o 
acuerdo político) sobre la calidad y sobre lo que hay que mejorar generando 
una operación de vinculación entre “calidad” y “evaluación”, por la cual, la eva-
luación sirve para la mejora de una calidad educativa de la cual se sabe poco, 
aunque se supone que hay acuerdo. Si nos proponemos reflexionar sobre qué 
implica esta afirmación de uso común, podemos empezar por señalar que se 
supone que hay algo que no está bien (y que es necesario mejorar) y que ese 
algo define a la calidad. ¿Qué es lo que hay que mejorar? ¿Y por qué la evalua-
ción serviría para mejorarlo?

A juzgar por el síndrome “evaluacionista” de los últimos veinticinco años, 
no parece evidenciarse que aquella relación esté cumpliendo efectivamente su 
cometido, ni siquiera en los términos de quienes la pregonan. De hecho, se 
sigue insistiendo con dicha relación, generando más y nuevos dispositivos de 
evaluación. Desde nuestro punto de vista, la implementación de pruebas, lejos 
de mejorar algo de lo educativo, reduce contenidos a enseñar, fragmenta el 
conocimiento y obtura la posibilidad de formas innovadoras en la enseñanza 
que busquen operar con el pensamiento con formas más complejas.

A partir de estas reflexiones, se podría sospechar que la retórica de la cali-
dad y de la evaluación efectivamente tiene una intencionalidad política que re-
sulta bastante exitosa. Por un lado, se ha logrado instalar en la ciudadanía una 
actitud favorable hacia las evaluaciones “objetivas” y “neutrales”, que nos dicen 
la “verdad” de lo que ocurre en nuestras escuelas y con nuestros niños, niñas y 
adolescentes, e incluso con la docencia. Con este logro, todos los datos que se 
presenten como resultado de la aplicación de pruebas estandarizadas se invis-
ten de un valor de verdad que habilita la aplicación de políticas como si fueran 
medidas neutrales, inevitables para mejorar la educación. Por otro lado, se ha 
logrado que este tema tenga centralidad en la agenda educativa, subestimando 
asuntos de gran relevancia como los problemas vinculados a las condiciones 
de enseñar y de aprender, a los debates sobre la inclusión educativa en clave de 
derechos y a las discusiones sobre el formato escolar.
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La evaluación en esta concepción queda separada de los procesos de ense-
ñar y de aprender y cobra una relevancia instrumental, utilitaria: para medir 
calidad. Es difícil que la gente se pregunte para qué sirve enseñar o aprender, 
se asume que se trata de un derecho. En cambio, para definir a la evaluación 
se promueve la pregunta (más bien la respuesta) sobre su utilidad. La evalua-
ción considerada desde la perspectiva meritocrática (el esfuerzo y el mérito), 
cumple la función de seleccionar y clasificar: quienes fracasan y quienes son 
exitosos por el lado del estudiantado y responsabiliza a docentes (que no se 
enseñan porque no saben hacerlo) por todos los males de la educación. 

No hay duda de que mejorar la educación es un desafío permanente tanto 
de docentes como de las escuelas y de quienes tienen responsabilidad por la 
educación como un derecho que hay que garantizar. Sin embargo, la mejora de 
los procesos de enseñanza (principal tarea de la escuela), depende de múltiples 
factores, entre los cuales son insoslayables las políticas que mejoren las condi-
ciones institucionales, laborales y de recursos materiales para enseñar y para 
aprender. La evaluación, en ese marco de sentido, forma parte insoslayable de 
los procesos de enseñar y de aprender, no para “medir calidad” ni para selec-
cionar, sino para ir orientando y reorientando (retroalimentando) el trabajo 
colectivo de producir conocimiento.

A modo de cierre, para seguir pensando…

Con este trabajo nos propusimos abrir algunas puertas para pensar en co-
lectivo. Hoy el análisis riguroso y el debate de ideas, muchas de ellas necesaria-
mente audaces y profundas, se torna imprescindible.

Pensar el proyecto de país que queremos y el modelo de educación que for-
me parte es tomar posición sobre el lugar del Estado. Es avanzar en el presente, 
pero necesariamente pensar el futuro que queremos tener y diseñar políticas 
públicas que puedan concretarlo.
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Durante los años anteriores (2015/2019), habitamos tiempos complejos, 
donde la educación se encuentró nuevamente defendiéndose de los embates 
del neoliberalismo. Hubo un triángulo de hierro que avanzó a paso firme sobre 
la educación de nuestros pueblos. Por un lado, los medios de comunicación fo-
goneando sobre el tema, replicando una y otra y otra vez en su tarea de ir cons-
truyendo sentido común a cerca del fracaso de nuestros niños, niñas y jóve-
nes, también de los docentes; instalando modelos educativos exportados para 
decretarle la muerte a la educación pública. El poder económico se encuentra 
listo y preparado para asaltar el sistema educativo en cada ocasión que puede, 
haciendo ingresar desde fundaciones, ONG, volviendo a instalar el marketing 
en la educación maquillando las políticas, poniendo a jugar las reglas del mer-
cado dentro de la escuela. Y por si hiciera falta, la justicia operó para “corregir” 
cualquier manifestación de desvío de las organizaciones docentes. 

Por ello nos propusimos con este texto sumar al conjunto de trabajos de 
este libro y con él retomar algunas categorías para volverlas analizar y que 
formen parte de las discusiones en las universidades, en las escuelas, en los 
sindicatos, en las organizaciones sociales. Los derechos dividen aguas, mar-
can con claridad las diferentes orillas. El derecho social a la educación es para 
quienes asumimos la responsabilidad de esta escritura el eje central de las 
discusiones. Por ello hablar de evaluación y de educación de calidad se cons-
tituyen también en temas centrales de la agenda educativa que tenemos que ir 
construyendo colectivamente. Hay otros temas que quedan pendientes para 
próximos trabajos que den continuidad a lo que nos propusimos como análi-
sis, reflexión y propuesta.

Sabemos que la tarea es colectiva y queremos aportar para esa construcción, 
porque entendemos que la educación no solo es un acto político, sino también 
es la formación política del pueblo; porque es en nuestras escuelas donde se 
disputa el conocimiento y se construye la soberanía educativa. 
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Introducción

La educación en la República Argentina desde sus inicios tuvo tres fuertes 
vertientes que impactaron en la construcción de identidad y sentido, la local 
de los pueblos nativos, con características plurinacionales y vinculadas a una 
interacción con el medio de acuerdo con su desarrollo tecnológico y otras dos 
relacionadas con la conquista europea y vinculadas a su vez con las pujas de 
poder europeas.

Dentro de las vinculadas a la conquista europea, una fue del norte, en tanto 
el avance sobre los territorios de la que hoy es la República Argentina, provino 
desde el océano Pacífico, desde el Perú y trajo el acervo educativo de la orden 
de los jesuitas y los conceptos del denominado Siglo de Oro español (Abad, 
1986) durante el reinado de la Casa de los Austrias (Guibert, 1988). Poste-
riormente, la corriente vinculada al Río de la Plata relacionada a los intereses 
comerciales y a la administración civil influenciada por la Casa gobernante 
de España a partir del 1700, la de los Borbones, de origen francés, que im-
pone por primera vez el criterio del libre comercio en América Latina (Gullo 
Omodeo, 2015).

Con los procesos de consolidación de lo que luego será la Nación Argentina, 
la provincia de Buenos Aires comenzó, en el período que comprendido entre 
1816 a 1818, un proceso de administración y reglamentación que implicó la 
creación de treinta establecimientos (Bustamante Vismara, 2007) bajo la su-
pervisión de personal “idóneo” no profesional en su mayoría en concurrencia 
con las funciones que cumplía un establecimiento educativo en el momento, 
generando inconstancia e inestabilidad laboral.

Ya en el siglo XIX, con el trabajo de José Barros Pazos y Marcos Sastre, pri-
mero, y Domingo F. Sarmiento, un poco después al frente de la administración 
de las escuelas (Bustamante Vismara, 2007), se comienza con un proceso de 
regulación de los métodos y contenidos de la enseñanza que nos acercan a lo 
que hoy tenemos como estructura educativa en todo el territorio nacional.
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Dentro de la estructura educativa de la provincia de Buenos Aires, durante 
la época de mayor crisis en nuestro país luego de 1999 como resultante de la 
segunda oleada de políticas neoliberales, cuando la razón y la lógica estaban 
quebradas y las estructuras duras colapsaron llevando a la sociedad argentina 
al borde de la disolución, la falta de trabajo llevó a que miles de profesionales 
de las diversas áreas pasaran a cubrir puestos docentes en la provincia de 
Buenos Aires.

Esto no fue casual, existía un marco administrativo generado previamen-
te mediante el cual cualquier residente con capacidad profesional acreditada 
por una institución pública podía dictar clases con excepción de los niveles 
inicial y primario.

De esta manera, profesionales de la arquitectura ocuparon espacios en las 
materias de matemáticas, geometría y artes; profesionales del derecho, en las de 
historia y las vinculadas a la ciudadanía, por citar algunos ejemplos prácticos.

Las estructuras de contenidos se adaptaron y las cargas horarias destinadas 
a las materias relacionadas a las artes se redujeron drásticamente, incremen-
tándose las vinculadas a los conocimientos afines a la lógica.

Increíblemente, en el momento en que todo colapsaba se redujeron o, en 
el mejor de los casos, se congelaron las capacidades horarias vinculadas a la 
creatividad en los establecimientos escolares y el Estado absorbió a miles de 
profesionales de las ciencias duras, los cuales en ese momento se habían que-
dado sin escenario de acción.

Recordemos que en la década de 1990 se llevó a cabo la transferencia de los 
establecimientos educativos desde la Nación a las distintas jurisdicciones (las 
provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires).
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En el marco de las reformas implementadas en la época, se promulgó la Ley 
N° 24195, Ley Federal de Educación (LFE). La norma estableció la obligatorie-
dad de los primeros diez años comenzando por el preescolar (con inicio en los 
5 años) y hasta el noveno año de la Educación General Básica (EGB 3).

El nuevo esquema propuesto para el sistema educativo pasó a ser el siguiente:
•	 Nivel inicial (de 3 a 5 años)
•	 Educación General Básica (de 6 a 14 años)

-- EGB I (1ero a 3 er grado)
-- EGB II (4to a 6 to grado)
-- EGB III (7 mo a 9 no grado)

•	 Polimodal (de 15 a 18 años)
•	 Trayectos Técnico Profesionales (TTP)
•	 Nivel superior (terciario/universitario)

La adecuación de las jurisdicciones a la LFE fue disímil y la descentralización 
provocó un largo período de transición. Por ejemplo, la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires nunca adhirió al nuevo sistema propuesto, sino que mantuvo el 
esquema anterior a la reforma. Otras jurisdicciones realizaron adecuaciones 
particulares, como, por ejemplo, la provincia de Córdoba.

En esta acción táctica del gobierno de la provincia de Buenos Aires, se pro-
dujo un impacto fuerte en la población educativa al tener frente a núcleos de 
jóvenes a profesionales que, independientemente de sus capacidades técni-
co-científicas, no tenían preparación pedagógica para generar la didáctica de 
la enseñanza aprendizaje, dado que no poseían dicho conocimiento.

Esto afectó, por un lado, el mercado laboral para las carreras docentes en 
todos sus niveles, una imagen de que cualquiera tiene la capacidad para pa-
rarse frente a un aula y educar en cualquiera de las áreas, desprendiendo de 
esta manera de cualquier proceso científico técnico al proceso de enseñanza 
aprendizaje y posicionando al trabajo docente como una salida laboral rápida, 
sencilla y sin mucho compromiso.
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A su vez la idea instalada en la época era que, de acuerdo con el perfil de 
servicios que había adoptado el país, era necesario preparar a las personas para 
una salida laboral rápida y práctica y a las instituciones educativas se las hizo 
cambiar el rumbo.

En las propuestas para discutir entre los cuerpos docentes sobre las modifi-
caciones a las leyes vigentes vinculadas a la educación, se especificaba que era 
la educación una necesidad para que se tuviera acceso al trabajo como único 
fin y no a la construcción, transmisión y aplicación práctica del conocimiento. 
En otras palabras, había que preparar a las y los jóvenes para que una vez que 
terminen la educación secundaria, salgan rápido a trabajar y no precisamente 
en áreas calificadas.

La educación técnica fue absorbida por alguna de las modalidades del Po-
limodal con Orientación en Producción de Bienes y Servicios y se han imple-
mentado los TTP como una forma de suplir los talleres de las especialidades, 
los que se basan más en habilidades tecnológicas que técnicas específicas.

En forma resumida, las principales consecuencias de la reforma sobre la 
educación técnica han sido las siguientes:

• Dispar aceptación de los cambios y diferencias en su implementación
• Disminución de la formación técnica específica a tres años
• Dificultades en la implementación de los TTP
• Desaparición/disminución de perfiles técnicos
• Profundización de la brecha entre educación-trabajo
• Diferencias en el nivel formativo de los egresados

En paralelo, la educación privada impulsaba un camino totalmente opuesto 
con una oferta sistemática de talleres y actividades paralelas a la estructura 
básica del currículo académico.
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Los itinerarios formativos

Pasada la crisis y con el advenimiento de un gobierno comprometido con el 
desarrollo nacional a mediano plazo, se comenzó a implementar un proceso 
de transferencia de conocimiento para profesionales a cargo de cursos. Este 
proceso se conoció como “capacitación pedagógica”, y se dictaba de manera 
gratuita en todo el territorio de la provincia.

Lo cierto es que en las estructuras curriculares la reducción de las horas vin-
culadas a las expresiones artísticas y creativas se habían restringido y con ellas 
también lo hicieron esos espacios destinados a capacitar a los ciudadanos en 
observación, interacción entre acciones y contexto, interpretación, construcción 
de universos simbólicos propios, transmisión de saberes y conocimientos, etc.

Como resultado de una ronda de consultas tanto dentro del sistema educa-
tivo como a distintos actores de la sociedad se sancionó, a fines de 2006, la Ley 
Nº 26206, Ley de Educación Nacional, que extiende la obligatoriedad hasta la 
finalización del nivel secundario.

A partir de la implementación paulatina de la nueva norma por cada una 
de las jurisdicciones, el sistema educativo argentino comprende 4 (cuatro) 
niveles:

• Educación Inicial (de los 45 días hasta los 5 años)
• Educación Primaria (a partir de los 6 años)
• Educación Secundaria (de 12 o 13 años a 17 o 18 años)
• Educación Superior (terciario/universitario)
y 8 (ocho) modalidades:
• Educación Técnico Profesional
• Educación Artística
• Educación Especial
• Educación Permanente de Jóvenes y Adultos
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• Educación Rural
• Educación Intercultural Bilingüe
• Educación en Contextos de Privación de Libertad
• Educación Domiciliaria y Hospitalaria

Respecto de la relación educación-trabajo, la nueva norma propicia la vin-
culación con el mundo de la producción y el trabajo y posibilita la realización 
de prácticas educativas en escuelas, empresas, organismos estatales, organiza-
ciones culturales y organizaciones de la sociedad civil, que permitan a las y los 
estudiantes el manejo de tecnologías o brinden una experiencia adecuada a su 
formación y orientación vocacional.

Dentro de las herramientas para comenzar a reconsiderar la estructura se co-
menzó a pensar en la capacitación con vistas a un oficio, pero desde un punto de 
vista que abarcar los contenidos de la educación secundaria y, en paralelo, con 
mayor carga horaria, una especialización en un nicho de trabajo en particular.

Esta experiencia se denominó “itinerarios formativos” y sus campos de ac-
ción son variados, desde la producción audiovisual hasta la administración 
en turismo. Es decir, se prepara mediante una serie de herramientas técnicas 
para la producción o para la dirección de emprendimientos y no solamente 
para ser empleado.

En la página del ABC se detalla (DGCyE, 2006): 

Los Itinerarios Formativos se crearon en 2006, como una alter-
nativa viable para extender una formación laboral específica en las 
modalidades Humanidades y Ciencias Sociales; Economía y Gestión 
de las Organizaciones; Ciencias Naturales y Comunicación; Arte y 
Diseño. El objetivo es desarrollar trayectorias de profesionalización 
que garanticen a los alumnos el acceso a una base de capacidades 
profesionales y saberes que les permita su inserción en el mundo del 
trabajo, así como continuar aprendiendo durante toda su vida.



Colección | Gobernar para el ejercicio de derechos54

El conjunto de módulos, o Itinerarios Formativos, cuya aproba-
ción permite certificar una calificación profesional presenta una 
carga horaria que varía entre las 400 y las 600 horas según el itine-
rario. A lo largo de los tres años el tiempo dedicado corresponde al 
30 o 40% de una tecnicatura.

Se decidió entonces impulsar la incorporación de Itinerarios For-
mativos en todas las modalidades del nivel Secundario por las si-
guientes razones:

1.- Permite a todos y todas adquirir una certificación profesional.

2.- Posibilitan ser cursados por quienes tienen limitadas sus dispo-
nibilidades horarias por responsabilidades laborales y/o familiares, 
ya que su carga horaria no implica un incremento elevado de los 
horarios de clase.

3.- Mejora la permanencia de estudiantes en el nivel, dado que la 
existencia de una certificación profesional inscribe en su horizonte 
una mejor posibilidad de incorporación al mundo del trabajo.

En el año 2006 existían 399 escuelas de Educación Media con 
Itinerarios Formativos. 

Esta iniciativa presenta varios puntos a analizar que a priori resultan posi-
tivos, las y los estudiantes asisten a estos espacios formativos por propia ini-
ciativa, no son espacios obligatorios. Por lo que buscan el segmento que más 
les interesa desarrollar. Al ser una experiencia a contra turno, luego de cursar 
la estructura básica del nivel secundario, quienes los cursan permanecen en la 
institución al menos 7 horas dos veces por semana obteniendo un ámbito de 
contención además de la formación e interactuando con sus pares en un ámbi-
to de elaboración de conocimiento. La estructura de trabajo, al estar vinculada 



Políticas públicas sectoriales. educación, salud, género y tecnología 55

a la producción y a la resolución de nuevos desafíos, se acerca al criterio reque-
rido en la educación terciaria-universitaria, por lo que se facilita el trayecto en 
el inicio de esas etapas. 

Entre las pautas para directivos, el ABC estipula que, para la cobertura de 
módulos, se tengan en cuenta los proyectos de aula que consideren todos los 
aspectos y criterios donde existan: 

•	 Propuestas de elaboración de diagnóstico claras, con relación de 
contexto, sujetos y contenidos.

•	 Propuesta de división en bloques temáticos (que no debe ser una 
transcripción de los bloques del diseño curricular) sin dejar de 
lado la interrelación de contenidos.

•	 Coherencia entre competencias y actividades propuestas.
•	 Especificación y nivel de precisión en las actividades de docente 

y estudiante.
•	 Especificación de la bibliografía en: docente, estudiante y de re-

ferencia.

Dentro de las capacidades en las que permite formarse la propuesta Itinera-
rio Formativo, tenemos las siguientes opciones:

•	 Asistencia en Informática
•	 Programación Básica
•	 Auxiliar en Mantenimiento de Equipos
•	 Diseño Gráfico Multimedial
•	 Realización Audiovisual
•	 Administración de los Recursos Humanos
•	 Registración Contable
•	 Administración de las Compras y las Ventas
•	 Prestación de Servicios para el Tiempo Libre
•	 Venta de Servicios en el Tiempo Libre
•	 Educación Ambiental y Entorno Saludable
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Reflexiones finales

En los considerandos de la disposición, que consigna los acuerdos institu-
cionales de los alumnos que cursen los Itinerarios Formativos y establece la 
forma de evaluar, acreditar, calificar y promoverlos, se detalla (DGCyE, 2006):

Que cada servicio educativo tiene aprobados los acuerdos institu-
cionales de convivencia que elaboraron con la participación de la 
comunidad educativa;
Que es misión de cada nivel educativo posibilitar la apropiación de 
saberes relevantes y significativos; 
Que, al acreditar saberes de los alumnos, las intervenciones docentes 
dan cuenta del propio ejercicio profesional;
Que la evaluación implica un intercambio continuo entre los distin-
tos aspectos del proceso de enseñanza - aprendizaje, permitiendo 
ratificar y/o rectificar acciones en pos de las metas previstas; 
Que las acciones de evaluación dan elementos de juicio para certifi-
car competencias; 
Que en el proceso se reconoce al alumno y a su familia el derecho de 
saber con anticipación en qué y cómo va a evaluarse su desempeño; 
Que se reconoce la importancia que la información de los resultados 
de la evaluación tiene para sus alumnos y sus familias; 
Que cabe definir procedimientos de estímulo y control de asistencia 
a clases para los alumnos que concurren a los Itinerarios Formativos; 
Que la claridad en la enunciación de las normas que los involucran 
favorece la formación de los alumnos; 
Que corresponde propiciar márgenes de autonomía institucional 
que permitan el tratamiento individual de los alumnos en función 
de sus propias circunstancias y de los rasgos de identidad de cada 
comunidad escolar. 
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Las capacidades que presentan los Itinerarios Formativos en la construcción 
simbólica del ciudadano, en la definición de intereses de los jóvenes, en las ca-
pacidades adquiridas, en la construcción de herramientas para la adaptación a 
las nuevas demandas exigidas por los niveles terciarios universitarios y en las 
expectativas frente a las nuevas formas de trabajo, así como también de cons-
trucción de identidad que presenta la sociedad actual; la posibilidad de que el 
ciudadano que está en proceso de formación tenga y encuentre un espacio en 
el que desarrollarse académica y socialmente durante gran parte del día para 
luego interactuar dentro del seno familiar, hacen que esta herramienta educa-
tiva presente tres campos de impacto bien definidos:

•	 el académico
•	 el social
•	 el laboral

Desde el punto de vista académico, tienen acceso a la formación y optimi-
zación de sus capacidades, como así también el ejercicio del derecho al conoci-
miento más allá de un interés netamente laboral, sino para formarse y ayudar 
a formar a mejores ciudadanas y ciudadanos que luego tengan la opción de 
elegir sobre qué actividad realizar en beneficio propio o de la comunidad toda.

Desde el punto de vista social, estudiantes en formación comparten den-
tro de la estructura educativa un lapso el cual se divide entre los segmentos 
académicos de los planes curriculares, los segmentos de recreación y los de 
formación de capacidades. Esto implica que se encuentran durante la mayor 
parte del día en un proceso de asumir roles determinados dentro de una co-
munidad educativa, responsabilidades, compromisos y realizar evaluaciones 
de las acciones desarrolladas en un marco de contención apoyado por profe-
sionales formados por el Estado. Se evita además la posibilidad de que tengan 
tiempo ocioso que pueda posicionar en situaciones de riesgo o problemáticas 
en la calle.
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Desde el punto de vista laboral, la adquisición de conocimientos que pue-
den ser aplicados específicamente pero también la capacidad de desarrollar 
roles y funciones con responsabilidad y poder realizar procesos de evaluación 
frente a proyectos los enfrenta con una fuerte proyección frente a la competi-
tividad requerida por el mercado de trabajo actual. 

Teniendo en cuenta lo mencionado, es importante evaluar que el espacio 
educativo de los Itinerarios Formativos está considerado además como un es-
pacio de diálogo, donde se propone aprender a escuchar diferentes puntos de 
vista, con distintos argumentos que posibiliten acordar proyectos de acción 
concreta. El diálogo colectivo es una herramienta que facilita y promueve el 
compromiso y ayuda a la construcción de sentido de comunidad.

Los Itinerarios Formativos además son espacios que desarrollan la iniciativa 
personal y la autonomía, incentivando el espíritu de superación, la tolerancia 
a la frustración, la responsabilidad, la gestión de las emociones y comporta-
mientos, el asumir las consecuencias de las acciones propias. Que los ciudada-
nos logren en este caso, a través de los Itinerarios, comprender los valores de 
las relaciones humanas, percibiendo la realidad histórica y la realidad social de 
la comunidad en la que se desarrollan.

Es fundamental que las y los jóvenes se encuentren preparados y conscientes 
para construir lugares de participación cívica y compromiso solidario con las 
realidades personales y comunitarias. Aprender a participar activamente en la 
sociedad, solidariamente y con el compromiso que requiere la realidad que nos 
circunda es el objetivo primordial; para ello reafirmamos la importancia de la 
capacidad de diálogo, que permita resolver los conflictos de valores e intereses 
individuales de una sociedad diversa, siendo clara la búsqueda del bien común. 

Los Itinerarios ofrecen un espacio en el que, a través de experiencia propia, 
las y los estudiantes pueden ser guiados a participar de manera directa en la 
construcción de la sociedad como ciudadanos y ciudadanas activos, solidarios 
y comprometidos con la realidad. 
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Si para aplicarlos se sigue la metodología del aprendizaje por proyectos, en 
que los estudiantes trabajan el aprendizaje significativo, se verían reforzadas las 
conexiones entre escuela y realidad, podrían acrecentar las habilidades sociales 
colaborando entre ellos para logar construir conocimiento, reconocerían sus 
debilidades y aumentarían sus fortalezas, lo cual resulta una gran motivación.

Se torna necesario explicitar las competencias grupales que nos muestren 
qué habilidades son importantes trabajar para el objetivo de la construcción 
simbólica del ciudadano y la ciudadana; para lo cual se deben tomar decisiones 
valorando los intereses personales y grupales, desarrollar una escala de valo-
res, capacidad de diálogo y entendimiento, desarrollo de una conciencia de 
pertenencia y vinculación a distintos grupos de referencia, ser coherente entre 
los principios y las acciones, promover la cooperación y la solidaridad.

Asimismo, las competencias individuales que permitan la valoración de la 
autoestima y confianza, entendiendo las fortalezas y debilidades para que no 
sean barrera para la motivación o superación individual, reafirmando la nece-
sidad de ser responsables y promover trabajos en equipo, teniendo creatividad 
y estipulando metas.

Para lo expresado precedentemente es menester gestionar tiempo-esfuerzo 
de forma adecuada. Es necesario impulsar un salto cualitativo en dirección a 
los nuevos desafíos que el progreso tecnológico impone a la sociedad argenti-
na, pero además a ese dominio de la técnica que por sí misma es simplemente 
un proceso retórico, debemos llegar con un magma de significaciones insti-
tuyentes que permita, desde la construcción simbólica a partir de una férrea 
identidad anclada en las capacidades de supervivencia al medio, construir so-
beranía desde nuestro pedacito cotidiano de Patria sin perder de vista que lo 
cuantitativo contiene en su ser las posibilidades de calidad.

Frente a los nuevos desafíos que se van concatenando de acuerdo con los 
resultados de las políticas nacionales que se implementan y que impactan y 
moldean de manera directa y dramática las relaciones familiares socavando 
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la estructura social argentina es necesario generar desde el Estado, las instan-
cias necesarias para consolidar los Itinerarios Formativos como un proceso, 
que está dirigido a la comunidad escolar, pero no con el solo objetivo aisla-
do de ofrecer una propuesta formativa, sino como un proceso continuo de 
formación, crítico y transformador, donde se vea involucrada la comunidad 
educativa en su conjunto. Por sobre todas las cosas, que sea inclusivo, diverso, 
intercultural y no esté impuesto. Por estas razones es importante que se pue-
dan sostener como espacios para la participación cívica. 

Bibliografía

Nebot, F. A. (1986). Sobre el concepto literario de’Siglo de Oro’: Su origen y su 
crisis. Anuario de estudios filológicos, (9), 13-22.

Vismara, J. B. (2007). Las escuelas de primeras letras en la campaña de Buenos 
Aires, 1800-1860 (Vol. 19). Instituto Cultural de la Provincia de Buenos Aires.

Dirección General de Cultura y Educación. Normas usuales para la gestión 
educativa. http://servicios2.abc.gov.ar/recursoseducativos/editorial/catalo-
godepublicaciones/descargas/fueraserie/FS26.pdf





  CAPÍTULO 3              



Colección | Gobernar para el ejercicio de derechos64



Políticas públicas sectoriales. educación, salud, género y tecnología 65

Actores emergentes en la 
gestión de instituciones 

públicas de salud1

Beatriz Horrac 
Profesora en Lengua y Literatura Francesa UNLP. Magíster en Diseño y  

Gestión de Políticas Sociales  (Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales).  

Coordinadora de la Especialización en Gestión de Salud y Seguridad en el Trabajo  

del Instituto Provincial de la Administración Pública (2009-actualidad).  

Coordinadora del Programa de Educación Permanente en Salud yTrabajo  

del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires (2007- actualidad). 
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Introducción 

Este artículo se propone describir y analizar la implementación de espacios de 
participación creados por la Ley Provincial N° 14226/10 y su Decreto Reglamen-
tario N° 120/11 a lo largo de sus ocho años de vigencia e indagar la influencia 
que la orientación de la política ministerial tiene en el ejercicio de este derecho. 

A lo largo de los últimos diez años se han desarrollado experiencias de par-
ticipación en comités mixtos de los hospitales dependientes del Ministerio de 
Salud de la provincia de Buenos Aires con resultados diversos y discontinuida-
des en la mayor parte de las instituciones. 

La normativa vigente en la provincia de Buenos Aires desde 2010 abre es-
pacios de participación y contempla amplias posibilidades de influencia de los 
actores gremiales en la gestión de la salud y seguridad a nivel de la Adminis-
tración Pública provincial. 

Resulta de interés analizar en qué medida las posibilidades de participación 
reconocidas como derecho por la normativa vigente se efectivizan con alcan-
ces diversos en función de la orientación de la política pública, las característi-
cas de las instituciones hospitalarias y el desempeño de los actores provinciales 
y locales involucrados en la implementación de esta política pública. 

Los datos generados por el propio Ministerio de Salud provincial ponen en 
evidencia la fuerte influencia de las definiciones de la gestión ministerial. Esta 
vinculación se evidencia en el efectivo funcionamiento de estos espacios de 
participación entre 2012 y 2015, período en el que se crearon por disposición 
de los directores de los hospitales provinciales y en acuerdo con las diversas 
organizaciones gremiales del sector medio centenar de comités. A partir de 
fines de 2015, se evidenció un giro de la política pública: se desestimó la im-
portancia de sostener estos espacios, se interrumpieron las iniciativas estatales 
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al respecto. El impacto resulta evidente: solo una docena de comités mantuvie-
ron reuniones periódicas a mediados de 2018. 

El estudio realizado confirma nuestra convicción de que la gestión de las ins-
tituciones de salud debe incorporar como un eje prioritario el reconocimiento 
del aporte de quienes en ellas trabajan y asegurar su participación activa en la 
construcción de condiciones dignas de labor como ejercicio del derecho a la 
salud y el bienestar en el trabajo. 

No se trata solo del reconocimiento de derechos del personal hospitalario: 
el mejoramiento de sus condiciones de trabajo es un requisito imprescindible 
para asegurar un servicio de salud de calidad para la comunidad. 

El análisis minucioso de esta experiencia permitirá comprender cuáles son 
los obstáculos que enfrenta la participación en las instituciones de salud, sus 
alcances e impacto sobre la gestión, a la vez que aportará pistas para asegurar 
su efectivo funcionamiento en el marco de gestiones gubernamentales com-
prometidas con el ejercicio de los derechos humanos. 

El desgaste del personal hospitalario 

Para comprender las perspectivas de una política de participación del per-
sonal hospitalario en un nuevo ciclo de gobierno nacional y popular, es im-
prescindible tomar en cuenta las características del trabajo en los hospitales 
provinciales y su impacto sobre la salud del personal. Solo así será posible 
abordar la complejidad del desafío que implica la gestión de los hospitales pro-
vinciales basada en el respeto del derecho a la salud de la comunidad y de quie-
nes allí ejercen su labor. Recuperamos en este artículo resultados de estudios 
que echan luz al respecto. 
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En 2007, el Ministerio de Salud publicó los resultados de la investigación, 
llevada adelante por el Programa de Mejora de la Atención a la Comunidad en 
hospitales públicos,2 “Hospitales públicos, la mirada de usuarios y trabajado-
res”. Se trata de un estudio realizado con base en una encuesta de satisfacción 
laboral, entrevistas semiestructuradas y un taller plenario con trabajadores de 
distintos sectores en cada hospital que participó del estudio. El estudio pone el 
acento en dos características distintivas –y aparentemente contradictorias– de 
las instituciones de salud: la capacidad de afrontar los cambios en contextos de 
crisis económica para permitir el ejercicio del derecho de los usuarios al recibir 
atención en salud a la vez que se reconoce el proceso de desgaste a nivel de sus 
estructuras y de los trabajadores.

Sin embargo, asumiendo que en la capacidad de cambio reside 
quizás una de las mayores fortalezas de las instituciones, nuestros 
hospitales públicos han demostrado ser portadores de un valioso 
potencial, puesto que, frente a los cimbronazos de las sucesivas crisis 
–y a pesar del abrupto crecimiento de la demanda impuesta por los 
procesos de empobrecimiento-, muchos de ellos llegaron a consti-
tuirse en verdaderos espacios de acceso efectivo a la atención en 
salud. Esto no implica desconocer que en estos procesos de cambio 
no todos contaron con las mismas capacidades y posibilidades, ya 
que muchos de los hospitales provinciales transitaron estos períodos 
con un fuerte desgaste y debilitamiento de sus trabajadores y estruc-
turas (Poccioni, 2007, p. 77).

En ese marco, reconoce el reclamo gremial alrededor de dos ejes diferentes: 
la mejora salarial y las condiciones de trabajo, ambos con impacto indudable 
en la atención en salud. 

2	 Ministerio de Salud de la provincia de Buenos Aires. Subsecretaria de Planificación de la 
Salud. Programa de Mejora de la Atención a la comunidad en Hospitales Públicos.
Recuperado el día 18 de abril de 2019 de: http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/mejora-atencion/

http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/mejora-atencion/
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La problemática de los trabajadores de la salud, esencialmente com-
pleja y conflictiva, ha irrumpido en la esfera pública a lo largo de los 
últimos años, a partir de las protestas gremiales, declaraciones, mo-
vilizaciones, etc. En este sentido, generalmente, los reclamos han es-
tado ligados a mejoras salariales y/o a la exigencia de cambios en las 
condiciones de trabajo en general, alcanzando resultados diversos, 
conforme a la coyuntura socio-política en la que transcurrieron, y al 
mayor o menor peso del actor social que liderara dichas iniciativas 
(Poccioni, 2007, p.72).

Salarios que no satisfacen a los trabajadores y las trabajadoras, sumado al 
deterioro de las condiciones y medioambiente de trabajo afectan al personal y 
repercuten en los usuarios y las usuarias no solo por el estrecho vínculo entre 
ambos –imprescindible en el sector salud–, sino porque los usuarios y las usua-
rias circulan y permanecen en los mismos espacios deteriorados en los que se 
desempeña el personal, requieren para su atención el uso de equipamientos e 
instrumentos que los trabajadores y las trabajadoras utilizan a diario, a la vez 
que perciben y padecen el desgaste del personal.

En 2013, se publicó el informe de un estudio realizado dos años antes por un 
grupo de investigadores de la Universidad Nacional de Lanús con el apoyo de 
la Organización Panamericana de la Salud/Organización Mundial de la Salud 
(OPS/OMS) y de la Asociación Sindical de Profesionales de Salud de la Provin-
cia de Buenos Aires (CICOP). Entre 2010 y 2012, se encuestó a 1.110 personas 
que se desempeñan en 18 hospitales del Gran Buenos Aires y se realizaron 
entrevistas semiestructuradas. Los datos son elocuentes: el 40% de los encues-
tados y las encuestadas dijo trabajar entre 50 y 60 horas semanales, sumando la 
carga horaria de su puesto hospitalario con el de otros puestos. Quienes están 
en contacto directo con usuarios dicen padecer dolores en el cuello, espalda o 
columna, estrés, no contar con el tiempo suficiente para dialogar con los pa-
cientes, informan tener sensación de despersonalización, experimentar agota-
miento emocional y sentir baja realización personal; alrededor de un cuarto de 
los encuestados y las encuestadas padeció o padece una enfermedad causada o 
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agravada por el trabajo, mientras que otro tanto sufrió un accidente de trabajo 
aunque solo una minoría ha realizado las denuncias del caso según la norma-
tiva vigente. Entre las conclusiones del estudio se sostiene que el trabajo en 
equipo, la relación entre compañeros y compañeras y la formación profesional 
o técnica son elementos positivos que permiten hacer frente a las exigencias de 
la situación de trabajo. 

Resulta de interés analizar en detalle los resultados informados en el capí-
tulo V, en el que analiza la percepción de los trabajadores y las trabajadoras 
en cuanto a la institución. En primer lugar, se la reconoce como organizada 
alrededor de su misión: la atención en salud como servicio público, gratuito, 
universal, y accesible. Dos cuestiones por resaltar desde nuestro punto de vista. 
La primera es que: algunos trabajadores –principalmente los que no están en 
contacto directo con el paciente y no cuentan con una formación profesional 
o técnica especializada– no reconocen el aporte que ellos, a través de las tareas 
que realizan, hacen a la institución. La segunda, que la mayoría de los que par-
ticiparon en el estudio refieren al hospital como una institución que responde a 
la demanda externa, con intervenciones reactivas y sin programas preventivos.

A su vez, el personal encuestado manifiesta su falta de confianza en la posi-
bilidad de generar cambios organizacionales en estas instituciones, una institu-
ción piramidal que no cumple con los concursos y criterios transparentes para 
promocionar a puestos de mayor responsabilidad. La “autonomía” –no recibir 
órdenes en forma permanente y tener la posibilidad o la necesidad de modifi-
carlas– es reconocida como una característica del trabajo hospitalario, vincu-
lada con el saber especializado del personal técnico-profesional en parte y con 
escasa implementación de modalidades de supervisión en sectores de apoyo. 

En cuanto a la gestión de riesgos en el trabajo, se constatan una serie de 
incumplimientos de obligaciones por parte del Estado provincial en cuanto 
a la prevención de riesgos y protección de la salud del personal: menos de un 
cuarto de los encuestados considera que sea una preocupación de las autorida-
des hospitalarias y la mayoría desconoce la existencia de planes de prevención 
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en la institución. La mitad de los encuestados refiere no haber recibido ele-
mentos de protección personal necesarios para su labor y a otro tanto no se le 
efectuaron los exámenes médicos correspondientes a la vigilancia de la salud, 
de carácter obligatorio de acuerdo con el sistema de riesgos del trabajo. Otro 
dato de suma importancia se refiere a la escasa información y capacitación 
obligatorias en el marco del Régimen de Riesgos del Trabajo (Nuevo Régimen 
de Autoseguro desde fines de 2007).3

Según ese estudio, el porcentaje de afiliación a gremios, sindicatos o asocia-
ciones de trabajadores supera el 70%, aunque el porcentaje de profesionales 
afiliados es mucho menor, alrededor del 30%. Este dato es de interés en cuanto 
al peso de la representación de los trabajadores y las trabajadoras a través de 
los delegados y las delegadas gremiales: quienes pertenecen a sectores técnicos, 
administrativos y personal obrero se vinculan más frecuentemente que los pro-
fesionales y las profesionales a las organizaciones gremiales y, por ende, a sus 
delegados y delegadas. Cabría profundizar en las causas de esta situación, pro-
bablemente relacionada con la percepción de su rol en la institución y su identi-
ficación con los demás trabajadores en cuanto a ser “trabajadores y trabajadoras 
estatales”. La mitad de los encuestados y las encuestadas no sabe si existe un 
comité mixto en su hospital y el resto responde en igual proporción: no, sí, o no 
contesta. De todos modos, lo relevante en la falta de información al respecto. 

Este diagnóstico sobre la situación del personal hospitalario fue un insumo 
para las discusiones mantenidas por las autoridades ministeriales y represen-
tantes de las organizaciones gremiales del sector salud y fue tomado en cuenta 
en los fundamentos de los decretos firmados por el gobernador en 2015, los que 
reconocen el agotamiento prematuro del personal hospitalario causado por la 
exposición a riesgos psicosociales. También se tomaron en cuenta los informes 
de relevamientos realizados por inspectores del Ministerio de Trabajo que de-
tectaron condiciones ambientales inadecuadas. El Decreto N° 58/15 establece 

3	 Decreto N° 923/2014. Nuevo Régimen de Autoseguro.
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para los trabajadores de la Ley N° 10430 de planta permanente y temporaria 
que realizan tareas en los hospitales provinciales la jubilación con 50 años de 
edad y 25 de servicio. En el Decreto N° 598/15 se establece para los profesio-
nales comprendidos en la Ley N° 10471 igual régimen jubilatorio. Estas defini-
ciones normativas tomaron en cuenta el impacto de las condiciones laborales 
sobre la salud del personal al que se definió como “desgaste o agotamiento 
prematuro”, cuyas manifestaciones incluirían depresión, estrés, ansiedad. 

Los comités mixtos hospitalarios: una política pública  
desde 2010

Para describir el proceso de construcción e implementación de esta política 
ministerial resulta pertinente recuperar la caracterización de Carlos Vilas de 
las políticas públicas: 

el involucramiento social activo en el diseño, la ejecución y la eva-
luación de las políticas, y a la conversión de estas en palestras de 
conflicto y competencia, pero también de construcción de acuerdos 
basados en el común compromiso por el bienestar y la justicia social 
(Vilas, 2011, p. 69).

Oscar Ozlak y Guillermo O’Donnell (1981) las definen como un conjunto 
de acciones y omisiones que evidencian una cierta direccionalidad con impac-
to sobre el proceso social y alertan sobre los “nudos” de las políticas públicas: 
cambios de direccionalidad que deben ser tomados en cuenta en cualquier 
análisis de un proceso social. Yves Meny y Jean-ClaudeThoenig (1992, p. 92) 
afirman al respecto: “(…) siendo relativamente fácil distinguir lo que hacen, 
resulta mucha más difícil descubrir lo que se niegan a hacer”. 

La política provincial que dio origen a los comités mixtos hospitalarios y a 
la participación de los delegados y las delegadas gremiales en estos espacios 
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se originó en un conflicto: el reclamo de diversas organizaciones gremiales de 
una acción estatal que tomara en cuenta la necesidad de protección y preven-
ción de riesgos de los trabajadores y las trabajadoras provinciales, en particular 
de los empleados estatales de la provincia de Buenos Aires. La muerte de traba-
jadores en un accidente ocurrido en el Astillero Río Santiago a principios del 
2008 y la movilización de miles de trabajadores y trabajadoras que se congre-
garon frente a la Gobernación aceleró el proceso de negociación y la búsqueda 
de consensos. 

El origen de esta política pública en la provincia de Buenos Aires pone en 
evidencia otras formas de participación en democracia, en el sentido de que la 
movilización y el reclamo de actores sociales organizados exceden las repre-
sentaciones que se constituyen a través de elecciones. De este modo, se concre-
ta también el ejercicio de ciudadanía en la definición de la agenda pública y de 
la agenda de gobierno. 

La asesoría y la negociación entre un grupo de abogados expertos y aboga-
das expertas en derecho laboral, en representación de las organizaciones gre-
miales y por el Estado provincial, permitió consolidar un proyecto de ley que 
instala, ya no como una iniciativa de un ciclo de gobierno, sino como política 
pública la participación de los trabajadores en salud y seguridad en la Admi-
nistración Pública provincial. 

El Ejecutivo provincial –a consecuencia de la búsqueda de consensos para 
procesar y resolver, si fuera posible, el conflicto y la confrontación propia 
de las luchas en la arena política– reconoció la dinámica participativa como 
imprescindible para la mejora del desempeño de las instituciones estatales. 
Esta decisión fue refrendada por la Ley N° 14226 y el decreto reglamentario 
que obligaron a la adecuación de las instituciones de la Administración Pú-
blica y generaron nuevos desafíos para actores que no habían intervenido en 
el proceso de diseño de la política pública y que se verían involucrados en 
su implementación. 
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Los acuerdos alcanzados se refieren a procedimientos para procesar situacio-
nes problemáticas del funcionamiento de las instituciones de la Administración 
Pública provincial que impactan sobre la salud y la seguridad de los trabajado-
res: habilitar espacios de diálogo y formulación de consensos sobre alternativas 
para mejorar la gestión en el Estado provincial y en cada jurisdicción. 

Es interesante reconocer que esta normativa provincial es coherente con los 
acuerdos internacionales que nuestro país ha establecido por su participación 
en organismos internacionales rectores en políticas públicas de salud y seguri-
dad en el trabajo: la OIT y la OMS. 

El convenio 155 de la OIT sobre seguridad y salud de 1981 en su artículo 19 
establece la obligatoriedad de la consulta a los trabajadores y las trabajadoras o 
a sus representantes y la recomendación 164 de la OIT, que acompaña el con-
venio, prevé disposiciones explícitas sobre el derecho de participación de los 
trabajadores y las trabajadoras. En 2001, la OIT aprueba las Directrices relati-
vas a los sistemas de gestión de la seguridad y la salud en el trabajo, considera-
das un aporte de relevancia para que los lugares de trabajo sean seguros y sa-
ludables y para el desarrollo de una cultura en materia de seguridad sostenible 
dentro de las empresas y fuera de estas. Las recomendaciones formuladas por 
la OIT contemplan la existencia de espacios mixtos como elemento integrante 
del Sistema de Gestión en Seguridad y Salud. En 2007, se establecen en la Ar-
gentina las Directrices Nacionales sobre los Sistemas de Gestión de la Seguri-
dad y la Salud en el Trabajo (Superintendencia de Riesgos de Trabajo, 2007b), 
que siguen estrictamente lo pautado por las directrices de la OIT y precisan: 

El empleador debería asegurar que los trabajadores y sus represen-
tantes en materia de SST son consultados, informados y capacitados 
en todos los aspectos de SST relacionados con su trabajo, incluidas 
las disposiciones relativas a situaciones de emergencia. (…) adoptar 
medidas para que los trabajadores, y sus representantes en materia 
de SST dispongan de tiempo y de recursos para participar activa-
mente en los procesos de organización, planificación y aplicación, 
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evaluación y acción para perfeccionar el Sistema de Gestión de SST. 
(…) asegurar, según corresponda, el establecimiento y el funcio-
namiento eficiente de un comité de SST y el reconocimiento de los 
representantes de los trabajadores en materia de SST de acuerdo a la 
legislación y las prácticas nacionales (Superintendencia de Riesgos 
de Trabajo, 2007c, pp. 8 y 9).

Estas recomendaciones enuncian como responsabilidad del empleador: 
asegurar la conformación y funcionamiento eficiente de estos espacios mixtos 
(3.2.4) y proporcionar los recursos para el desempeño de su cometido (3.3.2.j). 
Determinan así mismo que los programas de capacitación deberán ser revisa-
dos y reformulados con la participación del comité (3.4.3), que la definición 
de la planificación deberá realizarse en consulta con los representantes y las 
representantes de los trabajadores, las trabajadoras y las gerencias, especial-
mente a través de los comités, al igual que la revisión periódica de los objetivos 
y resultados en salud y seguridad en el trabajo (3.9). Ante cualquier introduc-
ción de cambios en la organización, se deberá proceder a la identificación de 
peligros y evaluación de riesgos con participación del comité (3.10.2). Por otra 
parte, los resultados de las investigaciones de lesiones, enfermedades, dolen-
cias e incidentes relacionados con el trabajo y su efecto en la seguridad y salud 
deberán ser comunicados al comité, quien formulará recomendaciones y po-
drá así participar en las disposiciones correctivas (3.12.3-3.12.4). Las conclu-
siones del examen realizado por la Dirección sobre los avances en gestión en 
seguridad y salud en el trabajo (GSST) deberán ser comunicados oficialmente 
al comité (3.14.4) y este podrá formular recomendaciones al respecto (3.16).

A nivel nacional, la II Estrategia Argentina de Salud y Seguridad en el Traba-
jo 2015-20194 establece las metas estratégicas a nivel nacional para esta política 

4	 En el marco del acto inaugural de la 12° Semana Argentina de Salud y Seguridad en el 
Trabajo se rubricó la II Estrategia Argentina de Salud y Seguridad en el Trabajo para el 
período 2015-2019. Firmaron este acuerdo el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad 
Social; la Superintendencia de Riesgos del Trabajo; el secretario general de la CGT, 
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pública. El objetivo 6 plantea favorecer la participación de los actores sociales 
y entre las acciones previstas se incluye la participación en el lugar de trabajo, 
que contempla la promoción de espacios de diálogo entre, por un lado, traba-
jadores y trabajadoras y, por el otro, empleadores y empleadoras en los lugares 
de trabajo y la constitución de comités mixtos de salud y seguridad mediante la 
negociación colectiva. 

Solo dos provincias han legislado al respecto: en la provincia de Santa Fe, 
la Ley 12913,5 sancionada en 2008 y reglamentada un año más tarde, crea los 
comités de salud y seguridad en el trabajo en empresas privadas y públicas. 
En la provincia de Buenos Aires, existen dos leyes: una para el ámbito estatal, 
la Ley N° 14226/10, con su Decreto Reglamentario N° 120/11; y otra para las 
empresas del sector privado radicadas en la provincia, la Ley N° 14408/12 y su 
decreto reglamentario N° 801/14.

En provincia de Buenos Aires, y con relación a la participación de los traba-
jadores y las trabajadoras en cuestiones vinculadas a su salud y seguridad en el 
empleo público, se concretaron diversas iniciativas en el marco del consenso 
Estado-gremios estatales. En particular, resulta de interés la oferta de una ca-
pacitación –curso anual de 300 horas reloj– destinada a funcionarios, funcio-
narias, profesionales, técnicos, técnicas, delegados y delegadas gremiales sobre 
GSST dictada por el Instituto Provincial de la Administración Pública a partir 
de una demanda de la Comisión Mixta de Salud y Seguridad en el Empleo 

Antonio Caló; el presidente de la UIA, Héctor Méndez; el secretario general de la CTA, 
Hugo Yasky; el presidente de la CGERA, Marcelo Fernández; el presidente de la CAME, 
Osvaldo Cornide; el presidente de la APyME, Eduardo Fernández; la secretaria general de 
la Organización Iberoamericana de Seguridad Social (OISS), Gina Magnolia Riaño Barón; 
el director general de la Asociación Internacional de la Seguridad Social (AISS), Hans-Horst 
Konkolewsky; y el secretario general de la Conferencia Interamericana de Seguridad Social 
(CISS), Juan Lozano Tovar.

5	 Ley Provincial N° 12.913/2008, de Comités de Salud y Seguridad en el Trabajo. Promulgada 
por Decreto N° 2208/2008 y reglamentada parcialmente por el Decreto N° 396/2009.
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Público (COMISASEP), espacio mixto de nivel provincial creado por el Poder 
Ejecutivo en 2008 y confirmado en la Ley N° 14226/10. Este curso se realiza 
cada año desde 2009. El diseño de la propuesta formativa y la coordinación de 
su implementación está a cargo del Programa de Educación Permanente en 
Salud y Trabajo, creado en 2007 por el Ministerio de Salud de la Provincia.6 

Según los datos oficiales, hubo unos 300 egresados y egresadas a lo largo de 
las diez promociones (2009-2018), muchos de quienes ocupan actualmente 
roles de responsabilidad tanto en la gestión estatal como en las organizaciones 
gremiales y son miembros de los espacios mixtos creados en las diversas ju-
risdicciones de la Administración Pública bonaerense. La continuidad de esta 
iniciativa –más allá del cambio de gestión en 2015– da cuenta de la institucio-
nalización alcanzada por esta política pública. 

El Decreto N° 120/11 –de aplicación en todas las jurisdicciones de la Admi-
nistración Pública provincial– reglamenta las funciones de los comités mixtos 
de nivel local: participar de la elaboración, puesta en práctica y evaluación de 
los planes y programas de prevención de riesgos y están habilitados para solici-
tar la colaboración de las comisiones jurisdiccionales mixtas (espacios mixtos 
de nivel central) para la realización de estudios en su ámbito. Deben llevar el 
registro de sus reuniones y presentar informes cuando se requieran, así como 
colaborar en actividades de capacitación, concientización e información en 
materia de salud y prevención de riesgos. Sus miembros están autorizados a 
acompañar las inspecciones de la autoridad de aplicación o de los responsables 
a nivel institucional y formular las observaciones que estimen oportunas. 

En 2010 comienza a funcionar en el Ministerio de Salud provincial la Co-
misión Jurisdiccional Mixta de Salud y Seguridad en el Empleo del Ministerio 

6	 Ministerio de Salud de la provincia de Buenos Aires. Subsecretaria de Atención a la Salud de 
las personas. Programa de Educación permanente en Salud y Trabajo.
http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/pepst/
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de Salud (CJM), creada por la Resolución N° 2329/10.7 Este espacio mixto de 
nivel central impulsa la conformación de los comités mixtos de salud y seguri-
dad en el empleo público en los hospitales de la provincia de Buenos Aires, en 
cumplimiento de lo establecido por la Ley N° 14226 y por definición del mi-
nistro de Salud, Dr. Collia. En el Documento Modelo de Reglamento interno8 

para los comités hospitalarios, incluye una definición de comité mixto: 

Comité un conjunto conformado por los representantes sindicales 
de los trabajadores y los representantes por parte del empleador, 
que con espíritu de cooperación, trabaja y consulta para identificar, 
recepcionar y gestionar la resolución de los problemas de Salud y 
Seguridad en el Trabajo (SST) que afectan a los trabajadores que se 
desempeñan en esta institución, como así también, recomendar las 
medidas de prevención, en apoyo a las iniciativas de la CJM en el 
marco de la política impulsada por el Ministro de Salud de la Pro-
vincia de Buenos Aires y en cumplimiento de la normativa vigente. 
Tendrá como función efectuar las recomendaciones para el diag-
nóstico, planificación, ejecución y seguimiento de todas aquellas 
actividades relacionadas con la mejora de la calidad de gestión en 
materia de SST. 

Es interesante, para este análisis, recuperar la definición antes citada pues 
en ese texto se establece la directa vinculación de la participación en los comi-
tés mixtos hospitalarios y la mejora de la calidad de gestión. Este consenso es 
fundante de las acciones implementadas en el marco de esta política pública 
ministerial en los años siguientes. 

7	 Ver: http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/saludseguridad/files/2017/11/Reglamento-Interno-
CJM-SALUD-2017.pdf

8	 Comisión Mixta de Salud y Seguridad en el Empleo Público. Documento Modelo de 
Reglamento interno para los Comités Mixtos Hospitalarios. 
Recuperado el día 16 de mayo de 2019 de: www.ms.gba.gov.ar/programas/EduP/pdf/
Material/Reglamento_interno_CM.pdf

http://www.ms.gba.gov.ar/programas/EduP/pdf/Material/Reglamento_interno_CM.pdf
http://www.ms.gba.gov.ar/programas/EduP/pdf/Material/Reglamento_interno_CM.pdf
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El plan quinquenal 2012-2016 del Ministerio de Salud provincial se articula 
en torno a diez ejes estratégicos, entre ellos: uno, la Promoción de la Salud y de 
Entornos y Hábitos saludables y otro, el Fortalecimiento de las capacidades de 
Planificación, Formación y Cuidado de los trabajadores de la Salud (Ministe-
rio de Salud de la provincia de Buenos Aires)9 . A nivel hospitalario, el director 
provincial de Hospitales, Dr. Claudio Ortiz, formuló el Decálogo de la Gestión 
Hospitalaria en el que estableció 3 ejes: comunidad, trabajadores y organización. 
Considera a los trabajadores y las trabajadores el núcleo central de los hospitales 
y plantea la necesidad de acciones positivas para asegurar el efectivo cumpli-
miento de los derechos de los miembros del equipo de salud: cuidado de la salud, 
condiciones y medioambiente laboral, elementos y ropa de trabajo, ámbitos de 
participación, equidad de género, ámbitos de capacitación, reconocimientos e 
incentivos, ingreso y acceso a funciones por méritos y entre las metas corres-
pondientes a 2012 se hace referencia a la conformación de los espacios mixtos. 

Desde 2008 hasta 2015, en función de dar impulso a los comités mixtos, se 
dictaron cursos, jornadas y talleres sobre GSS en el sector salud, participación 
de los trabajadores, comités mixtos, identificación de peligros, evaluación de 
riesgos, definición de prioridades y formulación de planes de prevención e 
investigación de accidentes en los que participaron más de 2600 participantes, 
incluyendo directores de hospitales, responsables de áreas relacionadas a la 
GSS en hospitales, trabajadores, trabajadoras y representantes gremiales.10 Esta 
actividad estuvo a cargo del Programa de Educación Permanente en Salud y 
Trabajo, contó con el aval de la CJM y la convocatoria fue asumida por la Di-
rección Provincial de Hospitales, que solicitaba a las direcciones hospitalarias 
participar de las actividades de capacitación junto con los representantes de 
áreas y delegados gremiales de cada hospital. 

9	 Ministerio de Salud de la provincia de Buenos Aires. Plan Quinquenal 2012-2016. Pág. 63

10	 Programa de Educación Permanente en Salud y Trabajo. Informe período 2008-2015. 
http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/pepst/files/2017/02/INFORME-PERIODO-2008-2015.pdf
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En este período se conforma otro espacio mixto a nivel ministerial, la Mesa 
Intersectorial por Hospitales Libres de Violencia con la participación de re-
presentantes de las autoridades ministeriales y de los gremios del sector sa-
lud (Asociación Sindical de Profesionales de la Salud –CICOP–, Asociación 
Trabajadores del Estado –ATE–, Sindicato de Salud Pública –SSP–, Unión del 
Personal Civil de la Nación –UPCN–), además la Agremiación Médica Pla-
tense, la Federación Médica de la Provincia de Buenos Aires (FEMEBA), la 
Federación Médica del conurbano (FEMECON) y Asociación de Médicos de 
la República Argentina (AMRA). Este espacio tuvo funcionamiento regular 
y trató los casos que requerían intervención urgente. Una de las propuestas 
consensuadas e implementadas fue la instalación de botones antipánico en las 
guardias hospitalarias. A nivel de la organización ministerial, el Programa de 
Atención y Asistencia Médico Legal en Salud Pública11 –equipo especializado 
en mediación y asesoría legal que intervenía directamente en los hospitales 
ante casos de violencia– apoyaba la elaboración de consensos para la preven-
ción de hechos de violencia, articulando iniciativas con los comités mixtos en 
caso de ser oportuno.

A fines de 2015, se crea en el Ministerio de Salud el Programa de Preven-
ción, Salud y Seguridad en el Trabajo,12 equipo técnico de carácter operativo es 
velar por el cumplimiento de la normativa vigente en las instituciones de salud 
dependientes de esa jurisdicción.

En 2016, se produce un “nudo” (un cambio en el hacer –o no hacer–) del 
Estado en cuanto al impulso de los espacios mixtos sin que esto se sustente en 
una derogación del marco legal provincial ni de las resoluciones ministeriales 

11	 Ministerio de Salud de la provincia de Buenos Aires. Programa de Prevención y Asistencia 
Médico Legal en Salud Pública. Ver: http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/asistenciamedicolegal/

12	 Ministerio de Salud de la provincia de Buenos Aires. Delegación de la Dirección Provincial 
de Administración del Capital Humano. Programa de Prevención, Salud y Seguridad en el 
Trabajo. Ver: http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/psst/

http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/asistenciamedicolegal/
http://www.ms.gba.gov.ar/sitios/psst/
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o disposiciones a nivel hospitalario. Se interrumpen las capacitaciones, se dis-
continúa el funcionamiento de la Comisión Jurisdiccional Mixta –por falta de 
designación de los representantes estatales o por su ausencia en las reuniones– 
y dejan de funcionar la mayoría de los comités mixtos por similares causas. 
En cambio, se implementan nuevas iniciativas como el Programa Hospitales 
Humanizados, que pone el acento en contar con personal capacitado en las 
áreas de Gestión de Recursos Humanos para intervenir como mediadores en 
conflictos. Estos lineamientos son coherentes con los de la OMS solo en parte, 
pues descartan la participación en espacios mixtos y el reconocimiento del rol 
de los delegados y las delegadas gremiales en temas de salud y seguridad en el 
trabajo. Esta situación se mantiene con algunas variables hasta mediados de 
2018, fecha de elaboración de este artículo. 

La participación como derecho

Recuperamos en este apartado los aportes que sustentan nuestra convicción 
en cuanto a la necesidad de asegurar el ejercicio del derecho a la salud y el 
bienestar a través del efectivo aporte de quienes trabajan en las instituciones de 
salud, único medio para lograr construir condiciones dignas de trabajo en los 
hospitales provinciales. Su participación es requisito indispensable para brin-
dar un servicio de calidad a la comunidad. 

Diversos autores, a nivel internacional y nacional, coinciden en que la parti-
cipación de los trabajadores en la gestión organizacional de salud y seguridad 
es hacer efectivo el ejercicio de su derecho a la salud y la vida: 

Habría que considerar la participación como consustancial al dere-
cho a la salud, ya que la plena realización del potencial de vida sana 
de una persona implica el derecho a no verse sometida a la imposi-
ción de riesgos no deseados y, por tanto, a ser tenida en cuenta en la 
toma de decisiones que pueden condicionar su salud (Boix y Vogel, 
2003, p. 115). 
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La participación de los trabajadores puede definirse como toda for-
ma de gestionar la producción de la empresa donde toman parte 
o están asociados los trabajadores. También es posible concebirla 
como un conjunto de procedimientos formales e informales insti-
tuidos y creados de tal modo, que permiten a los trabajadores y a 
sus representantes influir en los procesos de definición de todas las 
materias relacionadas con las condiciones de trabajo, en general, y de 
la salud y seguridad, en particular. (…) es un modo de ejercer uno 
de los derechos fundamentales de las personas: el derecho a la vida 
(Rodríguez, 2009, p. 111).

Ahora bien, el reconocimiento del derecho a participar implica un serio de-
safío para el diseño y la implementación de las políticas públicas, desafío que 
se concreta en cada acción y en cada espacio, y que crece con relación a la 
diversidad y multiplicidad de actores involucrados. Intentaremos dialogar con 
los aportes de diversos autores al respecto en el análisis del caso que nos ocupa. 

Joan Subirats Humet y otros (2008) describen los ciclos de políticas públicas 
como manifestación de la deliberación en la sociedad en torno de problemas 
que forman parte del debate público y que, cuando se estructuran en tanto 
como prioridades sociales impulsadas por algunos actores sociales, se integran 
a la agenda pública. Afirman que los objetivos de las políticas públicas no son 
unívocos ni fáciles de definir debido al complejo entramado de actores e inte-
reses en juego. Ponen el acento en el análisis del entorno de la implementación, 
en lo local. Consideran que en este nivel las políticas –diseñadas por quienes 
no se involucran en su implementación– se redefinen: en cada territorio, los 
actores locales se apropian de la política pública, generan ajustes y reformula-
ciones para dar respuestas a necesidades locales. Lo hacen tomando en cuenta 
el cumplimiento de objetivos generales y también de los propios, de sus te-
rritorios, y contemplando los recursos de los que disponen. Valoran el ám-
bito local pues, a su entender, permite innovación, conformación de alianzas 
y adquisición de capacidades de articulación para aprovechar oportunidades, 
identificadas por los actores locales en contextos de cercanía.
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Una ley provincial y su decreto reglamentario13 establecen pautas genera-
les de cumplimiento obligatorio a nivel jurisdiccional y no obligatorio a nivel 
distrital e institucional. La política pública establecida en el marco legal vigen-
te desde 2010 se redefine en cada ministerio, en cada distrito educativo, en 
cada hospital y adquiere formatos, modalidades de funcionamiento diferentes, 
aborda problemas distintos, encuentra soluciones particulares. Por ende, no 
hay posibilidades de establecer parámetros únicos para valorar los alcances de 
los espacios mixtos constituidos a nivel local. Son los actores locales que re-
presentan al Estado provincial, los funcionarios, las funcionarias y los equipos 
técnico-profesionales con responsabilidad en la temática quienes han debido 
asumir el desafío de asegurar la concreción de los espacios de participación y 
habilitar la deliberación sobre la GSS en las organizaciones estatales, con los 
recursos disponibles y en tiempos definidos por la negociación con los actores 
gremiales del nivel local. Este proceso de negociación implica el juego político 
en términos de influencias recíprocas y ejercicio de poder y, por ende, resulta-
dos diversos y particulares en cada contexto local. 

Nerio Neirotti (2016) afirma que es justamente este rasgo de la implemen-
tación de las políticas públicas el que favorece el empoderamiento de los par-
ticipantes y las participantes y la incorporación de sus aportes para el mejora-
miento del desempeño estatal. Entiende la participación como un aporte a la 
construcción de ciudadanía, condición para el ejercicio democrático y la afir-
mación de los derechos humanos y la mejora institucional. En lo referido a esta 
política pública, recuperar el saber del personal sobre la organización del traba-
jo y las condiciones en que su labor se realiza favorecería el fortalecimiento ins-
titucional a la vez que reconocería a los trabajadores y las trabajadoras no como 
destinatarios, destinatarias, clientes, clientas, beneficiarios o beneficiarias de la 
acción estatal, sino como sujetos activos en el ejercicio de sus derechos.

13	 La Ley Provincial Nº 14226/2011 sobre la participación de los trabajadores en salud y 
seguridad en el empleo público (publicada en el Boletín Oficial Nº 26521 del 25 de enero de 
2011) y el Decreto N° 120/11, reglamentario de la mencionada Ley.
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El enfoque de derechos en políticas públicas implica el reconocimiento de 
la diversidad de actores. En este caso, son actores activos los funcionarios y las 
funcionarias locales –equipos de Dirección de cada hospital– y los representan-
tes y las representantes gremiales, así como el personal proveniente de áreas con 
responsabilidades en cuanto la GSS, designado por la Dirección de cada hospital 
como parte de la representación estatal en el comité. Se constituyen así espacios 
de participación, de carácter intersectorial e interdisciplinario, que convocan a 
actores institucionales –con diversa formación profesional y de prácticas distin-
tas de acuerdo con su inserción laboral y con posicionamiento y esquemas de 
valor diversos– a llevar adelante acciones sinérgicas para dar cumplimiento a los 
objetivos de la política pública a nivel local. La participación en estos espacios 
locales requiere a todos los involucrados el desarrollo de nuevas habilidades, en 
particular la comunicación y el trabajo colaborativo para encarar problemas ca-
racterizados por su complejidad y dificultad de resolución y con impacto sobre 
la vida y la salud del conjunto del personal de las instituciones de salud.

Amaya (2011) reconoce al Estado como productor simbólico de identidad 
que, a través de sus acciones, busca el acceso igualitario a la satisfacción de 
necesidades y a la participación en las decisiones públicas como un modo de 
fortalecimiento de la democracia. Destaca un aspecto de su rol en la ejecución 
de las políticas: su responsabilidad en garantizar la articulación entre actores y 
asegurar el acceso a la información como un requisito imprescindible para que 
tengan lugar los procesos participativos. En la política en cuestión, el Estado 
asume el nombrar la participación de los trabajadores y las trabajadoras como 
política pública, así crea, a través de su discurso, la posibilidad de efectivizar 
espacios de participación y reconoce derechos de acceso a la información y la 
consulta para la toma de decisiones que puedan afectar a los trabajadores y las 
trabajadoras. Es el Estado quien instituye la articulación con los representantes 
y las representantes de las organizaciones gremiales, los asesores y las asesoras 
técnico-profesionales y los funcionarios y las funcionarias de los diversos ni-
veles. De esta forma, a partir del consenso que favoreció la promulgación de 
la ley, se construyó un discurso estatal, plasmado en el marco normativo y en 
intervenciones de funcionarios y funcionarias de alto nivel y de los dirigentes 
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y las dirigentes de las organizaciones gremiales, que establece como deseable 
un modo de funcionamiento de la Administración Pública provincial. Sostie-
ne que la participación en salud y seguridad mejora el funcionamiento ins-
titucional y fortalece la democracia. Los comités mixtos se han incorporado 
progresivamente a lo largo de estos diez años en el vocabulario y el imaginario 
de funcionarios, funcionarias, dirigentes gremiales, delegados, delegadas, tra-
bajadores y trabajadoras. 

Adriana Clemente (2016) explica que la acción de grupos organizados –que 
actúan como factor de presión o de convalidación de las políticas públicas– 
construyen a nivel local escenarios complejos, contradictorios, que reproducen 
las tensiones y pujas del nivel macro. La autora considera que la participación 
social puede ser definida como la prosecución de un interés que hace que los 
sujetos individuales actúen como sujetos sociales y colectivicen sus estrategias 
para alcanzar sus objetivos. El hecho participativo se entiende como vehículo 
para, los actores implicados en el proceso coinciden en la expectativa de que 
su interés e involucramiento alcanzará un resultado de beneficio colectivo. En 
el caso de los delegados y las delegadas gremiales, como representantes de los 
trabajadores y las trabajadoras, su rol es ser la voz de sus representados y re-
presentadas en el comité. Quienes les hacen llegar sus problemas y propuestas 
o reclamos de una solución esperan obtener de la intervención de su repre-
sentante un resultado en términos concretos: el cambio de la situación pro-
blema, para sí y para el resto de los afectados. En temas de salud y seguridad, 
los problemas –condiciones laborales inadecuadas– impactan sobre grupos de 
trabajadores y trabajadoras al igual que las soluciones. El carácter colectivo 
de los reclamos es evidente tanto para trabajadores, trabajadoras, delegados 
y delegadas como para los funcionarios estatales. Sin embargo, alerta sobre el 
efecto de la participación: podría constituirse como instrumento de transfor-
mación o de adaptación. Considera que en este tipo de procesos las dos lógi-
cas contrapuestas se encarnarían en los actores involucrados en estos espacios 
participativos. Se debería abordar entonces la tensión entre la tendencia a la 
adaptación o hacia la transformación manifiesta en la modalidad de la partici-
pación de cada actor en el espacio mixto. 
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María Laura Pagani (2012) propone la denominación “participación ciu-
dadana” para “un tipo de práctica social que supone una interacción expresa 
entre el Estado y actores de la sociedad civil, a partir de los cuales estos últimos 
penetran en el Estado”. (p. 22). Concibe la participación ciudadana como un 
complemento de la democracia representativa, entendiendo que existen in-
tereses que no se integran en el sistema tradicional de los partidos políticos. 
Para la autora, la mirada de la participación en la política pública constituye un 
instrumento para democratizar el Estado –en la medida en que abarca desde 
la definición de prioridades, la asignación de recursos, la toma de decisiones 
y evaluación de las intervenciones– a la vez que amplía las bases de la ciuda-
danía y mejora los servicios públicos, ya que permite superar las dificultades 
de la burocracia estatal y mejorar el uso de recursos. Estima que su impulso 
desde el Estado se modifica en forma evidente según los distintos momentos 
políticos: en ciertos períodos es reivindicada como forma de profundización 
de la democracia que aporta al mejoramiento y eficiencia estatal y permite la 
recuperación del carácter público del Estado, mientras que en otros, es negada 
o bloqueada, ya que se la acusa de ser generadora de desestabilización social. 
Este enfoque podría corresponder al “nudo” producido en 2016. 

Horacio Cao (2011) analiza las características de los gobiernos que expre-
san una ideología nacional y popular, entre los que incluye las presidencias 
de Néstor Kirchner y Cristina Fernández. Sostiene que este tipo de gobiernos 
construye alianzas con actores sociales en busca de asegurar la gobernabilidad 
y gobernanza imprescindibles para la implementación de sus políticas públi-
cas. Afirma que los trabajadores estatales son considerados en estos gobiernos 
aliados necesarios. 

Dentro de los actores populares, párrafo aparte merece el caso de las 
organizaciones de empleados públicos. En el tema que nos ocupa 
ellos son un elemento central de la implantación del nuevo modelo 
de gestión pública, ya que sus intereses están en consonancia con 
los del gobierno nacional popular, al menos en lo que hace al mayor 
poder para el Estado (Cao, 2011, p. 132).
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La política provincial –y el cuerpo legal en la que se plasmó en 2010– es 
producto de este modelo de gestión pública, que se sustenta en el consenso y 
el respeto del derecho a la participación de los trabajadores y las trabajadoras 
a través de sus representantes.

María Bonicatto y Mercedes Iparraguirre (2016) analizan los desafíos plan-
teados a partir del 10 de diciembre de 2015 para los procesos de implemen-
tación de políticas públicas. Reflexionan sobre las dificultades de la toma de 
decisiones a nivel local generadas a partir del cambio de partido político en 
el Ejecutivo y la incertidumbre sobre la continuidad o no de las políticas a 
partir de la direccionalidad propuesta por los nuevos responsables. Estimaban 
que los actores involucrados a nivel local, nuevos funcionarios responsables 
de la gestión de políticas y sus equipos se enfrentarían al desafío de la toma de 
decisiones en tiempos cortos y que, en tal situación, resultaría de interés im-
plementar mesas de trabajo donde actores institucionales logren espacios de 
entendimiento, de potenciación de la memoria institucional, para comprender 
lo que está en marcha y, eventualmente, introducir innovaciones. Esta modali-
dad no fue implementada en el Ministerio de Salud de la provincia. El cambio 
de gestión implicó la clara interrupción de las acciones llevada a cabo hasta 
diciembre de 2015 al respecto de la participación en los espacios previstos por 
el marco normativo vigente. 

Joaquim Brugue (2011) plantea que la acción política podría generar mo-
delos de convivencia en los que los diferentes actores puedan compartir un 
proyecto común, sostenido en relaciones de dependencia recíproca y recono-
cimiento mutuo. Su enfoque pone el acento en el sentido de solidaridad entre 
actores que podrían vincularse no desde la confrontación de intereses contra-
puestos, sino como ciudadanos y ciudadanas que asumen la responsabilidad 
de gobernar su propia realidad. Los conflictos devienen, en esta perspectiva, 
oportunidades para cooperar en un proceso de transformación colectiva hacia 
un destino compartido. Los aportes de Brugue iluminan nuestro análisis de las 
relaciones que se establecen en los comités mixtos hospitalarios. 
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La tensión conflicto-consenso sería, desde este punto de vista, necesaria 
para la vida democrática en el espacio local y el debate entre actores en este 
nivel la ocasión que posibilita la construcción de nuevos modos de conviven-
cia en el hospital. En este tipo de intercambio, según el autor, los ciudadanos 
y las ciudadanas convencen y son convencidos, comunican sus opiniones y 
argumentan desde sus propios puntos de vista. Esto permitiría decisiones ra-
zonadas y revisables en un proceso necesariamente dinámico y que implica, a 
través del respeto mutuo, la minimización de las diferencias y los desacuerdos 
en función de dar prioridad al trabajo cooperativo y el logro de acuerdos. La 
modalidad de democracia deliberativa generaría así mejores políticas, más efi-
cientes en la medida en que aumenta la comprensión de la realidad, la legitimi-
dad de las decisiones, y la identificación de errores y limitaciones:

Un proceso de deliberación es un diálogo constructivo: un proceso 
durante el cual se intercambian argumentos y razones con la finali-
dad de tomar una decisión concreta. (…) un diálogo que evite tan-
to el monólogo (una ficción discursiva en la que la decisión está en 
manos de unos pocos) como el chismorreo (una charla informal y 
solapada donde no es necesario alcanzar ningún resultado operativo 
concreto (Brugue, 2011, p: 377). 

Resulta imprescindible indagar en qué medida los espacios mixtos hos-
pitalarios alcanzan las características deseables según este autor: asegurar la 
información y comunicación, escuchar a la diversidad de los participantes y 
respetar reglas consensuadas, contar con materiales y espacios adecuados, con 
calendarios de trabajo conocidos y convocatorias con la debida anticipación y 
si los participantes han podido identificar y evaluar su influencia en las deci-
siones. Es clave analizar en la implementación de estos espacios cuáles son las 
pautas de comportamiento, cómo se abordan los conflictos en cuanto a valores 
y posiciones y en lo que se refiere a la construcción de consensos, la forma de 
expresión de las diversas posiciones y el modo de los debates, en particular si 
se asegura el respeto mutuo aún con quienes se mantienen desacuerdos. 



Políticas públicas sectoriales. educación, salud, género y tecnología 89

Mabel Burin y otros (2008) consideran el carácter relacional del poder en 
tanto posibilidad de influir sobre el comportamiento de otros individuos o 
grupos y cohesionarlos alrededor de fines acordados organizando recursos. Su 
aporte resulta pertinente para el análisis de las relaciones de poder en los co-
mités mixtos hospitalarios. Plantean que si bien existen resultados acordados 
(cambiar algo o regular los cambios), las relaciones de influencia entre quienes 
forman parte del espacio no excluyen la predominancia de unos sobre otros. 
Según los autores, la participación en organizaciones piramidales –como los 
hospitales– se enfrenta a los desafíos de lidiar con una estructura en la que 
ciertas personas con investidura formal de autoridad administran y deciden 
sobre el uso de los recursos y el personal a su cargo. El liderazgo, construido 
en estos contextos por quienes tienen la capacidad y voluntad de convocar a 
otros a involucrarse y participar a través de propuestas innovadoras puede o 
no ser ejercido por las autoridades formales. Quien logra construir este lide-
razgo generaría, según ellos, una fuerte identificación y cohesión en el grupo y 
la modificación de conductas con respecto a la situación que deben enfrentar. 
Los autores entienden que la participación es ejercicio de una cuota de poder 
ejercido por cada participante. Afirman que, en las organizaciones participa-
tivas, el poder está orientado hacia la distribución más equitativa de las re-
laciones entre las partes, una horizontalización de la gestión que determina 
la limitación del poder personalista y la extensión del poder en tanto acción 
colectiva basada en el consenso y el trabajo conjunto. La participación es efec-
tiva cuando los miembros de la organización a través de sus acciones ejercen 
poder en los procesos de la vida institucional y se sustenta en la colaboración 
y negociación permanentes entre partes, con su consecuencia en la generación 
de vínculos de confianza recíproca y la satisfacción de necesidades mutuas. Por 
ende, el análisis del liderazgo y de quién o quiénes lo ejercen permitirá com-
prender mejor el juego de poder en estos espacios de participación. 

Los hospitales son instituciones piramidales que, en el marco de las trans-
formaciones de las políticas públicas, han sufrido procesos marcados por la 
incertidumbre con consecuencias sobre el conjunto de los actores instituciona-
les, tanto en lo atinente a las exigencias en el desempeño de su tarea como en 
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los efectos sobre su vida y su salud. La generación de espacios de participación 
en salud y seguridad en el trabajo en este tipo de organizaciones pondría en 
cuestión el ejercicio de la autoridad por quienes asumen la Dirección o las je-
faturas y podría facilitar la generación de liderazgos novedosos. Tal como indi-
can los autores, la efectividad de la participación estará relacionada a la efectiva 
influencia de los espacios mixtos en la vida institucional. Por ende, los logros 
del proceso participativo en cuanto a mejoras en la gestión de salud y seguri-
dad hospitalaria devienen un indicador de la efectividad de la participación. 

Entre los propósitos que motivan este trabajo está el interés por conocer qué 
impulsa a los delegados y las delegadas gremiales que asumen la representa-
ción de otros trabajadores y otras trabajadoras en los espacios mixtos. Enten-
demos que para abordar el tema de la identidad y la motivación de los actores 
no es conveniente limitarse al enfoque desde los intereses, tal como plantea 
Craig Calhoun (1999). Siguiendo al autor, consideramos que la construcción 
de identidades e intereses de quienes participan en acciones colectivas es un 
proceso que tiene lugar en dos niveles –individual y colectivo– al mismo tiem-
po y sin que estos dos niveles puedan ser claramente diferenciados. Desde este 
punto de vista, resulta imprescindible reconocer a las personas que se involu-
cran en las acciones colectivas e indagar cómo se transforman al involucrarse 
en ella, para poder abordar luego a la cuestión de la representación. 

Ackermann y Morel (citados en María Paula Morel, s.f.) analizaron la subje-
tivización política en el contexto de una etapa de no centralidad de la política 
estatal y se preguntan por la posibilidad de que se produjera la subjetivización 
política en el Estado a partir de un discurso político centrado en el imperio 
de los derechos, en la aspiración a la construcción de lo común como objeto 
del pensamiento estatal en la que fuera posible articular lo particular y lo uni-
versal. Su aporte nos indujo a reflexionar sobre la subjetivización política que 
esta experiencia participativa genera, en todos los participantes y en particular 
en los delegados y las delegadas gremiales tomando en cuenta que el proceso 
que analizamos atravesó dos escenarios claramente diferentes en cuanto a las 
orientaciones de las políticas públicas ministeriales. 
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Al respecto, recuperamos también los aportes de Abad y Cantarelli (s.f.) 
que plantean dos modalidades de la subjetividad estatal: un modo responsable 
de habitar el Estado en contraposición a lo que denominan “subjetividad 
demandante”. Definen la “subjetividad responsable” para habitar el Estado 
como una modalidad política de construcción subjetiva que implica desarrollar 
capacidades para la historización, construcción, articulación, imaginación y 
construcción de sentidos específicos para nociones tales como proyecto, norma, 
compañeros, compañeras y tarea. Estas operaciones favorecerían los procesos 
de autonomía y el reconocimiento de los trabajadores y las trabajadoras estatales 
de sus responsabilidades y del sentido de estas. La responsabilidad estatal se 
sustenta, así, en una “decisión de cuidar lo común” (Abad, S y Cantarelli, s.f., p. 
113). Intentaremos aportar al análisis de la subjetividad de quienes asumen la 
representación de los trabajadores hospitalarios y las trabajadoras hospitalarias 
en los espacios mixtos más adelante.

Según Père Boix y Laurent Voguel (2003), las experiencias de participación 
presentan elementos en común que han ido configurando la “cultura sindi-
cal” en salud laboral: la prevención como objetivo prioritario, la participación 
como instrumento indispensable, la autonomía sindical como condición ne-
cesaria, la integración de conocimientos como metodología y la mejora de las 
condiciones de trabajo como finalidad. Los trabajos de estos autores han te-
nido fuerte influencia a nivel nacional tanto a nivel académico como entre las 
organizaciones gremiales. 

Jairo Ernesto Luna García (2002) analiza la participación en espacios mixtos 
en su país. Identifica como obstáculo la hegemonía de un paradigma ingenieril 
y medicalizado. En nuestro caso, la hegemonía del saber técnico-profesional 
en los hospitales se justifica en la complejidad que caracteriza a estas institu-
ciones de salud en las que la tecnología y el saber hiperespecializado propio 
del avance científico-tecnológico juegan un rol predominante en el proceso 
de atención. Sin embargo, los vínculos entre personas son un factor que de-
termina la calidad de atención percibida por los usuarios y las usuarias. Los 
trabajadores y las trabajadoras tanto por su trato directo con los usuarios y las 
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usuarias como por su rol en cuanto a asegurar el funcionamiento de las áreas 
administrativas y el mantenimiento de las estructuras y equipamientos poseen 
un saber propio. Esta tensión por el reconocimiento de primacías de saber 
merece ser parte de nuestras reflexiones. 

Una de las conclusiones de Luna García es la relevancia de la influencia de 
personas comprometidas con la temática para asegurar la continuidad de los 
espacios mixtos a nivel local: 

La sostenibilidad de las prácticas participativas en Salud Laboral es 
limitada, dependiendo más de personas destacadas, comprometidas 
con esta problemática que de la existencia de una capa de activistas y 
dirigentes, dotados de políticas y planes claros, que jueguen un papel 
de grupo de presión más claro para el fortalecimiento de la política 
pública como política de Estado (Luna García, 2002, p. 84).

Aportes para la evaluación de la política pública

Se recuperan aquí los resultados y las conclusiones de la investigación pu-
blicada por el Programa de Educación Permanente en Salud y Trabajo a fines 
del 2012 sobre el funcionamiento de los comités mixtos hospitalarios (Horrac, 
García y Occhi, 2012). Esta investigación sistematiza datos de una muestra de 
59 comités, en proceso de constitución, en funcionamiento o que habían in-
terrumpido su funcionamiento. Los datos se obtuvieron de fuentes primarias 
–encuesta estandarizada respondida por 36 comités, entrevistas individuales 
semiestructuradas a miembros de 12 comités (5 directores de hospital, 3 jefes 
de áreas o servicios, 4 delegados gremiales), la observación directa de reunio-
nes de 4 comités y de talleres en los que participaron miembros de 42 comités- 
y secundarias –documentos elaborados por miembros de 50 comités durante 
jornadas de capacitación entre junio y julio 2012–. 
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En cuanto a la constitución y el encuadre de funcionamiento de los comi-
tés, se afirma la importancia de la designación formal de todos los miembros 
a través de una disposición firmada por la máxima autoridad hospitalaria 
como un modo de reconocimiento de la legitimidad de dicho espacio y rea-
seguro que habilita la participación institucional del comité. La periodicidad 
de las reuniones aparece como un factor clave: la experiencia demostraba que 
los encuentros semanales favorecen la consolidación del grupo y el estable-
cimiento de una dinámica de trabajo efectiva. Así mismo, la duración de las 
reuniones debiera ser de más de una hora, según los encuestados. El tiempo 
disponible por fuera de las reuniones para las tareas a cargo de los miembros 
del comité resulta para sus miembros un requisito para asegurar el cumpli-
miento de las acciones consensuadas y el seguimiento de sus recomendacio-
nes. La disponibilidad de un espacio de reunión asegurado por la Dirección 
es reconocida como un factor de apoyo a la concreción de las reuniones. 

La asistencia de todos los miembros designados resulta un requisito para 
asegurar un abordaje adecuado y efectivo de las complejas temáticas que 
abordan los comités. No lograr el quórum –requisito– constituye una ame-
naza para la continuidad del funcionamiento de los comités. Esta situación 
ha generado una práctica no prevista en la normativa, que es la realización de 
reuniones sin quórum entre los miembros que asisten a las reuniones, mayo-
ritariamente delegados y delegadas gremiales que aseguran así la continuidad 
a las tareas. Las actas en tanto documento escrito que atestigua la realización 
de reuniones –con quórum– son el testimonio del funcionamiento y vida del 
espacio mixto. Su rol como elementos que aportan a la construcción de me-
moria e historicidad del comité, que permite el ordenamiento y la continui-
dad de los temas abordados. Su análisis permite la identificación de los posi-
cionamientos de cada miembro, el proceso de construcción del consenso, y el 
seguimiento de las gestiones iniciadas. Su difusión al conjunto de los traba-
jadores y las trabajadoras es considerada necesaria para asegurar la transpa-
rencia. El estudio realizado permite confirmar la importancia del desempeño 
de quienes ejercen la presidencia y la secretaría en cada comité: influyen en 
la dinámica de funcionamiento, en el modo de encarar los debates y en la 
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construcción de consenso. Quienes asumen un rol activo en la coordinación 
de las reuniones hacen circular la palabra entre los miembros construyen un 
liderazgo de carácter democrático que favorece la participación grupal en la 
toma de decisiones. La tarea del secretario –convocar a reuniones, difundir el 
orden del día y tomar notas o grabar para la posterior elaboración de actas– 
es clave para asegurar la información y la participación de los miembros, así 
como el archivo de la documentación del comité. 

Por otra parte, se estima que la mera conformación del espacio mixto no 
asegura la efectiva participación y el intercambio de las distintas miradas y 
que el compromiso de los miembros se evidencia en: asistencia a las reunio-
nes, la participación activa con actitud de diálogo, la superación de la queja 
como forma de denuncia de problemas, y su reemplazo por intervenciones 
focalizadas y pertinentes de modo de cooperar en la formulación de proble-
mas y búsquedas de consensos. La demanda oportuna y la puesta en común 
de la información disponible aparecen como un requisito para el avance del 
diálogo constructivo en el espacio mixto. La comunicación y el intercambio 
de información por fuera de las reuniones entre los miembros del comité son 
consideradas imprescindibles por algunos entrevistados y algunas entrevis-
tadas; consideran el apoyo externo como una necesidad en el proceso de ma-
duración grupal y orientación a la tarea. La capacitación es un factor que los 
delegados y las delegadas miembros de los comités reconocen como decisiva 
para su desempeño. En cuanto a la participación de los comités en la gestión 
hospitalaria en aquellas cuestiones vinculadas a la salud y seguridad, los co-
mités no elaboraron un plan de trabajo. Los entrevistados y las entrevistadas 
en forma unánime reconocen la importancia de formular un plan de traba-
jo anual con definición de prioridades, el diagnóstico de la situación inicial 
sobre la que se interviene, la definición de acciones, responsables, plazos de 
tiempo, y la evaluación una vez implementadas. Sin embargo, informan que 
las demandas de intervención urgente y la complejidad de las gestiones a rea-
lizar para dar curso a las recomendaciones o propuestas de acción del comité 
dificultan su realización. Si bien los comités cuentan con un procedimiento 
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para la identificación de peligros, evaluación de riesgos y elaboración de un 
plan de acción, su implementación resulta una alta exigencia para la mayo-
ría de los espacios mixtos; muchos no disponen de miembros capacitados y 
quienes participan no pueden disponer de tiempo por fuera de las reuniones 
para realizar estudios sistemáticos de las condiciones de trabajo en los diver-
sos sectores hospitalarios. 

El reconocimiento y la aceptación del rol de los comités por parte de las 
direcciones hospitalarias no se limitan a la elaboración de la disposición de 
conformación, sino también en la designación de representantes estatales de 
los diversos servicios. Además, el equipo de Dirección debe designar a uno de 
sus miembros y asegurar su asistencia. La presencia en las reuniones de una 
persona que ocupa la Dirección fue reconocida por los entrevistados y las en-
trevistadas como un facilitador para la implementación de las recomendacio-
nes del comité, en particular para la disminución de tiempos, pues el debate 
y el consenso con la máxima autoridad presente daba mayor legitimidad a 
los acuerdos y favorecía el involucramiento de los jefes y las jefas de sectores 
responsables de la implementación de mejoras. En las entrevistas realizadas, 
se resalta la importancia de que los directores y las directoras compartan 
información para el análisis de problemas y formulación de propuestas de 
mejora consensuadas. También se evidencia la permanente reflexión en los 
espacios mixtos sobre los alcances de sus intervenciones: diferenciar su fun-
ción (recomendar) de las responsabilidades de ejecución a cargo de las máxi-
mas autoridades hospitalarias. El estudio informa que los comités encaran 
acciones basadas en la iniciativa y compromiso de sus miembros en articula-
ción con otros actores hospitalarios, utilizando para ello los recursos propios 
de la institución, en algunos casos con escasa intervención de las autoridades 
hospitalarias y con base en las iniciativas de delegados, delegadas o personal 
de diversos servicios hospitalarios. El escaso reconocimiento de su actuación 
y logros por parte del conjunto de los trabajadores y las trabajadoras resul-
taba preocupante para la mayoría de los entrevistados y las entrevistadas. 
Argumentan que todos los esfuerzos realizados para comunicar sus acciones 
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–desde carteleras hasta blogs informativos– no logran los resultados espe-
rados. Esta situación incrementa la desconfianza de muchos trabajadores y 
muchas trabajadoras sobre su efectividad. De acuerdo con la experiencia de 
los consultados y las consultadas, el modo más efectivo de comunicación con 
el conjunto de los trabajadores hospitalarios y las trabajadoras hospitalarias 
es visitar los lugares de trabajo y charlar con quienes estén presentes, mostrar 
y comentar la normativa vigente, los mapas de riesgos elaborados, informar 
los días y horarios de reunión, los logros alcanzados por el comité. Estas re-
corridas son reconocidas por los delegados y las delegadas gremiales como 
un modo de fortalecer su rol. 

A modo de síntesis, podemos recuperar de esta investigación algunas con-
clusiones generales: el conjunto de los miembros y las miembros de estos 
espacios reconoce el espacio como una posibilidad de intercambio y diálogo 
y un proceso de aprendizaje individual y colectivo. Plantean y se interesan 
por una formación continua que les permita comprender y actuar eficaz-
mente sobre la realidad a transformar; consideran al saber especializado téc-
nico-profesional como un aporte necesario para los comités mixtos debido 
la complejidad de las instituciones hospitalarias. Estiman que para poder 
formular propuestas fundadas se requiere contar con información adecua-
da y valoran los diversos puntos de mira de los problemas analizados. La 
exigencia del trabajo hospitalario no favorece la asistencia a las reuniones y 
esto es reconocido como una debilidad. Las características del trabajo hos-
pitalario se imprimen en el funcionamiento de los comités: fuerte demanda 
de intervención en urgencia, por lo cual planificar, realizar el seguimiento de 
las acciones y evaluar resultados resulta una exigencia difícil de asumir. Sin 
embargo, reconocen que seguimiento y evaluación de las acciones encaradas 
son fundamentales para consolidar el comité. Así también, perciben que co-
municar y mostrar resultados es clave para lograr el necesario reconocimien-
to del conjunto de los trabajadores.
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Reflexiones finales 

La política pública construida en el período histórico 2008-2015 –que Cao 
identifica los gobiernos de ideología nacional y popular– se estructura sobre 
una alianza con las organizaciones de empleados públicos para asegurar go-
bernabilidad y gobernanza, característica propia de estos gobiernos. La parti-
cipación así entendida habilita cierta democratización del Estado –en térmi-
nos de Pagani–, pues el accionar del Estado es puesto en debate con quienes 
representan a los trabajadores y las trabajadoras estatales.

El cambio de gobierno que tuvo lugar en 2015 descarta esta alianza en los 
términos y alcances en los que se planteó en el período anterior. Por lo cual, si 
bien el discurso plantea la importancia del diálogo, en la práctica lo desestima 
desconociendo en su accionar el derecho a la participación y la defensa de la 
salud del personal hospitalario. Entre 2016 y 2018 no se generaron ni a nivel 
central ni a nivel local por parte de las autoridades estatales iniciativas de cons-
tituir espacios de entendimiento que permitan rescatar la memoria institucio-
nal y recuperar los saberes institucionales y gremiales sobre salud y seguridad 
en el trabajo. 

Cabe indicar, como reflexión sobre el cumplimiento de las responsabilida-
des estatales, que la Argentina ha firmado el convenio 155 de la OIT en el 
que se establecen las funciones de los delegads y las delegadas de prevención 
y de los comités y que ha formulado sus propias directrices nacionales para 
los sistemas de gestión en salud y seguridad en las que se reconoce que es el 
empleador quien debe viabilizar la creación y la sostenibilidad de los comités, 
así como su involucramiento en la planificación de las acciones de capacita-
ción, en la elaboración de diagnósticos y formulación de planes y programas 
de trabajo, ante cambios en los procedimientos de trabajo, en la investigación 
de accidentes, incidentes, enfermedades y dolencias. El no cumplimiento de 
estas obligaciones implica el incumplimiento de los acuerdos internacionales 
ratificados por el país. 
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En el caso de la provincia de Buenos Aires, los establecimientos depen-
dientes de la Administración Pública provincial se distribuyen en todo el te-
rritorio provincial, con medio millón de trabajadores y trabajadoras de muy 
diversos perfiles y puestos, que se desempeñan en condiciones disímiles. El 
régimen del Autoseguro presenta serias dificultades de gerenciamiento, pues 
exige centralización de datos y decisiones con programas transversales a toda 
la Administración Pública. Los recursos insuficientes y la escasez de personal 
competente en la temática a nivel de las jurisdicciones y a nivel local dificultan 
la implementación de acciones preventivas de carácter centralizado. La hete-
rogeneidad de características de las diversas jurisdicciones y las diferencias 
de recursos requiere contar con equipos capacitados para hacer frente a ese 
desafío en cada jurisdicción. 

En este contexto, la legislación provincial vigente desde 2010 reconoce la 
dinámica participativa como necesaria para la mejora del desempeño de las 
instituciones estatales y genera espacios para la deliberación a lo largo de todo 
el ciclo de las políticas públicas en cuanto a salud y seguridad en el empleo 
público provincial. Las funciones atribuidas a los comités mixtos habilitan su 
participación para la elaboración de diagnósticos, la definición de planes de 
acción y el seguimiento, el impulso y evaluación de capacitaciones en temas de 
salud y seguridad, la investigación de accidentes, el análisis de datos estadísti-
cos con relación a accidentes y enfermedades de los trabajadores, el acompa-
ñamiento de inspecciones externas y la realización de visitas a los lugares de 
trabajo para realizar identificación de peligros y evaluación de riesgos. 

El carácter multiactorial, intersectorial e interdisciplinario de los comités 
mixtos facilita las innovaciones. La articulación de actores y saberes permite 
aprovechar oportunidades de acuerdo con una lectura consensuada del esce-
nario institucional, proceso que favorece el fortalecimiento institucional. 

Las organizaciones gremiales que participaron activamente en el proceso 
anterior al cambio de gestión en 2016 reconocen el conflicto que implica la 
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defensa de la salud de los trabajadores y las trabajadoras estatales y también va-
loran la construcción de consensos plasmados en la Ley N° 14226 y su decreto 
reglamentario. Lo asumen en su accionar político: mantienen el reclamo de 
la constitución y funcionamiento regular de los espacios mixtos tanto a nivel 
provincial, (CoMiSaSEP) como en cada jurisdicción (CJM) y de los comités 
mixtos en los hospitales provinciales; expresan su interés en la temática en sus 
publicaciones; realizan acciones: implementan cursos de formación en salud 
y seguridad en el trabajo para sus delegados, delegadas, afiliados y afiliadas. 

La práctica de los delegados y las delegadas gremiales que han participado 
en los comités mixtos, más allá de su pertenencia a diferentes organizaciones 
tiene rasgos distintivos. Asumen la representación de los trabajadores y las tra-
bajadoras como ejercicio de un derecho que reconocen y valoran: poder hacer 
oír su voz en el espacio mixto. Su rol se diferencia de la demanda es propositi-
vo; se estructura alrededor del interés por la defensa de sus compañeros y com-
pañeras y la decisión de no antagonizar con los demás delegados y las demás 
delegadas, en las expectativas de logros por la acción conjunta en el comité, 
a pesar de la conciencia de las limitaciones del espacio mixto, cuya continui-
dad defienden. Valoran el intercambio con el personal directivo y las jefaturas 
como una fortaleza del espacio mixto y consideran posible el trabajo conjunto 
con base en intereses comunes: sostener el funcionamiento del hospital. 

La implementación de espacios de participación en los hospitales públicos 
–cuya función hacia la satisfacción externa direccionaliza las prácticas y deses-
tima la atención de la situación de sus trabajadores y trabajadoras– constituye 
una innovación que exige desarrollar habilidades de diálogo para el conjunto 
de los involucrados con base en el reconocimiento de los derechos a la parti-
cipación y a la salud de los trabajadores y las trabajadoras. Es un proceso que 
requiere de una planificación estratégica y de esfuerzos articulados, pues im-
plica un cambio cultural. Este proceso ha sido discontinuado por el cambio de 
orientación de la política estatal.
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Los hospitales públicos han vivido y sobrevivido a sucesivas crisis y soste-
nido la atención en salud de la población que acude a ellos masivamente en 
períodos de empobrecimiento, como el actual. Este esfuerzo institucional ha 
sido sostenido en gran parte por su personal que padece las consecuencias de 
las exigencias laborales crecientes en condiciones que, probablemente hayan 
empeorado desde 2015, cuando el Ejecutivo Provincial reconoció el desgaste 
laboral del personal hospitalario. 

El derecho a la salud y a la participación de los trabajadores hospitalarios y 
las trabajadoras hospitalarias estuvieron en juego. Recuperar la memoria del 
conjunto de actores involucrados a lo largo del ciclo de esta política pública 
ministerial –tanto a nivel central como en cada uno de los hospitales provin-
ciales– y volver a impulsar acciones estatales en pos de la participación en 
consenso con las organizaciones gremiales del sector salud es el desafío que 
deberá asumir en un próximo ciclo la gestión ministerial desde un gobierno 
nacional y popular. 
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Introducción

La importancia de la comunicación en las políticas de salud es una cuestión 
que difícilmente hoy en día se ponga en discusión. Distintos documentos de 
la Organización Mundial de la Salud (OMS), así como de otros organismos 
internacionales, hace tiempo que insisten en este sentido: la Carta de Ottawa 
(1986), la XXIII Conferencia Sanitaria Panamericana (1990), la Declaración 
de Yakarta (1997) son algunas referencias obligadas cuando se habla de la 

1	  Este artículo fue escrito durante el año 2019 antes del cambio de gobierno ocurrido en 
diciembre de ese año.
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necesidad de incorporar la dimensión comunicacional al diseño y la imple-
mentación de políticas sanitarias que promuevan la salud, y de ampliar el ac-
ceso a la información a toda la población. 

A su vez, en los ámbitos vinculados a la salud, tanto a nivel de gestores como 
de todos los actores que intervienen, es recurrente la mención a “problemas de 
comunicación” o a la necesidad de “mejorar la comunicación”, con el riesgo a 
veces de desdibujar o invisibilizar otro tipo de problemas reduciéndolo todo a 
este aspecto. 

Si bien no todos los problemas son de comunicación en la gestión sanitaria, 
casi la totalidad de los problemas repercuten o generan algún problema de co-
municación, que impacta a su vez en la implementación de las políticas de salud. 

De allí que en este artículo presentaremos una revisión crítica de la biblio-
grafía en torno a esta temática para identificar qué se entiende por comuni-
cación en el campo de las políticas sanitarias, qué acciones se perciben como 
prioritarias, y a partir de la propia experiencia en este campo, qué propuestas 
pueden surgir para reorientar la dimensión comunicacional más allá de su 
aspecto “informacional” o vinculado a lo tecnológico, hacia una concepción 
estratégica e indispensable para la gestión.

El presente artículo tiene como uno de sus objetivos despertar el interés en 
torno a la reflexión sobre el lugar de la comunicación social en las políticas 
de salud, desde una mirada crítica que permita trascender las concepciones 
clásicas, y en relación con la experiencia práctica en el campo. Esta reflexión a 
su vez es indispensable para quienes analizan, diseñan, evalúan, implementan, 
políticas de salud, por lo que otro objetivo es incorporar esta perspectiva en 
el ámbito de la gestión en salud. Son pocos los decisores en este campo que 
incluye una mirada comunicacional, y mucho menos quienes tienen una con-
cepción de la comunicación que trascienda la relación con los medios o la sola 
transmisión de información. 
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Hoy en día el ámbito político ha puesto los ojos en la centralidad e impor-
tancia de la comunicación para la construcción de subjetividades, conscientes 
de la capacidad de los medios masivos, pero sobre todo de las redes sociales, 
para reforzar y sostener las percepciones de las personas acerca de los fenóme-
nos que nos rodean y construir opiniones o valoraciones. Desde el campo de 
la salud, se ha sobreinterpretado esta capacidad, a partir de una lectura más 
conductista o efectista de la comunicación, sobre todo en el campo de la pro-
moción y la prevención en salud. 

Quienes nos hemos desempeñado en el ámbito público vinculado a salud 
hemos tenido que hacer frente a esta tensión y enfrentar el desafío de tener 
una concepción crítica de la comunicación y dar respuesta a una interpelación 
efectista, instrumental, fundamentalmente basada en la idea de que para lo-
grar un cambio de conducta basta con un buen mensaje, en un lindo formato, 
y con un diseño adecuado. En tiempos predigitales hemos sido considerados 
los “imprenteros” y las “imprenteras” a cargo de folletos, afiches y cuanta pro-
ducción gráfica fuera necesaria para llevar a cabo campañas o estrategias de 
comunicación en salud. En muchos casos, se nos ha considerado como los 
“prenseros” y las “prenseras”, quienes se encargan de la redacción de gacetillas, 
los recortes periodísticos y los relevamientos de noticias por medios digitales.

No renegamos de estas acciones, pero no creemos que sean las únicas, ni 
las más efectivas, ni las más estratégicas. De allí que este artículo apunta a que 
los gestores incorporen la dimensión comunicacional desde una mirada más 
abarcadora y que busque dar cuenta de la complejidad de las tramas en las cua-
les se dan los procesos de salud-enfermedad. También se trata de interpelar a 
quienes se desempeñan como comunicadores, para generar más preguntas que 
respuestas, más dudas que certezas, para problematizar nuestras propias prác-
ticas y ubicarlas en contextos político-institucionales complejos y cambiantes.
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Cruce de paradigmas: salud y comunicación

En los últimos años hemos presenciado un importante desarrollo del campo 
denominado “comunicación y salud” tanto en ámbitos académicos como en 
el campo de las políticas públicas de salud. Desde la comunicación, se va in-
corporando el ámbito de la salud como un espacio para la intervención y para 
la investigación, y desde la salud, se consolida la idea de la centralidad de la 
dimensión comunicacional para comprender las prácticas de salud a nivel in-
dividual y colectivo, para llevar a cabo estrategias de promoción y prevención, 
para pensar las organizaciones y servicios de salud, para la implementación de 
políticas de salud, entre otros aspectos.

Pero también el campo de la salud ha estado sujeto a distintas concepciones 
y posturas, y aún lo sigue estando, a distintos paradigmas o modelos que han 
ido transformándose a lo largo del tiempo. El propio concepto de salud ha sido 
construido social, cultural e históricamente, y ha ido adquiriendo distintas sig-
nificaciones según los grupos sociales y contextos de utilización. Para pensar 
cómo ha ido incorporándose la necesidad de trabajar desde la comunicación 
en el campo de la salud pública, podríamos ubicarnos en esta idea de paradig-
mas y concepciones en pugna, y partir del paradigma que ha sido hegemónico, 
y aún lo es en cierto sentido, el modelo biomédico, para analizar cómo las 
distintas críticas y concepciones contrahegemónicas han ido dando paso a la 
consideración de la comunicación.

El modelo biomédico se constituyó bajo el amparo del positivismo durante 
el siglo XIX, con el concepto de salud en tanto una cuestión individual, bioló-
gica, con una mirada hacia las personas a partir de una fuerte separación de 
mente y cuerpo, como ausencia de enfermedad, entendida la enfermedad fun-
damentalmente como de origen infeccioso, como resultado de una única cau-
sa. Sin embargo, durante el siglo XX, distintos descubrimientos científicos, la 
aparición de nuevas enfermedades, como así también la discusión más política 
en torno a la salud pública, fueron dando paso a nuevos modelos o paradigmas 
desde los cuales pensar la salud.
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Un momento de quiebre en este sentido surgió a partir del Informe Lalonde, 
en la década de 1970, el que puso de relieve el concepto de “campo de la sa-
lud”. Marc Lalonde era un abogado que estaba a cargo del Ministerio de Salud 
Pública de Canadá. En 1974 encargó un estudio a un grupo de epidemiólogos 
para que investigaran las grandes causas de muerte y enfermedad de los cana-
dienses. El estudio conocido como Informe Lalonde, denominado oficialmen-
te como New Perspectives on the Health of Canadians, es considerado un hito 
en el campo de la Salud Pública. 

En la década de 1970 en Canadá, luego de la expansión de los servicios de 
salud, comenzó un período de consolidación de la atención en salud, marcado 
por el contexto general de los países desarrollados en cuanto a la disminución 
significativa de la mortalidad, en gran medida debido a mejoras en el nivel de 
vida de la población. Comenzaron a surgir nuevos enfoques de promoción de 
la salud con gran impacto tanto en territorio canadiense como fuera del país. 
Problemas como las enfermedades crónicas, los accidentes automovilísticos, la 
contaminación, el consumo de tabaco hicieron que la atención se enfocara en 
cómo modificar esas conductas, por medio de la prevención y la promoción 
de la salud, para lo cual se tomaban como modelo algunas de las estrategias del 
marketing para el armado y transmisión de los mensajes.

Esta preocupación estaba unida al alto costo de la asistencia médica en los 
servicios de salud, cuya proyección daba cifras altísimas, lo cual dio lugar a 
estudios sobre cómo organizar la atención de la salud de manera más eficiente, 
en términos económicos. En los primeros años de la década de 1970 se pro-
puso llevar adelante, en Quebec, un sistema de centros locales de servicios 
comunitarios, con énfasis en salud comunitaria, pero el sector médico rechazó 
esta iniciativa y no pudo extenderse en todas las provincias canadienses. 

En este contexto, Lalonde introdujo el concepto de campo de la salud como 
un modelo de análisis que permitió comprender cómo es que la salud de una 
población depende de un conjunto de componentes, y que la biología y la 
atención médica no alcanzan para comprenderla. Es necesario trascender el 
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modelo biomédico para poder establecer las causas por las cuales las personas 
se enferman, y es por esto que los componentes del campo de la salud que 
identificó fueron: la biología humana, el medio ambiente, el estilo de vida y 
la organización de la atención de la salud. Estos componentes fueron puestos 
en un mismo plano, lo cual constituyó un cambio importante con respecto al 
modelo biomédico, considerado una bisagra entre el predominio de la mirada 
biomédica, biologicista, centrada en la atención, y las perspectivas que pusie-
ron en juego la idea de los determinantes de la salud, y que fueron compleji-
zándose cada vez más. El informe generó polémica en la medida en que señaló 
que el sistema sanitario por sí solo no podía garantizar la salud de la población, 
siendo incongruente que, a pesar de eso, se destinara gran parte del presu-
puesto a los servicios de salud y no a acciones destinadas a la modificación de 
estilos de vida, o a acciones destinadas a la protección del medio ambiente. A 
partir de este enfoque, que si bien no fue el único tuvo una gran repercusión, 
comenzó a pensarse fuertemente en la necesidad de realizar promoción de la 
salud, aunque desde un lugar vinculado a la responsabilidad individual, dejan-
do de lado los contextos políticos, económicos y sociales que determinan los 
comportamientos humanos.

Promoción de la salud y comunicación social

Si bien este campo comenzó a desarrollarse a partir de 1980, es decir, unos 
años después de la publicación del Informe Lalonde, estuvo muy emparentado 
con el enfoque de “promoción de la salud” al que dicho informe dio lugar. La 
Declaración de Alma Ata en 1976 recogió dos grandes objetivos del informe, 
la prevención y la promoción, estableciendo que la clave para desarrollar es-
tos objetivos es la “atención primaria integral”, es decir, la prestación a toda 
la población de un conjunto de servicios indispensables para su salud, con la 
participación de la comunidad y la vinculación intersectorial.

En 1986, nuevamente en Canadá, en la ciudad de Ottawa, se reunió la Pri-
mera Conferencia Mundial sobre Promoción de la Salud, patrocinada por la 
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OMS y con la participación de 112 delegados de 38 países, y como resultado 
surgió la Carta de Ottawa, donde la promoción de la salud consistió en pro-
porcionar los medios necesarios a los pueblos para mejorar su salud y ejercer 
un mayor control sobre la misma. 

Para esto, se proponían diversas estrategias, tales como creación de una 
política pública saludable, creación de entornos que apoyen la salud, fortale-
cimiento de la acción comunitaria, desarrollo de habilidades personales, reo-
rientación de los servicios sanitarios hacia la promoción de la salud, además 
de la prestación de servicios asistenciales, y en cada una de estas estrategias 
podemos incorporar la dimensión comunicacional.

Esta ampliación de la mirada, gracias a lo señalado en el Informe Lalonde y 
profundizada en la Carta de Ottawa, se suponía que permitiría a los gobiernos 
saber hacia dónde dirigir sus políticas y programas de salud con el objetivo 
de generar las condiciones para que los ciudadanos adoptaran una conducta 
saludable. Sin embargo, a pesar de la claridad del diagnóstico, era evidente que 
no se lograban los resultados esperados. Fue allí donde se abrió la puerta al 
trabajo interdisciplinario, al diálogo de los profesionales de la salud con otras 
disciplinas con desarrollo en el campo de lo social y lo individual, y en un 
principio, la comunicación fue incorporada con una perspectiva fuertemente 
instrumental: si los medios de comunicación tenían tanto éxito para imponer 
que los individuos compraran determinado producto o votaran por cierto can-
didato, entonces debían utilizarse las técnicas de la propaganda y los medios de 
comunicación para generar el mismo resultado en el campo de los comporta-
mientos humanos, para que fueran en línea con lo considerado “saludable” o 
esperado para mantener la salud. 

A partir de la década de 1980 se fue instalando la comunicación como un 
componente más de los sistemas de salud y como parte indispensable de las 
acciones de prevención y promoción de la salud. Para la OMS (1998), la co-
municación es una estrategia clave destinada a informar a la población sobre 
aspectos concernientes a la salud y a mantener los temas importantes en la 
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agenda pública. Poco a poco se la fue incorporando en los planes y programas 
de salud, ya sea a partir del uso de los medios tecnológicos como a través de 
estrategias no tecnológicas, para distintos propósitos y en diferentes formas. 
Fundamentalmente se propició la búsqueda de mensajes que tuvieran impac-
to en la población para dejar conductas tales como fumar o tomar alcohol, 
así como para adoptar otras como comer en forma saludable, practicar ejer-
cicios, etc. Hay autores que designan este tipo de comunicación orientado al 
cambio de conductas como Health Communication, por su mayor éxito en los 
Estados Unidos, con una orientación fuertemente hacia los efectos. Existen 
diversas definiciones de Health Communication que van en línea con lo ma-
nifestado anteriormente. Según la OPS, “es un proceso de presentar y evaluar 
información educativa persuasiva, interesante y atractiva que dé por resulta-
do comportamientos individuales y sociales sanos” (citada en Coe, 1998, p. 
220). Otros estudios también resaltan la idea de que el uso de tecnologías de 
comunicación puede influenciar positivamente las decisiones individuales y 
colectivas que afectan la salud. Al hablar de “cambio de conducta” se refieren 
a acciones muy distintas tales como el incremento del uso de los servicios de 
salud, la aceptación y el seguimiento de tratamientos o la participación social 
en programas de detección precoz; también se refieren a modificar la forma en 
la que las personas viven su vida cotidiana, particularmente al integrar el con-
cepto de estilos de vida saludable, como se planteaba en el Informe Lalonde. 
Dan cuenta de estas distintas perspectivas para el abordaje de la relación entre 
comunicación y salud trabajos como los de Cuberli (2008); Casas, Cuberli y 
Demonte (2004), entre muchos otros. 

Al estar los estilos de vida por fuera del control de los servicios sanitarios, ya 
que dependen de decisiones individuales, la comunicación en salud apareció 
con fuerza como la posibilidad de “influir” de algún modo en esas decisiones. 
Esta idea tuvo un fuerte respaldo de instituciones como el BM, la OPS, la OMS, 
aunque en América Latina, ya en 1921 en México y en 1923 en Brasil habían 
surgido estructuras institucionales vinculadas a la idea de educación y propa-
ganda (Araújo y Cuberli, 2015).
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Distintos documentos de la OMS, así como de otros organismos interna-
cionales, han sido claves en la incorporación de la dimensión comunicacional 
al diseño y la implementación de políticas de salud: las ya mencionadas Carta 
de Ottawa (1986), la XXIII Conferencia Sanitaria Panamericana (1990) y la 
Declaración de Yakarta (1997) son hitos fundamentales en este sentido. 

Podríamos decir entonces que el interés y la necesidad de incluir la comu-
nicación en las políticas de salud estuvieron en su origen en vinculación con 
un modelo fuertemente orientado al diseño de estrategias para el cambio de 
conducta o para la adquisición de hábitos saludables en la población. Con la 
aparición de perspectivas como la de salud colectiva, así como la profundiza-
ción de la discusión en torno a la atención primaria de la salud, fueron dando 
paso a enfoques más complejos y con una fuerte mirada sobre los procesos 
colectivos y la participación social. 

Comunicación y políticas de salud

Cuando hablamos de comunicación, una multiplicidad de sentidos y sabe-
res se hacen presentes tanto en ámbitos académicos como institucionales. En 
los últimos años ha surgido con mucha fuerza la construcción del campo de 
comunicación y salud, teniendo como antecedente la producción en la década 
de 1990 en torno al campo por investigaciones como las generadas por Petrac-
ci, Quevedo y Vacchieri (1998) en nuestro país, quienes investigaron sobre las 
representaciones en torno al sida y al papel de los medios de comunicación en 
ellas, así como sobre los modelos político-comunicativos del sida y el cólera en 
la Argentina.

Dan cuenta de este tema en el contexto de los inicios de la década de 1990, 
donde la característica principal era el deterioro de las instituciones y las di-
ficultades económicas que atravesaba el país, y, a su vez, el fuerte predominio 
de los medios masivos de comunicación en la construcción de las represen-
taciones sociales de los ciudadanos. En el último tramo de la segunda década 
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del 2000, podríamos señalar bastante similitud con ese escenario, aunque con 
un mayor desarrollo del ámbito de las comunicaciones, con la extensión de 
internet y la telefonía celular, fenómenos que dieron lugar a esta omnipresen-
cia tecnológica, la característica más importante de la época actual. En aquel 
entonces, el autor y las autoras señalaban: 

Un terreno donde la comunicación puede tornarse en un aliado fun-
damental para la implementación de programas asistenciales es el de 
la salud, especialmente en una etapa en que la medicina está virando 
desde el concepto de curación al concepto de prevención. Pero los 
medios se convierten en un actor insoslayable cuando el objeto de 
los planes sanitarios son epidemias como el cólera y especialmente 
el Sida, cuya principal posibilidad de control consiste en la adopción 
de conductas preventivas. Las políticas de salud y el sistema de me-
dios se han cruzado –exceptuando algunos casos– de un modo errá-
tico, discontinuo y, muchas veces, contradictorio (Petracci, Quevedo 
y Vacchieri, 1998, p. 223).

Podríamos decir que veinte años después esta situación no ha cambiado 
demasiado. El papel de los medios ante hechos como la pandemia de gripe 
H1N1 en 2009, o más recientemente el brote de fiebre amarilla en Brasil en 
2017 y su repercusión en la Argentina, nos demuestran que esa relación entre 
políticas de salud y medios de comunicación sigue siendo errática… y con-
tradictoria. La agenda de los medios se impone con mucha más fuerza que la 
agenda del gobierno, multiplicada a su vez hoy en día por las redes sociales en 
todos sus formatos.

Para Petracci, Quevedo y Vacchieri (1998, p. 225), “el componente comu-
nicativo de una política social es un elemento fundamental para garantizar el 
acceso de la población a los bienes públicos”. En igual sentido, Araujo y Cuberli 
(2015, p. 56) señalan “las políticas se tornan públicas cuando contemplan in-
tereses públicos y cuando dejan de ser tan solo documentos, al circular y ser 
apropiadas por la población”. Es decir, no se trata de pensar en la comunica-
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ción como mera posibilidad de difusión o información publicitaria de una po-
lítica; la comunicación “debe ser siempre un componente interno de la política 
social, desde su gestación y diagnóstico hasta la evaluación de sus efectos, una 
vez llevada a cabo” (Petracci, Quevedo, Vacchieri, 1998, p. 232). Años después, 
seguimos pensando en esta tensión permanente entre la visión instrumental/
informacional y una visión relacional de la comunicación, la cual sigue siendo 
fuertemente tematizada, investigada y reflexionada en distintas publicaciones 
(Regis, 2007; Lois, 2013; Cuberli, 2008).

Si bien en el ámbito institucional es más frecuente la visión instrumental de 
la comunicación, en tanto uso de herramientas, generalmente tecnológicas, 
para la consecución de determinados fines, desde el espacio académico, una 
visión estratégica de la comunicación viene ganando terreno. 

Es en esta tensión en donde se van llevando a cabo distintas reflexiones 
a partir de investigaciones y análisis que tratan de incorporar miradas más 
innovadoras desde la perspectiva de la comunicación social, evitando caer en 
los reduccionismos e imposiciones de la era neoliberal en la cual la comuni-
cación ha pasado tener una omnipresencia tal que oculta e impide pensar en 
los problemas reales. Es muy común en ámbitos vinculados a la salud, tanto 
a nivel de gestores como de todos los actores que intervienen, la mención a 
“problemas de comunicación” o a la necesidad de “mejorar la comunicación”, 
cuando se trata de caracterizar dificultades vinculadas a cuestiones estruc-
turales, falta de recursos, salarios bajos, políticas inadecuadas, entre otras. 
Podríamos decir que, si bien no todos los problemas son de comunicación en 
la gestión sanitaria, casi la totalidad de los problemas repercuten o generan 
algún problema de comunicación, que impacta a su vez en la implementación 
de las políticas de salud. 

Tal es el caso de la perspectiva desarrollada por Massoni (2004, 2007a, 
2007b), quien considera la comunicación como un espacio de encuentro de las 
alteridades socioculturales y propone pensarla como un fenómeno situacional, 
fluido y complejo. Para Massoni, la dimensión comunicativa 
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implica, ante todo, una mirada que rebase la hegemonía de la emi-
sión para centrarse en el otro como otro y no como otro para (...). 
Reconocer que estos mundos de vida permanentemente interactúan 
y que al hacerlo construyen la dinámica social.

Por otra parte, cuando se habla de comunicación y políticas de salud, en 
general las temáticas giran en torno a campañas institucionales de promoción 
y prevención en salud, acciones comunicacionales para la difusión de progra-
mas o medidas en el área, a través de ministerios nacional y provincial de sa-
lud, el lugar de los medios masivos, etc.

Esto se ve reflejado en Petracci y Waisbord (2011), publicación en la cual la 
sección bajo el nombre de Políticas de salud y comunicación, ya que se da cuenta 
de esta mirada, que va desde la comunicación como una estrategia de promoción 
hasta la comunicación para impulsar la participación en programas de salud.

Revisar la propia experiencia

El lugar que la comunicación, encarnado en los comunicadores y las comu-
nicadoras, puede ocupar en las políticas de salud es amplio, y es necesario ubi-
carlo en la discusión sobre el aporte de la interdisciplina, la transdiciplina, y la 
interprofesionalidad en el campo de la salud. Mi primer acercamiento al tema 
fue a través de un reconocido médico pediatra, Marcos Cusminsky, quien en 
1986 había propuesto una guía para promotores comunitarios a la OPS que, 
según él mismo decía, estaba escrita en un lenguaje médico incomprensible 
y que debía ser traducido para que la gente lo entendiera. A su vez, generó la 
posibilidad de observar las consultas pediátricas realizadas en los consultorios 
del Hospital Noel Sbarra de la ciudad de La Plata, con el objetivo de identificar 
dificultades o posibilidades de mejora en la comunicación interpersonal entre 
pediatras y mujeres que llevaban a sus hijos e hijas a la consulta. Estos fueron 
los inicios en mi experiencia profesional que dieron lugar a considerar la ne-
cesidad de la mirada comunicacional en salud y la amplitud del campo, del 
cual en la formación académica de grado ni siquiera formaba parte de algún 
contenido de alguna materia en ese entonces.
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Luego vino la inserción en un equipo interdisciplinario para el área de educa-
ción en salud, a mediados de la década de 1980, en medio del contexto que men-
cionaba al principio del artículo en cuanto a la necesidad de poner en diálogo a 
la comunicación con la prevención y promoción de la salud, desde organismos 
internacionales como la OPS, a partir de comenzar a ampliar la mirada sobre el 
proceso de salud-enfermedad. Y para consolidar esa mirada, en 1988, fue funda-
mental la participación en el equipo de capacitación del Programa ATAMDOS, 
durante la gestión en el Ministerio de Salud de la provincia de Buenos Aires del 
Dr. Floreal Ferrara. La sigla daba cuenta del objetivo central del programa, la 
Atención Ambulatoria y Domiciliaria de la Salud, entendiendo la salud como 
“el estado óptimo de vitalidad física, mental y social que surge del accionar del 
hombre frente a los conflictos y a su solución” (citado en Ierace, 2017, p. 32). 

Desde ese ámbito fue posible comprender la transversalidad de la comuni-
cación, la cual formó parte de los contenidos de las capacitaciones a los equi-
pos de salud, con el objetivo fundamental de entenderla como la forma de 
relacionamiento al interior del equipo y en su relación con la comunidad, y por 
sobre todo como una estrategia central para la participación comunitaria. Un 
aspecto fuerte del programa era trabajar para que esa participación fuera real, 
fuera protagonismo, a través de consejos de salud y asambleas comunitarias, 
tomando decisiones en torno a las formas de resolver los problemas de salud 
del barrio y de cómo orientar la atención a través de los centros de salud donde 
funcionaba el programa. 

El ATAMDOS formaba parte de una concepción sanitaria más am-
plia, la de un Sistema Integral Progresivo de Atención de la Salud 
(SIAPROS) que, rescatando la concepción carrillista,2 proponía para 
la provincia una organización sanitaria que integrara los tres niveles 
de atención, en un intento de superación de la fragmentación e in-
equidad existentes (Ierace, 2017, p.45).

2	  Referida a Ramón Carrillo, el primer ministro de Salud que tuvo nuestro país, en 1946, 
durante el gobierno de Juan Domingo Perón.
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Luego vinieron otras experiencias como la participación en el Programa de 
Trabajadoras Vecinales, en 1990, bajo la órbita del Consejo Provincial de las Mu-
jeres, durante la gobernación de Eduardo Duhalde, que posteriormente se trans-
formó en el Plan Vida, y emprendimos la tarea de capacitar a las “manzaneras” en 
temáticas vinculadas al trabajo comunitario y la planificación local participativa, 
donde la comunicación constituía nuevamente un eje trasversal fundamental.

Pero la posibilidad de poner en práctica la formación específica en el campo 
de la comunicación surgió a partir de la coordinación del área en el Programa 
Materno Infantil y Nutrición (PROMIN), en el Ministerio de Salud de la pro-
vincia de Buenos Aires. El área de comunicación social constituía un “área de 
apoyo”, junto a capacitación y sistemas de información, siendo las áreas centra-
les las de salud, nutrición y desarrollo infantil. Con todos los aciertos y errores 
que pudimos cometer, lo cierto es que, para el PROMIN, el área de Comuni-
cación tenía una importancia tal que tenía presupuesto propio y participaba 
de las discusiones en torno a las áreas sustantivas del programa. Esta inserción 
daba cuenta de cómo pensar la comunicación no solo desde la perspectiva 
de la producción de mensajes, campañas preventivas, difusión de actividades, 
etc., sino también en la propia reflexión sobre el proceso de salud enfermedad. 

Como plantea Regis (2007, p. 65):

el comunicador es productor de procesos de reflexión y cambio so-
cial, conjuntamente con otros trabajadores de la salud. La comunica-
ción es pensada como un conjunto de saberes y conocimientos que 
pueden arrojar luz sobre el objeto salud enfermedad, conjuntamente 
con otras ciencias como la biología, el trabajo social, la enfermería, 
la economía, el derecho, etc.

En un relevamiento realizado en 2010 (y cuyos resultados pueden leerse en 
Bruno y otros, 2011) se encuestaron a 113 comunicadores y comunicadoras 
que formaban parte de diferentes áreas y programas del Ministerio de Salud 
de la Nación y los ministerios de salud provinciales, para indagar sobre nece-
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sidades, demandas y expectativas de asistencia técnica y capacitación de los co-
legas comunicadores del sector, trayectoria profesional y formación específica, 
condiciones de trabajo, nivel de conocimiento de la oferta formativa específica 
en su provincia, caracterización del sistema de medios provincial/municipal y 
del sector asociativo, entre otros. A partir de este relevamiento, se confeccio-
nó un mapa de capacidades, habilidades y condiciones de trabajo, sumamente 
interesante y enriquecedor para vincular lo que de algún modo venimos plan-
teando en este artículo: la relación entre las reflexiones teóricas y las prácticas 
concretas. Los investigadores señalan que un problema percibido como central 
es la dificultad para superar la concepción tradicional de la comunicación, se-
ñalada anteriormente, fuertemente informacional e instrumental, en cuanto al 
manejo de medios y de “cuidado de la imagen pública” de las autoridades sani-
tarias. A su vez, la fuerte mirada hacia los comunicadores y las comunicadoras 
como “traductores” del lenguaje médico, como planteaba con relación a mis 
comienzos en el campo, también fue percibida como un obstáculo para que se 
pueda dimensionar la potencia de la comunicación para además transformar 
la cultura organizacional, crear y recrear otros sentidos posibles y mejorar las 
interacciones con interlocutores, públicos de interés y ciudadanos.

Un planteo interesante que surge como resultado de este trabajo es la de-
finición del campo de acción de la comunicación en las políticas de salud en 
al menos tres dimensiones, conectadas entre sí: una dimensión política, que 
intervenga directamente en las políticas sanitarias; una dimensión organiza-
tiva, que conforme espacios de formación, encuentro y concertación intra e 
intersectorial, para activar “redes de mediación y de concertación”; y una di-
mensión sociocultural en la cual 

se ubican las acciones comunicativas que interpelan a la sociedad en 
general o a sus grupos específicos con el fin de comunicar la acción 
de gobierno, instalar y construir socialmente un tema o un nuevo 
enfoque sobre un tema, colaborar en la prevención de enfermedades 
y la promoción de la salud, y comprometer a actores sociales en una 
iniciativa de cambio (Bruno y otros, 2011, p. 78).
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Es decir, la comunicación es profundamente política, y se vincula con todos 
los procesos en los cuales las políticas de salud se diseñan, ejecutan y evalúan. 
“La comunicación es estratégica porque, si se construyen espacios de comuni-
cación y se posibilita el desarrollo de las competencias dialógicas de las per-
sonas y grupos, se generan más posibilidades de cogestión y autogestión para 
mejorar la salud” (Bruno y otros, 2011, p. 79).

Reflexiones finales

 Si bien no fue nuestra intención agotar el tema de la relación entre comuni-
cación y políticas de salud, hemos intentado rastrear algunas huellas del origen 
de dicha relación, así como relevar algunos trabajos y publicaciones que dan 
cuenta de ella en los últimos años en nuestro país. Gran parte de estos trabajos 
han sido llevados a cabo por investigadoras e investigadores con quienes veni-
mos intentando dar continuidad a la red de comunicación y salud en nuestro 
país, en la cual es nuestra intención discutir en torno a lo que hemos desarro-
llado en este artículo acerca de los modelos y perspectivas de la comunicación, 
que se cruzan con el abordaje de los procesos de salud enfermedad desde las 
políticas de salud.

Sabemos que es un campo complejo y que en el cruce de la reflexión teórica y 
la práctica concreta es en donde podremos encontrar algunas respuestas acerca 
de cómo intervenir desde la comunicación, cómo hacer visible la transversali-
dad de la dimensión comunicacional y cómo articular las prácticas esperadas 
con las que desde el campo venimos propugnando.

Necesitamos que los gestores del campo de la salud comprendan y aprehen-
dan esta perspectiva, a pesar de los espejitos de colores que los mercaderes de 
la comunicación intentan vender, con recetas rápidas e intervenciones pun-
tuales, que no dan respuesta a procesos más complejos y menos manejables. 
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Introducción

¿Cuáles son las principales políticas públicas que propician la igualdad entre 
géneros? ¿En qué marco sociopolítico se han promulgado? ¿Cuáles son los prin-
cipales condicionantes culturales que aún subsisten y dificultan su implemen-
tación? ¿Representan condiciones de posibilidad para la transformación social? 
Estos son algunos de los interrogantes que nos planteamos al momento de 
pensar la intervención del Estado para la garantía de los derechos y la mejora 
en las condiciones de vida de las personas en clave de género. La incidencia y 
el impacto de esta variable en la construcción de subjetividades, la conside-
ración de los cuerpos, el mundo de las relaciones y las determinaciones en el 
plano socioeconómico generan la necesidad de incorporarla en el análisis. Por 
un lado, la idea de identidad de género que recorre el imaginario social es una 
construcción que nos impacta personal e íntimamente, está enmarcada en un 
contexto social de férrea base patriarcal, es constitutiva de las relaciones in-
terpersonales e institucionales, y tiene una fuerte incidencia en lo económico, 
social y político. Por otra parte, nos encontramos en un momento histórico de 
gran presencia política e impacto social de los movimientos de mujeres y de 
otros colectivos como el de lesbianas, gays, travestis, transexuales, bisexuales, 
intersexuales y queer (LGTTBIQ). Estos son algunos de los factores que ten-
sionan las reflexiones acerca de las políticas estatales en torno a estos temas. 

¿Cómo pensamos el género? Existe en la actualidad un consenso extendido en 
considerar la variable género como una construcción cultural consolidada por la 
jerarquización sexual y materializada en los sistemas sociales y políticos. Los este-
reotipos de género varían según el contexto y el momento histórico, pero algunos 
temas son constantes, principalmente el encorsetamiento de las personas en pa-
rámetros que promueven inevitablemente discriminación. Ese proceso arbitrario 
genera episodios de violencia y muertes. Las distintas formas de habitar y pensar 
las relaciones entre los géneros en diferentes situaciones consolidan las mismas 
prácticas que se van reproduciendo en la vida social. La visibilización de tecnolo-
gías sociales que avalan esos procesos, en cuyo extremo se encuentran episodios 
de violencia social y de género, resultan claves para generar transformaciones. 
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Es evidente que la modificación de ciertos estatus a partir de leyes y otro 
tipo de políticas públicas no producen per se cambios en la realidad políti-
ca, sociocultural y económica. Las distintas políticas públicas y programas 
forman parte del establecimiento de garantías para estimular cambios efecti-
vos en comportamientos discriminatorios. Estas políticas promueven nuevas 
prácticas, pero en muchos casos los derechos otorgados quedan en el plano 
formal de los documentos.

En este artículo nos proponemos explorar algunos de los principales linea-
mientos en políticas públicas tendientes a modificar las desigualdades exis-
tentes por cuestiones de géneros en Argentina y Ecuador. Realizaremos un 
repaso por las leyes, los programas y los proyectos que se llevan adelante en 
el nivel nacional, para reflexionar acerca de los marcos que guiaron cada uno 
de los procesos. 

Perspectiva de género y políticas públicas

La categoría género es definida por la acción simbólica colectiva. Surge a 
partir de procesos de construcción de un orden social que establece las for-
mas del deber ser de cada persona en relación con su marca corporal. Joan 
Scott (citada en Lamas, 1996) define el género como un elemento constitu-
tivo de las relaciones significantes de poder entre las personas. Lo compo-
nen cuatro elementos principales: los símbolos y mitos culturales de múltiples 
representaciones; los conceptos normativos que interpretan esos símbolos a 
través de la religión; la educación, incluyendo el desarrollo de la ciencia y las 
instituciones y organizaciones sociales que la materializan; y, por último, el 
peso de la identidad, las biografías personales y colectivas de las personas y 
los grupos sociales. 

Pero esta construcción, históricamente, estableció la existencia de dos se-
xos: varón y mujer, a quienes les corresponden roles masculinos y femeninos 
respectivamente en el ámbito privado y público. Estos roles, tal como señala 
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Marta Lamas, son reordenados en un marco de supuestos papeles naturales 
de cada persona, construido a partir de representaciones simbólicas. Estas 
representaciones surgen de interpretaciones que históricamente establecen 
un predominio masculino (Lamas, 1996).

La reproducción sexual brinda la explicación de esta división sexo-genéri-
ca binaria que otorga el poder a los hombres heterosexuales. Este poder solo 
existe en el plano discursivo y en las prácticas simbólicas que lo confirman 
y presuponen el control y el dominio de todo orden, pero se materializa en 
la sociedad desde las instituciones y las relaciones que las conforman (Bour-
dieu, 2001).

Esta diferencia sexual, con la pretensión de su correlato en el género como 
construcción cultural de los sexos provoca desigualdades en todos los planos. 
Marta Lamas establece ya, en la década de 1990, que esta definición tiene un 
gran límite: utiliza el marco de referencia patriarcal, consolidando el sistema 
sexo-género como una categoría única. A través de esta esencialización de los 
cuerpos y los géneros se jerarquiza a las personas y de esta forma se siguen 
reproduciendo desigualdades sociales, políticas, económicas y culturales. 

Sistema sexo-género

Estas definiciones develan un sistema de construcción sociocultural, sos-
tenido por la acción simbólica colectiva que asigna significados (identidad, 
jerarquías sociales, etc.) a las personas en la sociedad. El género a partir de la 
diferencia sexual binaria se constituye como un término clasificatorio grama-
tical (femenino y masculino) y morfológicos (tipos). Marta Lamas enfatiza en 
la necesidad de deconstruir las relaciones de mutua contención entre diferen-
cia sexual y género que otorga naturalidad al sistema sexo-género. Histórica-
mente la diferencia sexual se ha traducido en desigualdad política y social a 
través de las determinantes de género (Lamas, 1996).
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¿Por qué es necesario incorporar la perspectiva de género en el 

diseño e implementación de políticas públicas? ¿Cuáles son las 

dimensiones para su análisis? 

Consideramos que las relaciones sociales de género impactan en todos los 
planos de la vida social, en lo normativo impacta en las reglas formales e im-
plícitas que se construyen y reproducen en las instituciones formales, fijando 
posiciones, prescripciones y sanciones diferenciales entre las personas. Ex-
presan y se reproducen estableciendo un orden en las prácticas cotidianas. En 
el plano simbólico e imaginario, las representaciones sociales establecen una 
vinculación entre la vida social y lo subjetivo, por ejemplo, naturalizando las 
diferencias entre los géneros, atribuyéndolas a cuestiones biológicas, de esa 
manera se las justifica como universales e inmutables. La incorporación de la 
perspectiva de género en las políticas públicas permite visibilizar los estereoti-
pos y las relaciones de desigualdad, evidencian de qué forma las relaciones de 
género se entrelazan con otras relaciones sociales de poder como las de clase, 
etnia, orientación sexual, entre otras. Por otra parte, deja en claro la necesidad 
de intervención a través de acciones estatales que garanticen el cumplimiento 
de derechos universales para todas las personas en función de transformar las 
bases culturales que cristalizaron esos estereotipos de género. 

En términos de políticas públicas, los estudios de género han sostenido 
históricamente, desde las luchas de movimientos de sociales y, en las últimas 
décadas, desde los discursos académicos, la falsedad de la antinomia: recono-
cimiento (identidad)/redistribución (más justa de la riqueza y de los recur-
sos). Incluir la perspectiva de género en políticas públicas implica asumir una 
reivindicación bidimensional de justicia que integre aspiraciones de igualdad 
social y reconocimiento de la diferencia (Fraser, 2004).

En este último aspecto (reconocimiento), existen dos posturas, una destinada 
a reevaluar rasgos devaluados preexistentes a partir de políticas, programas y 
proyectos que incluyen acciones compensatorias y otra que celebra la diferencia 
y propone apuntar a cambios estructurales que modifiquen las bases sociales. 
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La intervención en las injusticias de género enraizadas en la estructura eco-
nómica y en el orden/estatus social requiere atender a la distribución y al 
reconocimiento, desinstitucionalizar los patrones sexistas de valor y reestruc-
turar las relaciones entre los géneros. 

Como mencionamos, la modificación de lo legal no garantiza que se pro-
duzcan per se cambios en la realidad sociocultural. Silvia Yannoulas destaca 
la institucionalidad del género como una de las condiciones necesarias. Esto 
supone arbitrar los mecanismos institucionales necesarios, como la creación 
de secretarías, unidades, consejos, entre otras, dentro de las estructuras or-
ganizativas de los Estados para incorporar la problemática de género en las 
políticas públicas (Yannoulas, 2016). Estas se pueden clasificar en dos catego-
rías: políticas públicas para las mujeres y las políticas públicas de género. Las 
primeras refieren a las destinadas a mejorar o tornar más confortable la vida 
de determinados grupos de mujeres en situación de vulnerabilidad, favore-
ciendo su inclusión en el desarrollo de las sociedades, que se gestionan desde 
diversas áreas ministeriales creadas para tal fin. 

Las políticas públicas de género son aquellas destinadas a modificar la his-
tórica y desigual relación entre los géneros. Esto implica transversalizar la 
perspectiva de género en la formulación, gestión y evaluación de toda y cual-
quier política pública. 

En Latinoamérica, en general, aún predominan las políticas públicas espe-
cíficas, compensatorias o las denominadas de “acción afirmativa”, que tienden 
a la atención de mujeres en situación de riesgo, con la creación de áreas desti-
nadas a su diseño e implementación en todos los niveles de la administración 
pública. No obstante, hay una tendencia creciente en los gobiernos a introdu-
cir de manera transversal la cuestión de género en la formulación, gestión y 
evaluación de las políticas públicas. Pero considerar además del género otras 
desigualdades exige pasar de un enfoque unitario a un enfoque que integra las 
desigualdades múltiples. Los fenómenos de desigualdad de género requieren 
ser analizados en una perspectiva interseccional, de manera de dar un salto 
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cualitativo en la comprensión de los distintos mecanismos que se entrecruzan 
y generan o potencian la desigualdad. Como paradigma teórico, la intersec-
cionalidad nos permite entender situaciones de opresión, de privilegio y de 
derechos humanos en todas partes del mundo. Tiene como objetivo visibili-
zar distintos tipos de discriminación y jerarquización como consecuencia de 
la combinación de aspectos considerados constitutivos de la identidad. Per-
mite abordar los problemas de manera multidimensional articulando catego-
rías de análisis como patriarcado, opresión de clase, etnia, orientación sexual, 
identidad de género, pobreza entre otras. Este análisis permite considerar los 
contextos históricos, sociales y políticos, reconociendo experiencias indivi-
duales únicas que resultan de diferentes tipos de identidad.

La española Sara Martín Bardera afirma que a partir de la Conferencia 
de Beijing (1995) empieza a cobrar notoriedad la necesidad de incorporar 
la perspectiva de género al diseño de las políticas públicas. Sostiene que al 
“entender por políticas públicas todas aquellas acciones del gobierno y la ad-
ministración hacia sus ciudadanos, el correlato práctico más ambicioso de la 
ideología de género ha sido encomendar a los poderes públicos la interven-
ción para cambiar la realidad” (2015, p. 86). Martín Bardera propone pensar 
que hablar de género y políticas públicas no solo implica evitar la desigual-
dad, sino principalmente promover la igualdad. En consecuencia, aplicar esta 
perspectiva conlleva “legislar (igualdad formal) así como en crear estructuras 
institucionales y elaborar programas que contribuyan a materializar y a con-
solidar esa igualdad” (2015, p. 87). Es necesario reconocer que esta intencio-
nalidad es producto de la acción incansable de los movimientos sociales y de 
agencias de cooperación como resultado de conferencias internacionales. Es 
fundamental destacar, como ya mencionamos, a lo largo de toda Latinoamé-
rica la creciente visibilidad de los movimientos de mujeres y colectivos LGB-
TTIQ en la esfera pública, lo que tiene su impacto en la conquista gradual de 
derechos para una sociedad más justa. 
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Agenda 2018. Los derechos de las mujeres en el debate

Las diferencias de género están transversalizadas por políticas de produc-
ción y reproducción. El colectivo de mujeres sigue siendo una minoría en 
términos de vulnerabilidad, cuantitativamente mayoritaria en todo el mundo. 
Su empoderamiento, otro de los objetivos en la agenda de género, describe al 
proceso por el que las mujeres se transforman en agentes activos de sus deseos, 
intereses y necesidades, lo que supone la alteración de los determinantes y 
las estructuras que reproducen su subordinación. No es un proceso lineal, es 
dinámico, multidimensional; su acción no se restringe al cambio individual, 
abarca también las relaciones interpersonales y las transformaciones institu-
cionales y culturales. El atributo más significativo es la deconstrucción de las 
bases sociales del poder y la creación de vías para acceder y controlar los re-
cursos productivos, políticos, culturales y de autoridad, con autonomía y en 
función de los intereses y beneficios individuales o colectivos. 

Existe una diferencia inevitable entre los varones y las mujeres: la capacidad 
de reproducción de ellas y otras disidencias con capacidad de gestar. La des-
igualdad se pone de manifiesto en la división sexual del trabajo y los diferentes 
roles de género; el control del uso del cuerpo de las mujeres; los distintos usos 
del tiempo; el acceso y control sobre recursos, beneficios y servicios y la parti-
cipación de las mujeres y varones en espacios públicos y privados.

En atención a esta situación, en la Argentina –entre 2002 y 2015– se pro-
mulgaron y reglamentaron una serie de leyes fundamentales que promueven 
la igualdad de género en términos de políticas públicas. Esto fue posible en un 
marco gubernamental que favoreció los debates y la creación de políticas ten-
dientes a la igualdad de género, entre las cuales se pueden nombrar:

•	 En 2002, la Ley 25673, de Creación del Programa Nacional de 
Salud Sexual y Procreación Responsable. 

•	 En 2004, la Ley 25929, de Derechos de Padres e Hijos durante el 
Proceso de Nacimiento.
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•	 En 2005, la Ley 26061, de Protección Integral de los Derechos de 
Niños, Niñas y Adolescentes.

•	 En 2006, la Ley 26130, de Régimen para las Intervenciones de 
Contracepción Quirúrgica, Ligadura de Trompas y Vasectomías 
y la Ley 26150, de Creación del Programa Nacional de Educa-
ción Sexual Integral. 

•	 En 2009, la Ley 26485, de protección integral para prevenir, san-
cionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos 
en que desarrollen sus relaciones interpersonales. 

•	 En 2010 se firma el Decreto N° 1011 para la reglamentación de 
la Ley 26485 y la Ley 26618, de Matrimonio Civil.

•	 En 2012, la Ley 26791: Cambios en el Código Penal (perpe-
tua para femicidas- femicidios-femicidos vinculados) y la Ley 
26743, de Identidad de Género. 

•	 En 2015 se firma el Decreto N° 903/15 para la reglamentación de 
cirugías para cambio de sexo y tratamiento hormonal.

En 2018 se instala en la agenda pública de la Argentina el debate de la ley 
por el aborto libre, gratuito y seguro. De acuerdo con la Organización Mun-
dial de la Salud/Guttmacher Institute (Facts on Induced Abortion Wolrdwide), 
penalizar el aborto no reduce los casos, pero sí incrementa los riesgos2. Entre 
2010 y 2014: 

Mientras que en los países donde el aborto es legal hay 34 abortos 
por 1000 embarazos, en los países donde el aborto es ilegal hay 37 
abortos por cada 1000 embarazos. En Estados Unidos, como uno de 
los países donde el aborto es legal desde los setenta, la tasa de mor-
talidad es de apenas 07 por cada 100.000 procedimientos. En 2012, 
por otro lado, se estima que en países donde el aborto es ilegal 6.9 

2	  Este artículo fue escrito durante el año 2019 antes del cambio de gobierno ocurrido en 
diciembre de ese año.
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millones de mujeres sufrieron complicaciones. En 2014, entre 22.000 
y 44.000 de ellas murieron por un procedimiento mal practicado.

A pesar de los datos, existen Estados en el mundo donde está prohibido el 
aborto en cualquier circunstancia, estos son: Nicaragua, El Salvador, Malta, El 
Vaticano, República Dominicana.

Con respecto al embarazo que va en aumento en niñas en América Latina, 
este es el resultado de violencia sexual: se les obliga a continuar el embarazo 
y asumir la maternidad. De acuerdo con la campaña con el hashtag en redes 
sociales #NiñasNoMadres: 

En el mundo, cerca de 150 millones de niñas han sufrido violencia 
sexual. En México el 60% de las niñas abusadas son víctimas de un 
familiar. Guatemala, 2014, 5.100 niñas entre los 10 y los 14 años se 
convirtieron en madres. Nicaragua, el 14% de las niñas que quedan 
embarazadas tienen ideas suicidadas. Colombia, 7.648 niñas entre 
10 y 14 años fueron abusadas sexualmente durante 2015. Ecuador, 
en los últimos diez años, el embarazo en niñas menores de 14 años 
ha aumentado un 74%. Perú, cada día 4 niñas menores de 15 años se 
convierten en madres. Paraguay, 684 niñas entre 10 y 14 años dieron 
a luz durante el 2014, lo cual está relacionado con violencia sexual. 

En la Argentina hay 700 mil nacimientos por año. El 16% proviene 
de madres adolescentes de entre 15 y 19 años (en algunas provin-
cias equivale al 25%) y más de 3000 son de niñas de 10 a 13 años. 
El 69% de esas mujeres adolescentes no planearon ese embarazo 
(SIP 2010).

Si pensamos en las principales políticas públicas tendientes a disminuir la 
desigualdad de género en el mundo, sin lugar a duda el debate en torno a la 
legalización del aborto resulta central. Hay incluso quienes entienden que la 
obstaculización del acceso a este derecho constituye un tipo específico de vio-
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lencia de género institucional, teniendo en cuenta que son solo las mujeres y 
otras disidencias con capacidad de gestar, quienes pueden llegar a requerirlo 
por su capacidad reproductiva (Amnistía Internacional, s.f.). En ese sentido, 
particularmente en América Latina la agenda de debate en torno a este tema 
recién se inicia, ya que solo cuatro países garantizan el acceso al aborto legal 
–Uruguay, Cuba y Guyana– en tanto en otros tres es ilegal en todos los casos, 
sin aceptar causales de legalidad –Haití, Nicaragua y El Salvador–. En la Ar-
gentina, desde 1921, en el Código Penal se establece la despenalización del 
aborto con determinadas causales: cuando está en peligro la vida o la salud 
de la mujer y cuando el embarazo es producto de un abuso a una mujer con 
discapacidad. En 2007 se publica la Guía técnica para la atención integral de los 
abortos no punibles, en la cual el Ministerio de Salud de la Nación (convertido 
en 2018 en Secretaría de Salud y vuelto al rango de ministerio en 2019) unifica 
las interpretaciones del artículo 86 del Código Penal que hace referencia al 
aborto no punible. 

En 2012 la CSJN a través del fallo F.A.L. establece que las personas con capa-
cidad de gestar que hayan sido víctimas de violación no requieren recurrir a la 
justicia para la realización de un aborto. Además, estableció que las provincias 
debían elaborar un protocolo de actuación para su cumplimiento. 

En la Argentina, se calcula que alrededor de quinientas mil3 personas con 
capacidad de gestar se practican abortos al año. Sin embargo, las condiciones 
en las que se lo realizan varían considerablemente dependiendo de las posibili-
dades económicas de la persona gestante en cuestión. La negación a regular la 
interrupción voluntaria del embarazo implica una “forma de manifestación de 
la violencia ejercida contra la mujer (se) desarrolla en la batalla por el control 
de la vida y cuerpos de las mujeres” (Amnistía Internacional, s.f.).

3	 Cifra estimativa que surge del único informe que hizo el Ministerio de Salud en 2005 por 
decisión del entonces ministro Ginés González García.
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La lucha por la legalización del aborto en la Argentina y su organización 
en torno a grupos de mujeres activistas se remonta a inicios de la década de 
1980. Sin embargo, la masividad y notoriedad que ha ido tomando en el últi-
mo tiempo ha sido considerable.

En los inicios, los grupos que impulsaban el reconocimiento de este dere-
cho se encontraban difuminados y divididos, lo que generaba que las acciones 
tuvieran menos fuerza. Para revertir esta situación, en 2003 diversas agrupa-
ciones feministas empezaron a pensar en la posibilidad de lanzar una estrate-
gia en común para visibilizar esta lucha, y así fue que surgió la campaña por 
el Derecho al Aborto Legal, Seguro y Gratuito. Fue lanzada formalmente el 
28 de mayo de 2005, fecha no casual, teniendo en cuenta que se trata del Día 
Internacional de Acción por la Salud de las Mujeres. Bajo la consigna “Educa-
ción sexual para decidir, anticonceptivos para no abortar, aborto legal para no 
morir” crearon pañuelos verdes que se volvieron distintivos de la campaña y 
comenzaron a ser repartidos en las movilizaciones y charlas a favor de la lega-
lización. El objetivo resulta claro: dejar de lado posibles diferencias entre las 
distintas organizaciones y centrarse en los puntos en común para presentar el 
proyecto de ley ante el Congreso Nacional con el mayor apoyo posible, lo que 
llevó a que entre 2006 y 2017 presentaran al menos nueve proyectos de ley. Sin 
embargo, hasta 2017 ninguno de los proyectos llegó a ser tratado en el recinto, 
porque al pasar por las comisiones no alcanzaban a lograr dictamen para ser 
luego tratados en sesión legislativa. En la actualidad, la campaña cuenta con 
la adhesión de 305 organizaciones 

vinculadas a organismos de derechos humanos, de ámbitos acadé-
micos y científicos, trabajadoras/es de salud, sindicatos y diversos 
movimientos sociales y culturales, entre ellos redes campesinas y de 
educación, organizaciones de desocupadas/os, de fábricas recupera-
das, grupos estudiantiles, comunicadoras y comunicadores sociales, 
etc.(Campaña Nacional por el Aborto Legal, Seguro y Gratuito, s.f.).
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En la Argentina aun los casos en los que el aborto es legal, este derecho fue 
vulnerado a partir de prejuicios sobre la autonomía de las mujeres, poniendo 
toda serie de obstáculos. En 2018, el debate llegó al parlamento, y este brin-
dó un dictamen favorable a la ampliación del derecho al aborto legal, seguro 
y gratuito hasta las catorce semanas de gestación. Las cifras indican que se 
realizan abortos de manera clandestina, de manera que la discusión que se 
instala es la continuidad de la realización de abortos en la clandestinidad, 
que conduce en muchos casos la muerte de mujeres pobres o su legalización. 
En términos de legalidad, no existe impedimento constitucional. En el fallo 
F.A.L. de la CSJN especificó que el aborto legal no es inconstitucional ni se 
contrapone con los convenios internacionales a los que adhiere la Argentina. 
Por el contrario, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas reco-
mendó a la Argentina la despenalización del aborto. 

Es importante señalar que la penalización del aborto restringe los derechos 
sexuales y reproductivos de las mujeres y las personas con capacidad de gestar. 
Cuando deciden abortar, viven las consecuencias físicas y emocionales por 
atravesar una intervención clandestina; y cuando deciden continuar con un 
embarazo no deseado, se ven expuestas a riesgos de salud emocional y física 
que no experimentan los varones. A esto se suma la consideración de nivel so-
cioeconómico, que afecta principalmente a las mujeres pobres que no tienen 
posibilidad de acceder a una intervención en mínimas condiciones sanitarias. 
Esto representa una vulneración de garantías que debe ofrecer el Estado. La 
OMS manifiesta como condición para el derecho a la no discriminación y la 
salud, que los Estados provean servicios de salud de acuerdo con las necesi-
dades y diferencias entre las poblaciones. Respecto de la atención médica, la 
Recomendación General N° 24 del Comité CEDAW4 especificó que 

4	  Como ha recomendado por lo general a varios Estados latinoamericanos sobre este tema.
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Las medidas tendientes a eliminar la discriminación contra las mu-
jeres no se considerarán apropiadas cuando un sistema de atención 
médica carezca de servicios para prevenir, detectar y tratar enfer-
medades propias de la mujer. La negativa de un Estado Parte a pre-
ver la prestación de determinados servicios de salud reproductiva a 
la mujer en condiciones legales resulta discriminatoria. 

Como puede inferirse, el marco legal y su implementación representan 
a la sociedad y a quienes están ejerciendo el poder en todos los países. En 
Ecuador, está claramente diferenciado que el producto de una Constitución 
responde a un contexto histórico. Es decir, de una organización social, con 
sus creencias y costumbres a través del órgano legislativo que es elegido por la 
población, plantee como límites y sanciones que se aplicarán en la sociedad. 
La Constitución ecuatoriana está considerada como una de las constituciones 
con mayores avances con respecto a garantía de derechos en América Latina, 
su redacción respondió a las principales demandas presentadas por movi-
mientos sociales. Entre 2007 y 2008, la Asamblea Nacional Constituyente se 
instauró para redactar la Constitución aprobada por parte de la población con 
un 63,93% en octubre de 2008. De acuerdo con Ávila (2012), la Constitución 
de 2008 es de las constituciones en la historia del Ecuador que más derechos 
reconoce. Tiene “una ruptura con la forma tradicional de clasificar los de-
rechos” (2012), se plantean los doce derechos del buen vivir, dentro de las 
garantías individuales se plantean derechos de participación y de libertad, se 
reconocen derechos a “personas y grupos de atención prioritaria, derechos de 
comunidades, pueblos y nacionalidades, derechos de protección, como tam-
bién derechos de la naturaleza” (2012, p. 7 ). Ávila (2012) divide en períodos 
las veinte modificaciones de la Constitución, la “periodización de la evolución 
de los derechos en el constitucionalismo ecuatoriano” la realiza en base a tres 
parámetros: “estado absoluto, estado legal de derecho y estado constitucional 
de derechos” (2012, p. 5). Sin embargo, no significa que constituciones igua-
litaristas o sociales hayan reconocido efectivamente los derechos de “obreros, 
campesinos, mujeres, indígenas o que la exclusión en el Ecuador haya desa-
parecido” (2012, p. 3). 
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En definitiva, durante el siglo XIX y hasta “1929, el titular de la ciudadanía 
era exclusivamente el hombre, propietario, rico, católico, letrado y adulto”, el 
autor recalca que únicamente un 0,3% de la población cumplía con estas carac-
terísticas (2012, p. 46). Por otro lado, y con respecto a la laicidad, en el preám-
bulo de la Constitución de 2008 de Ecuador, se hace la siguiente referencia 
“INVOCANDO el nombre de Dios y reconociendo nuestras diversas formas 
de religiosidad y espiritualidad”. Ávila (2012) indica que en 1906 se concreta 
la ruptura entre Estado e iglesia, sin embargo, no significó que se mantenga la 
laicidad en constituciones de años posteriores. En la Constitución ecuatoriana, 
entre los artículos 12 y 34, se reconocen los derechos del buen vivir: construir 
y mantener su propia identidad cultural, a la educación, a vivienda adecuada 
y digna, al trabajo, a la salud y a la seguridad social. En el artículo 45 se en-
cuentra el detalle con respecto a interrupción voluntaria del embarazo “las 
niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes del ser humano, 
además de los específicos de su edad. El Estado reconocerá y garantizará la 
vida, incluido el cuidado y protección desde la concepción”. El artículo 66, 
“reconoce y garantizará a las personas el derecho a la inviolabilidad de la vida, 
no habrá pena de muerte. El derecho a la integridad personal que incluye inte-
gridad física, psíquica, moral y sexual”.

Los dispositivos disciplinarios se manifiestan en la norma donde se empie-
za a expresar una nueva racionalidad gubernamental. Estos campos de poder 
están presentes en sistemas como los escolares o los carcelarios, donde se cons-
truye el sujeto de una manera específica. Por otro lado, Judith Butler reconoce 
que “el feminismo se ocupa de la transformación social de las relaciones de 
género” (2012, p. 289) y que las visiones diferentes desde la teoría pueden co-
adyuvar a la transformación social.5 

5	 Butler explica la capacidad de la agencia para la transformación social: “si tengo alguna 
agencia (agency, capacidad de acción de un actor o agente social) es la que se deriva del 
hecho de que soy constituida por un mundo social que nunca escogí. Significa solo que la 
paradoja es la condición de su posibilidad” (Butler, 2012: p. 16). 
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Con respecto al género,6 Butler (2012) indica que es una categoría históri-
ca, donde la configuración del cuerpo, la anatomía y el sexo, existen bajo un 
marco cultural, es así que lo masculino y femenino tienen su historia social, 
sus significados y tanto su producción como normalización se naturalizan. Por 
tanto, el género está relacionado a la regulación de la sexualidad que funciona 
para cualquier persona como una condición cultural (2012). Para analizar la 
norma, Butler parte del término de reglamento que sugiere la “institucionali-
zación del proceso mediante el cual se regulan las personas” (2012, p. 67); al 
reconocer el reglamento se reconocen leyes, reglas, políticas como instrumen-
tos que regularizan, se imponen, se incorporan en las personas. 

Claramente el uso de la disciplina y reglamentación de los cuerpos se puede 
encontrar, en Ecuador, en un decreto con fecha 26 de noviembre del 2014, el 
cual plantea transferir la 

Estrategia Intersectorial Nacional de Planificación y Prevención del 
Embarazo en Adolescentes (ENIPLA), ejecutada por los ministerios 
de Salud Pública, Educación, Inclusión Social y Coordinador de De-
sarrollo Social, a la Presidencia de la República. El nombre actual-
mente es Plan Nacional de Fortalecimiento de la Familia (Decreto 
Ejecutivo N° 491).7 

6	  “Sexo biológico (hombre – mujer), según cuáles son mis genitales, pero puede ser relativo”. 
“Identidad de género (masculino – femenino), según con el género que me identifique, 
masculino o femenino, o bien ambos”. “Orientación sexual, según cuál sea el sexo que me 
gusta elegir en mis parejas sexuales: homosexual, heterosexual o bisexual”. “No hay en 
el fondo, orientaciones sexuales en sí, separsadas, sino manifestaciones diferentes de ser 
humano a las que denominamos orientaciones sexuales, bajo la necesidad de encasillarnos 
en algún lugar. ¿Quiénes se creen normarles? Los que tienen en la cabeza que el modelo 
heterosexual es el correcto y auténtico: heterocentrismo”. Galindo (2009).

7	  ¿Familia? ¿La sexualidad centrada en la reproducción? ¿Religión?
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Y, de acuerdo con el decreto “resulta conveniente reestructurar el proyecto 
ENIPLA, con la finalidad de que este sea asumido directamente por la Presi-
dencia de la República”, así como también se hace referencia al plantear: 

La salud es un derecho que garantiza el Estado (…). El Estado garan-
tizará este derecho mediante políticas económicas, sociales, cultura-
les, educativas y ambientales; y el acceso permanente, oportuno y sin 
exclusión a programas, acciones y servicios de promoción y atención 
integral de salud, salud sexual y salud reproductiva. La prestación de 
los servicios de salud se regirá por los principios de equidad, univer-
salidad, solidaridad, interculturalidad, calidad, eficiencia, eficacia, 
precaución y bioética, con enfoque de género y generacional (Cons-
titución de Ecuador, artículo 32).

Como nos explica Butler, regular tiene una forma de legalidad, sin embargo 
“su dimensión no se agota en la eficacia sino en su proceso de normalización”, 
produce parámetros condicionando vidas (2012, p. 87). La norma entonces es 

una serie organizada de restricciones, un mecanismo regulador que 
marca y efectúa el desplazamiento de una concepción del poder 
como serie organizada de restricciones y como mecanismo regula-
dor (…), la norma es una medida y una forma de producir un están-
dar común (2012, p. 80). 

Se convierten así en una verdad, en una visión única, en el principio que rige, 
la moral. Para las mujeres y desde las teorías feministas, el aborto representa la 
lucha por la transformación del sistema patriarcal, contra la violencia sexual y 
la lucha por alcanzar un derecho fundamental que es la decisión sobre su propio 
cuerpo. También, permite retomar desde la academia la posibilidad de investi-
gar, de debatir y de entender la posición de los diferentes actores relacionados. 
Además, implica entender a profundidad, las problemáticas y sus respuestas, 
la necesidad de replantear los conceptos acuñados por la misma historia con 
el objetivo de construir una sociedad que defienda los derechos sin jerarquías. 
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La tarea de todos estos movimientos consiste en distinguir entre 
las normas y convenciones que permiten a la gente respirar, desear, 
amar, vivir, y aquellas normas y convenciones que restringen o coar-
tan las condiciones de vida (…). De qué maximiza las posibilidades 
de una vida habitable, qué minimiza la posibilidad de una vida inso-
portable o, incluso de la muerte social o literal (Butler, 2012, p. 23).

Ecuador es un Estado constitucional de derechos, sin embargo, tiene que 
resolver todavía problemáticas como el embarazo en niñas, adolescentes y 
las muertes maternas. Estos dos temas se plantearon como metas a reducirse 
en su Plan Nacional de Desarrollo 2013-2017. De acuerdo con el informe 
“Objetivos del Milenio. Balance Ecuador 2014”, de las 12 metas presentadas, 
la meta de reducir la mortalidad materna entre 1990 y 2015 en tres cuar-
tas partes, se encuentra en progreso (todas las demás metas se cumplieron). 
Durante este período se ha logrado una disminución del 68%, sin embargo, 
hasta 2014 fue de 49,2%.

Una de las problemáticas en América Latina es la maternidad en niñas y 
adolescentes. Actualmente existe un Plan Nacional de Salud Sexual y Salud 
reproductiva 2017-2021 con metas atadas a los objetivos al Plan Nacional de 
Desarrollo. Por otro lado, con respecto a nacidos vivos por grupos de edad de 
la madre, el 50,1% del total de nacimientos ocurridos y registrados en 2016, 
provienen de mujeres entre 20 y 29 años, el 19,4% de mujeres entre 15 y 19 
años de edad y el 17,5% de mujeres en edad de 30 y 34 años. De acuerdo con 
el Ministerio de Educación del Ecuador, utilizados en la campaña 2006 en las 
redes sociales con el hashtag #InformarEsProteger: 

Cada día en Ecuador 6 niñas menores de 14 años son madres y todos 
estos embarazos fueron producto de violación. Que las niñas estén 
en el sistema educativo reduce los índices de embarazos en la adoles-
cencia. En Ecuador el medio más frecuente por el que las personas 
se enteran de sexualidad es la televisión. El silencio no educa. 9 de 
cada 10 adolescentes quisieran hablar de sexualidad en sus hogares. 
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El embarazo en adolescentes reproduce la pobreza, así como los ba-
jos niveles de acceso a educación. En el año 2015, 6.487 adolescentes 
abandonaron sus estudios por un embarazo. Los embarazos en la 
adolescencia son la cuarta causa de deserción escolar. Prevenir un 
embarazo no intencionado le cuesta al Estado ecuatoriano 114 dóla-
res, en comparación con 612 dólares que le cuesta atender un emba-
razo no intencionado.

A pesar de estos datos, existen campañas de los denominados “Pro Vida 
Ecuador”, quienes han lanzado en campañas tituladas como la “ideología de 
género no va” con títulos como “la dictadura de género se disfraza de progreso 
y salud”. Estas campañas se extienden por distintos países, en la Argentina, 
corresponde a los grupos que plantean como eslogan “defendamos las dos vi-
das” y se oponen además a la implementación de la Ley de Educación Sexual 
Integral en las escuelas. 

Definitivamente, la maternidad infantil es violencia. Por ello los movimien-
tos sociales han llevado adelante esta campaña en toda América Latina.

Con respeto a la Encuesta Nacional de Relaciones Familiares y violencia de 
Género contra las Mujeres,8 levantada por el Instituto Nacional de Estadísti-
cas y Censos de Ecuador (INEC), se realizó en 18.800 viviendas, a mujeres de 
15 años y más, entre noviembre y diciembre de 2011. Presenta los siguientes 
resultados, “6 de cada 10 mujeres han vivido algún tipo de violencia”9, con un 

8	 En la Función Judicial existe la figura de Unidad Judicial Especializada en Violencia contra 
la mujer y la familia, antes Comisarías de la mujer (Ley N° 1995).

9	 Para 2011, año en el que se realizó el levantamiento de información, no estaba todavía 
aprobado el actual COIP, por lo que la Encuesta se basa en las definiciones de la Ley contra la 
Violencia de la Mujer y la Familia (artículo 4, literal a, b, c) y la Convención Belém do Pará.

	 De acuerdo con la ley: 

	Violencia física, todo acto de fuerza que cause daño, dolor o sufrimiento físico en las personas 
agredidas cualquiera que sea el medio empleado y sus consecuencias. Violencia psicológica, 
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60,6%, “presentándose un mayor porcentaje en las mujeres indígenas con el 
59,3% y afroecuatorianas con 55,3%”. “En el país, 1 de cada 4 mujeres ha vivi-
do violencia sexual”. Continuando con los datos de la encuesta, “la violencia 
está generalizada en todos los quintiles”,10 de manera que en el quintil 1 es de 
59,4%; en el quintil 2, un 62,3%; en el quintil 3, un 63,2%; en el quintil 4, un 
63,2% y en el quintil 5, un 55,6%.

El Código Orgánico Integral Penal (COIP), vigente desde el 10 de agosto 
del 2014, tiene sanciones penales contra los diferentes tipos de violencia. Sin 
embargo y, a pesar de reconocer la violencia sexual en el COIP, en el mismo 
cuerpo normativo existe la posibilidad de que una mujer pueda ser enjuiciada 
y cumplir con penas de dos a cuatro años por abortar, incluso después de ha-
ber sido víctima de una violación. Con este dato cabe retomar la pregunta que 
Judith Butler plantea “¿Son realmente padres es un sentido social los donantes 
de esperma, los amantes ocasionales o, incluso, los violadores?” (2012, p. 26). 

Se pueden llegar a cumplir con penas de cárcel entre uno y tres años si el 
aborto no se realiza bajo las dos siguientes causas: a) “cuando el embarazo 
pone en peligro la vida de la mujer” y, b) “en consecuencia de violación en una 
mujer que padece discapacidad mental” (COIP, artículos 149 y 150). 

constituye toda acción u omisión que cause daño, dolor, perturbación emocional, alteración 
psicológica o disminución de la autoestima de la mujer o familiar agredido. Violencia sexual, 
imposición en el ejercicio de la sexualidad de una persona a la que se le obligue a tener relaciones 
o prácticas sexuales con el agresor o con terceros, mediante el uso de la fuerza física, intimidación, 
amenazas o cualquier otro medio coercitivo. 

	 De a acuerdo a la Convención Belém do Pará: 

	violencia patrimonial es la transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción 
de objetos, documentos personales y valores, derechos patrimoniales o recursos económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de las víctimas.

10	  Definidos por nivel de ingreso. El quintil 5 es el sector de la población con mayores ingresos 
y el quintil 1, el sector de la población con menores ingresos.
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Hasta 2015, la Fiscalía llevaba registrado «134 denuncias por práctica de 
aborto en el país». De acuerdo con el Consejo de la Judicatura (Bravo y Bonilla, 
2016) son “74 casos judicializados” entre 2013 y 2015. Cabe indicar que el 28 
de septiembre de 2015 Salud Mujeres Ecuador, lanzó una línea telefónica, con 
el título “por el derecho a decidir” a la cual se puede solicitar un encuentro cara 
a cara entre los horarios de 17 a 22 horas todos los días. Adicionalmente, como 
parte de esta problemática deben entenderse el funcionamiento de los lugares 
donde se practican abortos, las condiciones en las que quedan mujeres (muchas 
de ellas menores de edad),11 las detenciones y la judicialización. De acuerdo 
con el Servicio de Atención Integral de la Fiscalía (González, 2015), de cada 10 
víctimas de violación, 6 corresponden a niñas, niños y adolescentes. ¿Cuáles son 
todas las acciones que el Estado ejecuta con respecto a la violencia sexual?12 

Butler añade las complejidades en la situación de las personas, normar ha 
implicado que los derechos se discutan desde una perspectiva de la moral. La 
interpretación moral de la norma condiciona a la población, como plantea 
Michel Foucault, la necesidad de disciplinar a la población convierte en una 
forma de ignorar los elementos presentes en el aparataje institucional que con 
sus limitaciones decide sobre el cuerpo de las personas a través inclusive, del 
encierro. Son elementos que permiten entender que las afectaciones desde las 
decisiones del Estado y de la normativa definitivamente pueden cambiar la 
vida de las personas. 

Se necesitan fundamentos básicos para la convivencia y no elementos res-
trictivos, el límite que debe tener cualquier norma está en no impedir que las 
personas decidan sus propios destinos. Garantizar derechos permite entender 

11	 Habría que entenderse las casusas de ese embarazo y si es producto de una violación. De ser 
así, se le está exigiendo a una niña ser madre en circunstancias donde lo más importante es 
condenar al violador.

12	 “La Fiscalía junto con el Ministerio de Salud Pública crearon la Norma Técnica de Atención 
Integral en Violencia de Género” (El Comercio, 2015). Fuente: http://www.elcomercio.com/
tendencias/ecuador-indices-embarazosadolescentes-salud-educacion.html
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que la norma no está sobre el sujeto. Existen varias contradicciones en las po-
siciones de los equipos gobernantes con respecto al aborto, por lo que sería 
importante entender el recorrido de las sociedades que apoyan (o no), es decir, 
la herencia social y cultural que se ha construido históricamente y cuáles son 
las creencias que están detrás de las sociedades que tienen la capacidad de 
llevar adelante este tipo de debates. No pueden ser obviados elementos religio-
sos, debido a que las iglesias han tenido un peso importante en las creencias 
y tradiciones en América Latina. Por otra parte, se debe entender también las 
razones que llevan a los gobiernos a plantearse debatir sobre estos temas se 
definan o no de izquierda. Puede que esta diferencia encuadre más entre con-
servadores y liberales, sin excluir la posibilidad de que exista un uso político 
de estos temas, como se ha podido observar en otros países.

La categoría género es un sistema que expresa el conflicto social que se sos-
tiene a través del control de los cuerpos, que, en el caso de las mujeres, se ejerce 
con el dominio de la capacidad reproductiva de su cuerpo. El foco de tensión 
referido a los derechos humanos de las mujeres y otros colectivos disidentes 
se sustenta en la sexualidad como marca identitaria y en la reproducción. A 
través del control de estas esferas se sostiene el patriarcado (de Barbieri, 2001; 
Tamayo, 2001).

El nexo entre el aborto seguro, legal y gratuito y las relaciones de género 
tiene unos aspectos políticos que trascienden las coyunturas gubernamentales. 

En Ecuador se generó una estructura de oportunidades (Tarrow, 2009) du-
rante la Asamblea Constituyente de 2008 y, aunque los debates fueron parte 
entre quienes conformaron la Asamblea y los colectivos, se terminó recono-
ciendo, en el artículo 45 de la Constitución, la vida desde la concepción. Las 
mujeres continuaron con su lucha y existen algunas estrategias como la línea 
de información para el aborto seguro. 

En la Argentina los avances en materia legislativa y en la creación de polí-
ticas y programas de promoción de la igualdad de género se instalaron entre 
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2002 y 2015, sin embargo, a partir de 2016 sufrieron un retroceso en su imple-
mentación por la baja en los presupuestos requeridos para su implementación 
y desarrollo. No obstante, resulta muy evidente que estamos atravesando un 
cambio social profundo que se visibilizó en debates inéditos acompañados por 
movilizaciones y producciones científicas y artísticas en el ámbito político, so-
cial, educativo y comunitario en todo país. 

La historicidad de la construcción del género como categoría que atraviesa la 
vida social nos permite desnaturalizarla y reconstruirla para garantizar el cum-
plimiento de los derechos humanos de todas las personas. En este sentido, nos 
propusimos reflexionar acerca de las estrategias que se han generado tanto en la 
Argentina como Ecuador en materia de políticas públicas de género y el avance 
del debate sobre la interrupción voluntaria del embarazo en ambos países.
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Introducción

Los recientes avances en las tecnologías de la información y la comunica-
ción (TIC) están generando profundos cambios, tanto a nivel productivo y de 
servicios, como de empleo y capacitación. Palabras como “Big Data”, “internet 
de las cosas” (por sus siglas en ingés, IoT), “inteligencia artificial” y “platafor-
mas” empiezan a ser términos comunes en el ámbito productivo y de servicios, 
si bien existen debates en torno a los nombres y al alcance de las transforma-
ciones que se están llevando adelante.

Estas tecnologías comienzan a delinear cambios en varios aspectos de la 
vida cotidiana como usuarios, pero también afectarán el empleo y las capaci-
dades tecnológicas de los países, profundizando las asimetrías de desarrollo 
actuales. Por ello, resulta fundamental la definición de estrategias y políticas 
públicas al respecto.

Este contexto de avance de las nuevas tecnologías se condice con un contex-
to global y local que profundizan los posibles efectos negativos sobre la Argen-
tina. Por un lado, luego de la crisis financiera internacional de 2008, el ritmo 
de crecimiento global, como así también el comercio internacional, han tenido 
un quiebre, con tasas de crecimiento mucho menores y, principalmente, apa-
lancados en un primer momento por los denominados “países emergentes”. 
Las crisis sociales en los países europeos y en los Estados Unidos generaron el 
surgimiento de gobiernos o iniciativas cuyo objetivo principal declarado resul-
ta en la protección del empleo (y, por ende, el comercio y la producción) en sus 
economías. El Brexit y la llegada de Donald Trump al gobierno de los Estados 
Unidos son los más claros exponentes de esta situación. 

Como bien lo expresa la Comisión Económica para América Latina y el Ca-
ribe en su informe Perspectivas del Comercio Internacional de América Latina 
y el Caribe (CEPAL, 2018, p. 112): 
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…la llegada al poder de la actual Administración de los Estados Uni-
dos trajo consigo un marcado giro en la posición tradicional de ese 
país sobre la globalización. La política comercial ha asumido un pa-
pel clave en el esfuerzo por reducir los déficits comerciales y revertir 
la relocalización de empresas industriales en el extranjero. En 2018, 
además de implementar diversas alzas arancelarias, los Estados Uni-
dos lograron concluir la renegociación —en términos más favorables 
para ese país— de su tratado de libre comercio con la República de 
Corea y sustituir el Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
(TLCAN) por un nuevo acuerdo con Canadá y México, que si bien 
mantiene la estructura general y el carácter trilateral del TLCAN, in-
cluye reglas de origen más estrictas en varios sectores (entre otros, el 
automotor, el textil y el químico). Con ellas se busca garantizar una 
mayor participación de los Estados Unidos en las cadenas de valor 
norteamericanas, a expensas de proveedores extrarregionales como 
Europa y Asia, e incluso de sus socios en el acuerdo, en particular 
México. También se incluyen normas estrictas sobre propiedad inte-
lectual, en línea con la posición tradicional estadounidense.

A las mencionadas barreras comerciales que la administración de Trump 
llevó adelante sumadas a su política de “incentivos” hacia las empresas para re-
localizar inversiones en el país, comienza a asomar un fenómeno denominado 
de “reshoring”. Este supone una reversión de los flujos de inversión de las em-
presas transnacionales a los países de sus casas matrices (apalancados también 
por el avance de la automatización y digitalización de los procesos productivos, 
los cuales aminoran el efecto de la mano de obra de bajo costo). Si bien hay 
autores que indican que este efecto todavía es de baja intensidad (véase, por 
ejemplo, De Backer y otros, 2016), no deja de ser un escenario más que factible.

En la región, ha habido un cambio de regímenes de gobiernos populares 
(principalmente notorio en Argentina y Brasil), desde políticas de fomento al 
mercado interno a la producción nacional, la ciencia, el desarrollo tecnológico 
y la educación universitaria hacia gobiernos de corte liberal, que reprimarizan 
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su economía y valorizan la especulación financiera. Estos gobiernos han im-
plementado, a su vez, decisiones de grandes retrocesos en carácter de desarro-
llo tecnológico soberano. Como ejemplos basta mencionar los casos del sector 
espacial argentino, en donde la Ley N° 27208, de Desarrollo de la Industria 
Satelital Argentina, definía el desarrollo del Plan Satelital Geoestacionario a 
través de la construcción de varios satélites, lo cual no se ha cumplido y, muy 
por lo contrario, se ha frenado la construcción del ARSAT-3.2 Por el lado de 
Brasil, la toma del control de Embraer por parte de Boeing3 se traduce en una 
pérdida de control de la compañía que afectará las capacidades tecnológicas 
del Brasil en materia aeronáutica.

En ambos casos, la fórmula parece ser la misma: una disminución de la 
inversión pública en el sector tecnológico, científico y educativo, liberalizando 
el comercio y apostando a la adquisición de tecnología para su uso, de manera 
de optimizar los procesos de extracción de recursos naturales. Este escenario 
planteado impone una mayor dificultad al surgimiento o reconversiones de 
pymes en las nuevas tecnologías y pone incluso en peligro su subsistencia.

Por todo ello, resulta fundamental la definición de políticas públicas que 
contemplen el nuevo escenario mundial y el impacto de las nuevas tecnologías 
que generará en el mercado de trabajo, y consideren las asimetrías sectoriales 
y regionales, a fin de promover un desarrollo tecnológico soberano y social-
mente responsable.

En la primera parte de este artículo se caracterizan las principales transfor-
maciones tecnológicas que hoy denominamos “Industria 4.0”. Se presenta la 
experiencia alemana como posible fuente de aprendizaje de incorporación al 

2	 El ARSAT-3 era el tercer satélite de telecomunicaciones geoestacionario que estaba 
planificado que sea lanzado para 2018-2019. Anteriormente, la Argentina había lanzado el 
ARSAT-1 y el ARSAT-2, transformándose, de esta manera, en el octavo país con capacidad 
de fabricar un satélite de estas características.

3	 Ver: https://elpais.com/economia/2018/07/05/actualidad/1530819666_604362.html

https://elpais.com/economia/2018/07/05/actualidad/1530819666_604362.html
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tejido productivo de las nuevas tecnologías, recuperando espacio y liderazgo 
en la industria manufacturera mundial.

En la segunda parte, se evalúan las políticas públicas nacionales y los progra-
mas ejecutados en nuestro país, desde 2003 hasta el 2019, extrayendo lecciones 
para el desarrollo productivo con foco en las pymes industriales. Además, se 
presenta una rica experiencia internacional: el País Vasco y la transformación 
productiva con foco en la innovación. Del mismo modo, se analiza el Pro-
grama de Transformación Productiva de Colombia. Por último, se proponen 
lineamientos de políticas públicas de desarrollo productivo e innovación con 
foco en las pymes industriales, con perspectiva de largo plazo, nueva institucio-
nalidad, reformulación y mejora de los instrumentos desarrollados hasta 2015 
para alcanzar un desarrollo económico sustentable y socialmente inclusivo.

Políticas públicas para el desarrollo tecnológico y productivo

La irrupción de las nuevas tecnologías ligadas al sector de la información 
y la comunicación (denominado comúnmente “IT”, del inglés Information 
Technology) impone desafíos a los agentes gubernamentales que definen las 
políticas públicas. La aparición de empresas globales que alteran el ecosistema 
local (Uber, Airbnb, Amazon), el avance sobre tareas humanas y la influencia 
sobre la vida social y política obliga a incorporar con urgencia una agenda a los 
gobiernos nacionales y locales.

El mercado de trabajo, la educación, la formación y la infraestructura se-
rán determinantes al momento de establecer que rol jugará la Argentina y la 
provincia de Buenos Aires a medida que se vayan estableciendo los roles en 
este nuevo readecuamiento de la división del trabajo. La posibilidad de influir 
sobre los efectos de estas tecnologías solo es posible son conocidas, compren-
didas y posibles de desarrollar a través de capacidades propias.
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Esta misma situación se planteó en Alemania durante el principio de esta 
década. Debido a que el éxito económico de estas nuevas tecnologías no se 
materializó tan rápido cómo lo esperaban y tanto Estados Unidos como los 
países asiáticos, líderes en IT, continuaron dominando el mercado, una cierta 
dependencia tecnológica en la industria manufacturera alemana ha ocurrido 
(Schroeder, 2016). Por ello, el gobierno alemán decidió implementar un con-
cepto que permitiera recuperar el terreno perdido.

El caso alemán. Una fuente de aprendizaje

El uso de las nuevas tecnologías TIC o de digitalización lleva muchos nom-
bres. El término más aceptado hasta el momento es el denominado “Indus-
tria 4.0”. Este concepto surge en Alemania a comienzos de la década de 2010, 
acuñado por un grupo multidisciplinario de especialistas convocados por el 
gobierno alemán para diseñar un programa de mejora de la productividad de 
la industria manufacturera (Basco y otros, 2018). 

 Es importante resaltar que, en su origen, la definición de Industria 4.0 no 
es meramente una conceptualización de un conjunto de tecnologías, sino tam-
bién una definición de política pública para el desarrollo y la mejora de la 
competitividad de la industria manufacturera alemana. A partir de esto, el go-
bierno alemán ha implementado diferentes iniciativas, donde se destacan los 
grupos de trabajo dependientes de los Ministerios de Asuntos Económicos y 
Energía, y de Educación e Investigación, involucrando a agencias guberna-
mentales y a los diferentes sectores y empresas relacionados a las tecnologías 
involucradas.4 

4	  Ver www.plattform-i40.de.
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Los grupos de trabajo establecidos y sus objetivos son:
•	 Arquitecturas de referencia, estándares y normas: desarrolla la 

base para estándares uniformes y abiertos y lleva sus ideas a los 
procesos de estandarización internacional. El grupo de traba-
jo considera que, para las empresas, particularmente las pymes, 
estándares abiertos y uniformes son muy importantes, aseguran 
una competencia justa y reducen los riesgos de inversión, al ayu-
darlas a transferir sus capacidades innovadoras a la era digital.

•	 Tecnologías y escenarios de aplicación: se avoca a formular es-
cenarios para describir los cambios en la industria en casos con-
cretos. A través de intercambios con la comunidad profesional, 
identifica nuevas tendencias y tecnologías, las clasifica por im-
portancia y las transfiere a los otros grupos de trabajo.

•	 Seguridad en los sistemas de redes: productores, proveedores y 
clientes de todo el mundo intercambian sus datos en redes. El 
prerrequisito central para esto es la confianza; solo aquellos que 
saben que sus datos están en buenas manos son intercambia-
dos. Esto hace que la seguridad de las TIC resulte fundamental 
en la digitalización de la producción. A partir de este concepto, 
el grupo de trabajo desarrolla soluciones, recomendaciones y 
ejemplos de aplicaciones concretas para una industria con una 
red segura.

•	 Marco legal: las aplicaciones en la Industria 4.0 están cambiando 
cada vez más los procesos y modelos de negocios. Estos cambios 
significan una nueva incertidumbre sobre cómo aplicar la ley ac-
tual a la producción digitalizada del mañana. Las ambigüedades 
en la definición de los términos del contrato, en el comporta-
miento antimonopolio, en el uso de datos y responsabilidades 
a menudo impiden que las empresas den el paso hacia la digi-
talización. Este grupo de trabajo acompaña la implementación 
de las nuevas tecnologías con respecto a cuestiones legales. Sus 
recomendaciones contribuyen a establecer marcos jurídicos cla-
ros, especialmente para las pymes.
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•	 Trabajo, educación y capacitación: las nuevas tecnologías es-
tán cambiando el mundo del trabajo. Surgen nuevas áreas, las 
viejas áreas de trabajo están cambiando. La educación y la for-
mación así como los modelos de empleo están siendo redise-
ñados. El objetivo del grupo de trabajo es diseñar los próximos 
cambios de forma proactiva y en colaboración con los interlo-
cutores sociales. 

•	 Modelos de negocios digitales en la Industria 4.0: los datos, las 
plataformas, las tecnologías innovadoras y las nuevas expectati-
vas de los consumidores están cambiando los modelos de crea-
ción de valor para las empresas manufactureras. Surgen nuevos 
modelos de negocios digitales y los existentes cambian. Com-
prender los mecanismos, mostrar oportunidades y hacer reco-
mendaciones, esa es la misión de este grupo de trabajo. El esque-
ma de trabajo básico analiza los mecanismos de los modelos de 
negocios digitales. A partir de estos, determina oportunidades 
y desafíos, para finalmente muestra formas en las que se puede 
aprovechar el potencial de los modelos de negocios digitales.

Las tecnologías que vienen marchando

Desde el punto de vista tecnológico, la Industria 4.0 describe una organiza-
ción de los procesos de producción basada en la tecnología y en dispositivos 
que se comunican entre ellos de forma autónoma a lo largo de la cadena de va-
lor (Smit y otros, 2016). Existen un conjunto de nueve tecnologías “iniciales”: 
Big Data & Analytics, robots autónomos, simulación, integración de sistemas, 
internet de las cosas, ciberseguridad, la nube, fabricación aditiva (impresión 
3D) y realidad aumentada.

Si bien todas estas tecnologías conforman un conjunto conceptual, el nivel 
de madurez es heterogéneo y, por ende, el impacto a futuro será diverso y aún 
incierto. De todas ellas, el Big Data & Analytics, la nube, la ciberseguridad y la 
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internet de las cosas ya han comenzado a generar un gran impacto en la gene-
ración de nuevos servicios y se presentan como fundamentales en el desarrollo 
tecnológico del mercado de las TIC.

La capacidad de procesar grandes volúmenes de datos no estructurados y 
sobre estos obtener información (Big Data & Analytics) se ha vuelto un factor 
clave, tanto en ámbitos comerciales (siguiendo patrones de consumo e intere-
ses de los consumidores) como sociales y políticos (microtargeting en campa-
ñas políticas). 

El término “nube” (“Cloud Computing” en inglés) abre la posibilidad de utili-
zar infraestructura TIC de manera tercerizada, adaptando esta y sus consecuen-
tes costos a las necesidades dinámicas que el servicio demande. Como ejemplo, 
puede verse el proceso de inscripción a una universidad, en donde la demanda 
de ancho de banda y capacidad de procesamiento puede ser varias veces mayor 
que durante el resto del año. En el caso de la nube, el tercerizar presupone que 
la empresa que ofrece esos servicios se ha especializado y, por ende, optimiza 
los recursos informáticos como así también dispone de las últimas tecnologías 
presentes en el mercado. Entre ellas se encuentra la seguridad informática o 
ciberseguridad. El desarrollo de esta tecnología, en un mundo hiperconectado, 
resultará fundamental para asegurar la confiabilidad de los sistemas. 

Un caso emblemático es el del voto electrónico. Durante 2017 se intentó 
aprobar una ley nacional que permitiese el voto emitido por una computadora. 
La demostración de expertos en el tema, incluyendo el Consejo Nacional de 
Investigaciones Científicas y Técnicas de Argentina (CONICET) (2017) de-
mostró que eran hackeables y posibles de vulnerar tanto el secreto del voto 
como el voto en sí mismo.

Finalmente, la internet de las cosas (IoT, del inglés Internet of Things) per-
mitirá la conectividad de cualquier aparato a una red, automatizando tanto 
cualquier elemento de una fábrica como así también de una casa. Conectar 
los servicios de pronósticos del tiempo para cruzar la información con los 
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hábitos del usuario y poder así manejar la calefacción y el aire acondicionado 
de forma más eficiente según las variaciones del clima local (Vazhnov, 2015) 
es una realidad de hoy en día que utiliza la nube, el Big Data y la internet de 
las cosas combinadas. 

Al momento de establecer definiciones estratégicas, es importante remarcar 
que al resto de las tecnologías establecidas en el concepto Industria 4.0 debie-
ran sumarse otras nuevas no listadas, como ser el Machine Learning y la inteli-
gencia artificial, además de otras tecnologías que ya poseen años de desarrollo, 
pero siguen teniendo un carácter importante, como la biotecnología.

Tecnología y trabajo

Un aspecto sobresaliente para analizar en esta nueva coyuntura política y 
tecnológica es el relacionado al mundo del trabajo. Un proyecto nacional debe 
poner el trabajo y el empleo en el centro de la cuestión. Como bien se mencio-
nó en la Introducción, existe un contexto mundial en donde la generación de 
empleo a través de restricciones comerciales e incentivos a la relocalización de 
inversiones es una política que se ha instalado con fuerza en los países centra-
les, principalmente en los Estados Unidos. A esta situación, se debe agregar el 
impacto de las nuevas tecnologías en el empleo.

En el comienzo de la era de la automatización se produjo una sustitución 
de mano de obra por maquinaria en la industria de producción, sobre todo 
en aquellas tareas repetitivas o de peligro. Ello trajo aparejado un aumento de 
la productividad, pero también una destrucción de empleo. Algunos autores 
sostienen que estos procesos generan aumento neto del empleo, ya que un 
aumento de la productividad permite un mayor acceso a bienes económicos, 
lo cual incrementa el empleo por otras ramas (o bien a través de puestos más 
calificados para abordar las nuevas tecnologías, o a través de servicios asocia-
dos al mayor comercio de dichos bienes). Sin embargo, frente a estas nuevas 
tecnologías, los augurios no son tan optimistas.
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En el sector servicios la llegada de las nuevas tecnologías ya comienza a im-
pactar. Y sus efectos no ocurren solamente en el ámbito del empleo. Las gran-
des plataformas de servicio están poniendo en jaque cuestiones regulatorias e 
impositivas. Varios países de Europa vienen tomando acciones para intentar 
compensar estos efectos. En el caso de la Argentina, Netflix ha comenzado a 
pagar el impuesto al valor agregado (IVA), mientras que Uber sigue lidiando 
en la CABA por hacer pie, mientras avanza en otras ciudades.

El estudio más difundido con relación al impacto de las nuevas tecnologías 
en el trabajo es el de Frey y Osborne (2013). Este plantea la existencia de una 
probabilidad de riesgo en determinados empleos. De este modo, el estudio 
vaticina que en los próximos 20 años el 47% de los empleos de Estados Unidos 
correrán el riesgo de ser automatizados. Claro está, existen diferentes proba-
bilidades según la rama de actividad. El transporte y el trabajo administrativo 
aparecen como las actividades con mayor probabilidad, mientras que aquellas 
tareas relacionadas a la asistencia y el cuidado de personas serán difícilmente 
reemplazables.

En el caso de Argentina, los datos no resultan muy alentadores. Utilizando 
la metodología de Frey y Osborne (2013) y la Encuesta Permanente de Hogares 
(EPH), un estudio arrojó que aproximadamente dos tercios de las ocupacio-
nes desarrolladas estarían en riesgo de ser reemplazadas por el avance técnico. 
Adicionalmente, el desempleo tecnológico sería un fenómeno generalizado a 
todas las ramas de actividad, con lo que no existe ninguna rama donde la pro-
babilidad de sustitución sea inferior al 50% (Aboal y Zunino, 2017).

Si bien estos estudios resultan de un carácter prospectivo, y existen variables 
que pueden afectar la dinámica de estos cambios (ej.: la cantidad de ingenieros, 
la capacidad de manejo de las nuevas tecnologías, las cuestiones regulatorias, 
etc.) no dejan de ser una señal de alarma para la región y nuestro país, cuya 
brecha tecnológica con los países centrales es amplia en la mayoría de los sec-
tores. Un ejemplo concreto es el caso de los robots industriales. La cantidad de 
estos en la industria es el principal indicador de nivel de automatización en el 
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sector manufacturero. El 75% del stock de capital robótico industrial se con-
centra en cinco países, que son los mismos que los fabrican: China, Corea del 
Sur, Japón, Estados Unidos y Alemania (Basco y otros, 2018). De esta manera, 
es de esperar que la mayor cantidad de empleo que genere el sector robótico 
se concentre en dichos países, mientras que el impacto negativo de sustitución 
de mano de obra sea global. A su vez, el nivel de sustitución en la Argentina es 
todavía mayor, ya que el nivel de penetración de esta tecnología todavía está 
lejos de los niveles de estos mismos países (Argentina posee 18 robots cada 
10.000 empleados, mientras que el país con mayor indicador es Corea del Sur, 
el cual posee 631 unidades cada 10.000 empleados).

La expansión de las capacidades cognitivas a las máquinas implica que no 
solo el trabajo repetitivo y poco calificado corre riesgo de ser reemplazado 
(Basco y otros, 2018). En esta nueva etapa de la automatización, se prolonga a 
actividades de mayor complejidad, que involucran toma de decisiones y, por 
ende, los empleos desplazados abarcan actividades de baja y mediana comple-
jidad. Por ello, el desarrollo de estas tecnologías seguirá profundizándose, y 
será fundamental el involucramiento del sector público para que potencien sus 
beneficios y minimicen los efectos negativos.

Política productiva: avances y retrocesos

La trascendencia de establecer programas e instrumentos de apoyo al sec-
tor productivo, a nivel internacional y en particular en América Latina tiene 
un amplio consenso desde la academia hasta buena parte de los decisores de 
política pública. Los desafíos señalados hasta aquí demuestran la necesidad de 
planificar las estrategias de desarrollo a partir de una evaluación profunda de 
los posibles escenarios que el país enfrentará. 

En la Argentina hemos transitado, en los dos últimos gobiernos, desde una 
administración que consideró la reindustrialización como un eje clave de su 
agenda de desarrollo (2011-2015) hasta la última gestión (2015-2018), que 
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priorizó la asignación de recursos por parte del mercado y ha privilegiado a la 
dinámica financiera por sobre la productiva.

Este proceso no solo demuestra las diferencias ideológicas de los gobiernos, 
sino particularmente las dificultades de establecer políticas de estado de me-
diano o largo plazo para definir un modelo de desarrollo argentino que con-
tenga una mirada federal, inclusiva, innovadora y de inserción internacional.

Durante los gobiernos de Néstor Kirchner y Cristina Fernández de Kir-
chner, la agenda productiva tomó un lugar central a partir de la decisión de 
apoyar, con base en un rol activo del Estado, la recuperación de la industria 
nacional con una fuerte participación de las pequeñas y medianas empresas, 
el fortalecimiento del mercado interno y la profundización de la agenda de 
integración latinoamericana.

Desde diciembre de 2015, el gobierno de Mauricio Macri modificó esa 
agenda a partir de una mayor apertura de la economía, propiciando una inser-
ción internacional con eje en el libre comercio (en el marco de un mundo en 
el que las posiciones proteccionistas ganaban fuerza), desprotegiendo al sector 
industrial nacional y con fuerte impacto negativo sobre las pymes.

Argentina. Evaluación de políticas públicas e instrumentos

Algunos datos pueden demostrar que las distintas visiones del desarrollo 
se trasladaron a los programas e instrumentos de apoyo al sector productivo, 
particularmente en la industria. En un documento elaborado por el Ministerio 
de Industria (2013) se recopilaron las herramientas de apoyo a la industria de 
todos los ministerios y sus organismos descentralizados (en total diez), con 
cuatro categorías: aportes no reembolsables (ANR), beneficios impositivos y 
fiscales (BIF), crédito a tasa subsidiada y otras facilidades financieras (CTS) y 
asistencia técnica y capacitación (ATC). De allí surgió que existían 114 instru-
mentos destinados a pymes (34 CTS, 31 ANR, 29 BFI y 36 ATC).
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Un aspecto relevante dentro de las estrategias de apoyo al sector productivo 
es el apalancamiento del crédito al sector privado que en la Argentina ha sido 
particularmente bajo, por lo cual se debía incrementar (en condiciones favora-
bles para la inversión) con la finalidad de multiplicar los efectos positivos que 
la inversión en proyectos productivos implica, en términos de competitividad, 
innovación y generación de empleo, entre otros.

Si bien América Latina tiene indicadores muy bajos de profundidad del sis-
tema financiero, la Argentina tiene la menor tasa de créditos al sector privado 
de la región. Por otra parte, al observar la participación de las pymes en présta-
mos del sistema financiero argentino (según el Banco Central de la República 
Argentina –BCRA–), en 2010 era del 15,2% y llegó a su punto máximo de 
20,6% a comienzos de 2014.

Cuadro 1. Crédito interno al sector privado por país

Región / País Crédito interno al sector privado [% PBI]

América del Norte 195,2

Unión Europea 126,4

Asia Oriental y el Pacífico 106,7

África al sur del Sahara 62,9

América Latina y el Caribe 32,8

Brasil 61,3

Chile 70,4

Colombia 44,5

Argentina 16,5

Fuente: datos del Banco Mundial.

Una de las medidas relevantes tomadas en 2012 fue la intervención del Es-
tado con la obligatoriedad impuesta por el BCRA para que los bancos presten5 

5	 El 5% correspondiente a sus depósitos, porcentaje que se amplió en 2015 al 6,5%.
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a las empresas a través de la Línea de Crédito para la Inversión Productiva 
(LCIP), que tuvo un importante efecto para evitar una mayor caída de la inver-
sión. La LCIP implicó que se volcaran en créditos (entre mediados de 2012 y 
fines de 2014) $110.000 millones (BCRA, 2015), siendo las MiPyMES las des-
tinatarias de 67% del total. Las empresas industriales participaron con 27%, las 
de producción primaria de bienes, con 26%; y las de servicios, con 24%; siendo 
la compra de bienes de capital el 73% de los casos.

Si se analizan las fuentes de financiamiento a la inversión privada y se com-
paran 2007 y 2013 también surgen datos relevantes:

•	 Los recursos propios de las empresas alcanzaban 88,1% en 2007 
y 75,4% en 2013, pero en porcentaje de PIB representaron 11,5% 
y 8,7%, respectivamente.

•	 Los recursos externos a la empresa pasaron de 11,9% a 24,6%, 
siendo el más relevante para ese incremento el crédito bancario 
(y en especial la LCIP).

•	 El mercado de capitales mantuvo un porcentaje similar 9,6% y 
8,5%, aunque muy poco utilizado por las pymes.

•	 Se mantuvo en niveles bajos el impacto de “otros programas pú-
blicos” con el 0,2% en 2007 y 0,6% en 2013 (este último implica 
el 0,1% del PIB).6

En dicho marco siempre se mantuvo la vocación de generar diversos instru-
mentos que incrementaran los niveles de apalancamiento del sector producti-
vo para su expansión e innovación tecnológica. En esa línea deben destacarse 
dos aspectos complementarios muy relevantes: por un lado, la creación del 

6	 El bajo impacto de “otros programas públicos” (tomando como referencia los principales: 
FONTAR, FONCyT, FONAPYME, PROSAP, FONARSEC y FONSOFT) no se debía a 
que existieran pocos, sino por el contrario existían una multiplicidad de programas, en 
distintos niveles de gobierno y que administraban diversos organismos. El problema es que 
no siempre han tenido una coordinación o articulación que permitieran alcanzar objetivos 
estratégicos y mucho menos que facilitaran a las pymes su utilización.
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Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, en 2007, y, por el 
otro, la fundación de las diecinueve universidades nacionales que mantuvieron 
una fuerte impronta de vinculación con sus territorios.

Estos datos demuestran que, más allá de las dificultades macroeconómicas 
que existían a fines de 2015, desde el Estado se había definido intervenir fuer-
temente para apoyar el entramado productivo y para avanzar en el acompa-
ñamiento al ecosistema científico-tecnológico, a fin de brindar oportunidades 
para la consolidación de una agenda para el desarrollo.

En ese contexto, desde CEPAL (2015), se realizaban algunas observaciones 
muy claras sobre las alternativas que las agendas de desarrollo de la región 
debían tener en cuenta, como:

•	 La agenda para el desarrollo después de 2015 transformará pro-
fundamente el desarrollo sostenible y requerirá una gran movi-
lización de recursos, así como un cambio en el financiamiento, 
la organización y la asignación de recursos.

•	 Los flujos financieros privados tienden a ser volátiles y asimé-
tricos y tienen un impacto limitado en el desarrollo. La inver-
sión extranjera directa (IED) no es tan estable como se pensaba 
anteriormente y también tiende a ser procíclica, lo que puede 
contribuir a amplificar las fluctuaciones de los ciclos económi-
cos. Además, la IED recibida por América Latina y el Caribe 
está concentrada tanto geográficamente como por sectores (…), 
puede tener un impacto limitado en la innovación y en las capa-
cidades de conocimiento a nivel local.7

•	 Se requerirán intervenciones gubernamentales eficientes y selec-
tivas para aprovechar los mercados y flujos de capital privados.

7	 Entre 2008-2013 Argentina recibió el 6,4% del total de IED de la región, que representa un 
2% del PIB.
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•	 Un acceso más amplio a los recursos externos debe ser comple-
mentado y balanceado con una mejor movilización de recursos 
internos. Esta movilización deberá ser un pilar clave de la arqui-
tectura del financiamiento para el desarrollo después del 2015 
(…) Los países deben asumir una mayor responsabilidad con 
respecto a su propio desarrollo y tomar el timón de su propia 
agenda para el desarrollo.

Al analizar la gestión de Mauricio Macri es posible afirmar que claramente 
implicó un claro retroceso en todos esos aspectos.

•	 Los programas de apoyo a la producción brindados por los di-
versos ministerios (en particular el de Producción y de Ciencia, 
Tecnología e Innovación Productiva) se fueron desactivando o 
disminuyendo su volumen, como los programas de subsidio de 
tasas, PAC, ANR de la Agencia Nacional de Ciencia y Tecnolo-
gía, entre otros (véase Aliaga, 2018 y Peirano, 2018).

•	 El BCRA definió en un primer momento modificar las LCIP 
hasta establecer un mecanismo para su desactivación paulatina 
para fines de 2018, quitando la obligatoriedad de los bancos para 
apalancar el crédito al sector productivo.

•	 Se consolidaron los procesos de achicamiento en el Instituto 
Nacional de Tecnología Industrial (INTI), Instituto Nacional de 
Tecnología Agropecuaria (INTA), CONICET y demás organis-
mos de Ciencia y Tecnología.

•	 Con el ajuste definido en el marco del programa del FMI, los 
presupuestos destinados a estas áreas fueron disminuyendo (en 
términos porcentuales y reales) y finalmente se le quitó el rango 
de Ministerio a Ciencia y Tecnología y pasó a ser una secreta-
ría dependiente del Ministerio de Educación. Lo mismo sucedió 
con el Ministerio de Trabajo, que pasó a ser una secretaría del 
Ministerio de Producción.
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Si a estas medidas se le suman los aspectos macroeconómicos que condi-
cionaron (y condicionarán) la agenda del desarrollo de la Argentina, como el 
feroz endeudamiento externo, la especulación financiera propiciada por dis-
tintos instrumentos (Letras del Banco Central –LEBAC –, Letra de Liquidez 
del Banco Central –LELIQ–, etc.) que han llevado a las tasas de interés a ni-
veles que impiden las actividades empresarias en condiciones razonables, la 
apertura a las importaciones en un mercado interno que se ha achicado, entre 
otros; queda demostrado que estos años han implicado un fuerte retroceso en 
las políticas de apoyo al sector productivo. 

Un ejemplo para sintetizar esta situación es el cierre de empresas desde di-
ciembre de 2015 hasta mediados de 2018 que alcanzó a 9.497 pymes, esto im-
plica un cierre promedio de 9 establecimientos por día.

Figura 1. Cierre y apertura de empresas por actividad  
económica en Gestión Cambiemos. Septiembre 2018  
proyectado (cantidad de empresas)

Logística

Industria manufacturera

Agricultura y ganadería

Comercio

Servicio inmobiliarios

Servicios profesionales, cientí�cos y técnicos

Otras actividades

Actividades administrativas

Salud

Servicios personales

-2872

-2824

          -2321

                       -1621

                                 -1061

                                            -561

                                                -339

                                                                           531

                                                                               740

                                                                                 831

Fuente: AFIP.
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Por otra parte, es importante resaltar una debilidad que, por estos condicio-
nantes, podría agravarse. En septiembre de 2017, la Fundación Observatorio 
PyME (2017) señalaba “Más vinculación con instituciones técnicas y cientí-
ficas, más productividad” y ejemplificaba en el siguiente cuadro el estado de 
situación en el país.

Figura 2. Vinculación con instituciones para asistencia técnica por 
nivel –cuartil– de productividad (% de PyME manufactureras)

Fuente: Encuesta Estructural a PyME industriales. Fundación Observatorio PyME.  

También señalaba: 
Las proporciones de vinculación con el Instituto Nacional de Tec-
nología Industrial (INTI) y con las Universidades de las empresas 
más productivas debería por lo menos duplicarse. Entre las menos 
productivas, en cambio, las proporciones deberían por lo menos 

5%

MinCyT  INTI                INTA      Universidades

*Cuartil 1: 25% menos productivo

**Cuartil 4: 25% más productivo

11%

29%

1%

99%
95% 89%

71%

99%
94% 95% 86%

1% 6% 5%
14%

CUARTIL 1*          CUARTIL 4**        CUARTIL 1*          CUARTIL 4**          CUARTIL 1*        CUARTIL 4**          CUARTIL 1*         CUARTIL 4**  

SI NO
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triplicarse. Tanto el INTI como las Universidades, son instituciones 
de asistencia técnica directa a las empresas y, por lo tanto, instru-
mentos operativos para ayudar al desarrollo empresarial.

En ese contexto es particularmente llamativo que el grueso de las cámaras 
empresarias no haya realizado fuertes cuestionamientos a la decisión del go-
bierno nacional entre 2015 y 2019 de efectuar un fuerte ajuste en todo el eco-
sistema científico-tecnológico.

Esta problemática, como se mencionó, parece ser un mal que aqueja a toda 
la región. En Chile también existe un debate sobre el posible desfinanciamien-
to de la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) y otras agencias 
en el Presupuesto para 2019. El director de la plataforma de Emprendimiento e 
Innovación de la Universidad Diego Portales, Andrés Zahler, afirmó que estas 
cifras “sorprenden negativamente”. Dijo que el gobierno ha insistido en poten-
ciar el crecimiento y la productividad

 
por lo que no se entiende que se esté cortando entre 15% y 25% la 
principal herramienta para incrementar la productividad, más aun 
cuando lo que hace Corfo y Conicyt está bien evaluado. O no se en-
tiende la importancia de la innovación o simplemente hay un error 
(Gómez, 2018). 

Agregó que hay un diagnóstico transversal sobre el bajo gasto de Chile en 
investigación y desarrollo (I+D), que se ha mantenido estable, 

pero esto va justamente a agravar el problema. Esto retrotrae el es-
fuerzo público en innovación a la realidad de hace cuatro años y deja 
de lado el compromiso de campaña de apoyar la CTI (ciencia, tec-
nología e innovación) con US$ 100 millones al año (Gómez, 2018).
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El economista, que ejerció como director de la división de Innovación del 
ministerio Economía entre 2014-2016, sostuvo que es lógico que un nuevo 
gobierno cambie la agenda o los programas 

pero si no se estimula la innovación del sector privado no hay forma 
que aumente la productividad y que este país crezca en mediano pla-
zo. El Premio Nobel de Economía que le acaban de dar a Paul Romer 
es por demostrar que para que los países crezcan en largo plazo la 
inversión no basta, sino que es importante el desarrollo tecnológico 
(Gómez, 2018).

Planificación estratégica y nueva institucionalidad  
para el desarrollo productivo

Los retrocesos señalados demuestran la necesidad de comenzar en la Ar-
gentina a establecer una política macroeconómica que incentive la inversión 
productiva y una nueva etapa en las políticas de apoyo a la producción con 
eje en las pymes, siendo estas un aspecto central para proyectar un desarrollo 
productivo estratégico, federal, innovador e inclusivo.

Dentro de los lineamientos para una política de apoyo a las pymes se advier-
te desde la CEPAL (2011) un aspecto que también se ha extendido en nuestro 
país, y que resulta en la presencia de los organismos internacionales como fi-
nanciadores de esos programas:8 

8	 Si tomamos como ejemplo la Agencia Nacional de Promoción Científico Tecnológica se puede 
ver que mayoritariamente sus programas se apalancan con financiamiento internacional a 
través de préstamos del BID, DIRF y CAF para el período 2009-2018, por US$ 700 millones. 
En el caso del Programa de Servicios Agrícolas Provinciales (PROSAP) para desarrollarlas 
economías regionales, el financiamiento proviene del Banco Interamericano de Desarrollo 
(BID) y el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) por préstamos por un 
total de casi US$ 1.200 millones.
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El financiamiento internacional puede ser una herramienta clave 
para la ejecución de programas de gran envergadura. No obstante, la 
experiencia de algunos países ha demostrado que no resulta conve-
niente que las agencias de promoción a las pymes dependan dema-
siado de estos recursos, ya que la incapacidad y/o dificultades para 
renovar los fondos pueden atentar contra la estabilidad en el tiempo 
y la sostenibilidad de los programas.

A esta recomendación deberían sumarse otros aspectos negativos que con-
llevan muchas veces la dependencia de estas fuentes de financiamiento como 
la necesidad de adaptar la política pyme a los lineamientos de los organismos 
que no siempre son plenamente coincidentes con los propios, las dificultades 
burocráticas de implementación y gestión, los gastos en unidades ejecutoras o 
administradoras y la baja flexibilidad frente a complicaciones de implementa-
ción o cambios de contextos.

Existen numerosos ejemplos de cómo han afrontado las políticas de de-
sarrollo productivo otros países u otras regiones, la bibliografía y las buenas 
prácticas de gestión lo demuestran, por lo cual solo destacaremos algunos as-
pectos de ciertos casos de interés que contribuyen al debate y que han genera-
do recientes espacios de reflexión en la región. 

En Buenos Aires se realizaron las Jornadas de Política Productiva 2018 – 
Economía del Conocimiento y Transformación Productiva, organizadas por el 
Banco Interamericano de Desarrollo - Instituto para la Integración de América 
Latina y el Caribe (BID-INTAL) y el Ministerio de Producción y Trabajo de la 
Nación. Allí se presentaron diversas experiencias de las que tomaremos ciertas 
particularidades, como son los casos del País Vasco y de Colombia, pero es 
importante destacar un concepto general que surgió de las jornadas: 

El desarrollo de habilidades, la internacionalización de los procesos 
productivos y los ecosistemas de innovación, han resultado claves, 
en menor o mayor medida, para facilitar una transformación pro-
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ductiva exitosa en Australia, Costa Rica y Colombia. El rol activo del 
Estado en el desarrollo de estrategias y consensos de largo plazo, y 
en la implementación de políticas modernas y potentes de incentivo 
fue otro factor destacado de éxito en estos casos (BID-INTAL, 2018).

Aportes de la experiencia internacional.  
Dos casos de innovación y desarrollo de pymes

El País Vasco 

En conversación con el BID-INTAL, la consejera Arantxa Tapia destacó tres 
pilares que transformaron el País Vasco en la única región española identifica-
da como innovadora por el Regional Innovation Scoreboard de la Comisión 
Europea:

•	 La decisión de seguir apostando por la industria manufacturera.
•	 Hacerlo a través de un profundo partenariado público-privado 

para desarrollar una apuesta de país que se mantenga en el tiempo.
•	 El desarrollo con equidad, partiendo de la convicción de que no 

existe desarrollo social sin desarrollo económico, y que al mis-
mo tiempo no es posible un desarrollo económico e industrial 
importante si el país socialmente está desestructurado y las des-
igualdades son importantes.

Sobre estos tres pilares, el País Vasco desarrolló una estrategia industrial 
basada en la incorporación de tecnología y en la inversión en investigación, 
desarrollo e innovación (I+D+i) aplicada a las necesidades industriales. De 
esta manera, nacieron los centros tecnológicos y se apostó fuertemente al de-
sarrollo de clusters para constituir cadenas de valor completas para brindar un 
servicio llave en mano.
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Como señala De la Vega (2018), el País Vasco adquirió su estatus de auto-
nomía en 1979 y, en la década siguiente, presionado por una fuerte crisis eco-
nómica, inició un extenso proceso de reconversión industrial para el cual se 
apoyó en la inversión tecnológica orientada por el Estado. Actualmente, es uno 
de los casos más exitosos de transformación productiva en el seno de la Unión 
Europea (UE).9 

Una de las iniciativas fue la creación de la Sociedad para la Promoción y 
Reconversión Industrial,10 agencia de desarrollo empresarial del País Vasco, la 
cual resulta en una oficina pública con formato de empresa con más de 30 años 
de experiencia en el fomento y la inversión en investigación, desarrollo e inno-
vación productiva. De La Vega (2018) destaca que la priorización de ámbitos 
estratégico se basó en 4 ejes: 

•	 La existencia de capacidades empresariales generadoras de empleo 
y riqueza.

•	 La presencia de capacidades científico-tecnológicas significativas.
•	 La aplicabilidad en ámbitos de oportunidad de alto potencial.
•	 La existencia de herramientas de apoyo e instrumentos para imple-

mentar cada prioridad.

El Informe de Competitividad del País Vasco (Orkestra, 2017) hace un ex-
haustivo análisis de los avances realizados y los desafíos que enfrentan. De ellos 
solo destacaremos algunos aspectos de interés para el presente trabajo:

•	 A lo largo de estos diez años, el reto del sistema vasco ha sido su 
propia innovación, para alinear las capacidades de los agentes cientí-
fico-tecnológicos con las necesidades del tejido empresarial y tratar 
de superar el problema del llamado “valle de la muerte”, es decir, la 
dificultad de materializar el esfuerzo innovador en innovaciones en 
el mercado. La Comunidad Autónoma del País Vasco (CAPV) es 

9	  Ver https://europa.eu/european-union/index_es

10	  Ver http://www.spri.eus/

http://europa.eu/index_es.htm
http://europa.eu/index_es.htm
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una de las pocas regiones europeas consideradas como un sistema 
regional de innovación “real”, con una densa red de agentes especia-
lizados en conocimiento y tecnología. Sin embargo, se observa que 
este entramado organizativo está más enfocado en la generación de 
conocimiento básico y aplicado, pero presenta cierta debilidad en la 
traslación de ese conocimiento al mercado (desarrollo tecnológico). 
Así, a pesar de que se han promovido sistemáticamente mecanismos 
de transferencia y de que ha habido un avance en la relación entre 
agentes de conocimiento y empresas, este es todavía lento y la trasla-
ción de nuevo conocimiento al mercado sigue siendo un reto.

•	 Se requiere innovar en la gobernanza para mejorar la coordinación 
de los agentes públicos de los distintos niveles administrativos con 
los agentes públicos y privados de la cuádruple hélice, y para con-
seguir ser eficientes en el uso de recursos económicos. En el análisis 
de la arquitectura institucional, destacan dos bloques de retos. Por 
una parte, desbloquear el proceso de transferencias pendiente con 
la Administración General del Estado (AGE), y avanzar en una re-
lación más colaborativa, en la que prime la bilateralidad y que tenga 
sólidos mecanismos de garantía de lo acordado. Por otra parte, en el 
sector público vasco, se subraya la necesidad de llevar a la práctica 
una estrategia de innovación en la gobernanza, abordando las dupli-
cidades e ineficiencias del sistema. Finalmente, cabe mencionar que, 
en cuanto a la relación con las instituciones europeas, la CAPV es 
una de las regiones con más presencia en Bruselas.

•	 En vista de que el conocimiento sobre los factores clave de la compe-
titividad y el desarrollo transciende el que posee la Administración 
y en vista de que la eficacia de las propias políticas públicas requiere 
la participación de sus usuarios, es necesario replantear las políticas 
públicas para que estas puedan verse como fruto de una gobernanza 
de naturaleza participativa y se aprecie que están basadas en redes de 
cooperación público-privadas. Eso no significa que el gobierno deje 
de ser necesario, sino que cambia su papel: disminuye su función de 
autoridad y aumenta su papel facilitador y catalizador.
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La experiencia colombiana

En el caso de Colombia resulta interesante analizar el Programa de Trans-
formación Productiva (2018). En su evaluación, transcurrida una década, es-
tablece que 

La integración comercial de Colombia en los últimos diez años ha es-
tado acompañada del reto de preparar a la industria para adecuar su 
oferta productiva a las nuevas dinámicas del comercio internacional. 
Ayudar a superar este reto ha sido la principal misión del Programa 
de Transformación Productiva (PTP), del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, que desde el 2008 trabaja con diversos sectores 
de la economía colombiana para que las empresas produzcan más, 
con mejor calidad y mayor valor agregado.

En el capítulo destinado a las políticas de desarrollo productivo en el siglo 
XXI surgen algunos aspectos a resaltar de esta experiencia:

•	 Más que el debate sobre si debe haber o no políticas sectoriales, 
en las últimas décadas lo que ha sucedido es un cierto consenso 
en la necesidad de estas, y se han desarrollado avances teóricos 
y empíricos enfocados hacia recomendaciones sobre la mejor 
forma de implementarlas. Principalmente, se ha avanzado en 
mecanismos empíricos para priorizar sectores basados en los 
principios de ventaja comparativa, dotación de factores de pro-
ducción, mercados mundiales y características tecnológicas de 
los productos.

•	 El sector público facilita la creación de capacidades que el mer-
cado por sí solo no está en posibilidad o disposición de asumir. 
Al existir problemas de apropiación en actividades nuevas o pio-
neras o capacitación del capital humano, niveles subóptimos de 
inversión en áreas como mejoramiento de la productividad, ca-
lidad y desarrollo de productos, logística, inteligencia de merca-
dos, entre otros, el apoyo y la articulación del gobierno se hacen 
necesarios para dinamizar el desarrollo productivo.
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•	 Se ha avanzado en crear un marco conceptual para definir el 
campo de acción de la política pública, con lo cual se han encon-
trado los esquemas institucionales que mejor pueden apoyar las 
acciones de transformación productiva y se ha visto cómo debe 
ser el gerenciamiento de estas actividades.

•	 La visión del PTP en los primeros años de gestión estuvo enfo-
cada a implementar los planes de negocio sectoriales con inicia-
tivas en los diferentes ejes transversales (capital humano, marco 
normativo, fortalecimiento y promoción, e infraestructura y sos-
tenibilidad), buscando mejorar la articulación del sector público 
y privado, con el objetivo de solventar los principales cuellos de 
botella que afectan la competitividad y productividad sectorial. 
A partir del 2014, el PTP comenzó a ejecutar intervenciones de 
mejora de productividad a nivel de empresa.

Mientras la Argentina retrocedió en la definición estratégica de desarrollo 
en sus políticas, la agenda regional planteaba desafíos para el nuevo contex-
to mundial. Recientemente se generó un ámbito de debate en la Conferencia 
CAF: Productividad e innovación para el desarrollo (2018), en la cual se pro-
pició que expertos de la región y del mundo discutieran los desafíos y las ac-
ciones necesarias para avanzar en la construcción de una agenda integral, que 
le permita a América Latina consolidarse como una región más productiva e 
innovadora para lograr mayores niveles de crecimiento y desarrollo.

En ese marco la CAF-Banco de Desarrollo de América Latina han puesto 
particular énfasis en una propuesta para avanzar en un pacto por la producti-
vidad con los siguientes ejes:

•	 América Latina necesita diseñar e implementar una agenda de 
reformas institucionales con foco en la productividad para pro-
mover la eficiencia en la asignación de recursos, la innovación y 
una mayor integración productiva.
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•	 La institucionalidad es clave al determinar las reglas de juego y 
con ello el entorno donde las empresas operan, influyendo sobre 
los incentivos a innovar y crecer y sobre la asignación de recur-
sos productivos.

•	 Los recursos naturales pueden ser precursores de mayor innova-
ción e integración productiva y tractores de múltiples activida-
des conexas de producción y conocimiento, si se aplican incen-
tivos, estrategias y políticas con esa perspectiva.

•	 La CAF está promoviendo la consolidación de un “pacto” por 
la productividad que permita alcanzar consensos políticos 
fundamentales y fortalecer la adopción de estrategias y buenas 
prácticas que privilegien la mejor asignación de los recursos 
y den un impulso a la innovación productiva, para lograr los 
niveles de bienestar, crecimiento e inversión de los países más 
desarrollados.

•	 Mediante operaciones de crédito a favor de los gobiernos, em-
presas privadas e instituciones financieras, así como la asistencia 
técnica y generación de conocimientos, la CAF pone a dispo-
sición de los países las mejores y más eficientes estrategias de 
desarrollo e incremento de la productividad.

•	 Ejemplo. Los costos logísticos en América Latina representan 
el 26% del PIB, mientras que en economías desarrolladas están 
entre el 8% y 9%. La región, y Suramérica en especial, pierde en 
las cadenas logísticas terrestres gran parte de la productividad 
por ineficiencias y falta de coordinación. El desafío está en hacer 
más que rutas, por eso la CAF, apuesta al fomento de corredores 
logísticos de integración con intervenciones sistémicas y simul-
táneas sobre diversos ámbitos de desarrollo logístico muy con-
cretos: puertos, áreas metropolitanas, pasos fronterizos, clusters 
productivos, ejes de interconexión modal, entre otros.
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Del actual retroceso a las futuras políticas públicas de innova-
ción para pymes industriales. Conclusiones

Hemos analizado brevemente a lo largo de este artículo ciertos aspectos 
principales que atravesó, entre 2015 y 2019, la Argentina en cuanto a su desa-
rrollo productivo y tecnológico.

Como hemos señalado, en la Argentina se ha generado un fuerte cambio de 
prioridades en el modelo económico y productivo, por lo cual debe retomarse 
el debate sobre la necesidad de comenzar una nueva etapa en las políticas de 
apoyo al entramado productivo, con particular énfasis hacia las pymes, dada 
su capacidad para proyectar un desarrollo productivo estratégico, federal, in-
novador e inclusivo.

Hasta 2015 se fueron incrementado y diversificando la cantidad de progra-
mas de apoyo al sector productivo; pero también hemos destacado que no 
han sido suficientes (por ejemplo, por la baja participación del crédito para 
apalancar la inversión privada) para abarcar al heterogéneo universo pyme, de 
las economías regionales, y para tener un impacto relevante como apalanca-
miento de un estratégico desarrollo productivo.

A partir de diciembre de 2015, una nueva política se ha llevado adelante, 
tanto en la Argentina como en otros países de la región. Estos gobiernos con 
enfoques claramente neoliberales han tenido discursos de apoyo a la integra-
ción inteligente al mundo, a la innovación tecnológica y la inversión produc-
tiva, pero en sus políticas concretas suelen desfinanciar al propio Estado para 
cumplir ese rol, dejando en las habilidades individuales de las empresas la po-
tencialidad de alcanzar dichos avances. Esto deriva en una clara concentración 
de oportunidades y, en muchas ocasiones, en una reprimarización de las ex-
portaciones y una fuerte caída de las pymes industriales.
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A este contexto regional deben sumarse las tendencias de protección del 
empleo y la producción que están llevando adelante ciertos países centrales, 
teniendo como exponente máximo Estados Unidos. De más está decir que una 
política de apertura comercial indiscriminada en un mundo que empieza a es-
tablecer nuevamente protección a su industria resulta en un efecto devastador 
para las capacidades acumuladas durante años.

Hemos analizado también como la tecnología se presenta como un elemen-
to disruptivo en términos de empleo y desarrollo tecnológico. La evolución 
de ciertas tecnologías en el campo de las TIC ha comenzado a generar nue-
vos productos y servicios, mejorando la calidad de vida de los consumidores, 
pero a su vez generando un impacto incierto a nivel global del desplazamien-
to del trabajo, reemplazando la labor humana por máquinas automatizadas 
(o autónomas).

Si bien hemos visto que es un debate no resuelto sobre si las nuevas tec-
nologías generarán pérdida neta de empleo, si es posible afirmar con base en 
estudios recientes que, de ocurrir, tanto la región y la Argentina en particular 
se encuentran particularmente vulnerables, debido a la brecha tecnológica y el 
perfil de empleo de su economía.

A fin de analizar este contexto, se revisaron experiencias internacionales 
de cómo se han propuesto establecer políticas públicas para abordar estos 
nuevos escenarios.

La forma en que los distintos países y regiones realizan estas acciones es muy 
diversa, por lo cual debemos encontrar la dinámica y mecanismos que tengan 
en cuenta las particularidades institucionales y productivas de la Argentina. 
La Argentina debe retomar una agenda productiva propia. Se deben establecer 
nuevos diseños de política a partir de una mirada estratégica (participativa y 
transversal) de desarrollo de largo plazo, ordenar los instrumentos, evaluar re-
sultados y contar con la capacidad de adaptarlos a los desafíos constantes que 
un mundo global y dinámico nos impone.
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Algunos aspectos que deberán tenerse en cuenta en la nueva definición de 
políticas de apoyo a las pymes en función de numerosas experiencias son:

•	 Evitar la multiplicidad y superposición de herramientas.
•	 Tener en cuenta las barreras de acceso que tienen los instrumen-

tos para las pymes (mejorar su conocimiento y la utilización 
efectiva por las empresas).

•	 Mejorar los tiempos y la burocracia excesiva que muchas veces 
requieren los programas, lo cual desalienta el uso de los instru-
mentos por parte de las empresas.

•	 Propiciar la evaluación de resultados e impactos de los progra-
mas individualmente y en su conjunto.

Según la bibliografía y diversas experiencias, las áreas de asistencia al sector 
productivo básicamente son:

•	 Acceso al financiamiento.
•	 Asistencia técnica y capacitación.
•	 Promoción industrial.
•	 Fomento a la creación de empresas.
•	 Aportes a la innovación tecnológica.
•	 Promoción de exportaciones.

En la Argentina han existido instrumentos en todas estas áreas de interven-
ción, pero diseminados en múltiples organismos y niveles de gobierno, con 
una escasa articulación. En ese contexto medir los impactos de las políticas 
públicas es muy complejo.

Por todo ello es necesario reestablecer políticas activas, con visión federal, 
que tengan en cuenta la heterogeneidad productiva y de sus actores (particu-
larmente pymes), la relevancia del financiamiento para apalancar proyectos de 
inversión y la necesidad de establecerlas en el marco de un proyecto estratégi-
co, con instituciones articuladas e instrumentos coordinados. 
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Para alcanzar estos objetivos será clave:
•	 El rol del Estado Nacional, los recursos destinados y la decisión 

política de alcanzar mayor eficacia en la gestión.
•	 Establecer una planificación estratégica, con una proyección de 

diez años de planes articulados entre las diferentes áreas vincu-
ladas de gobierno.

•	 La articulación institucional entre los distintos niveles estatales y 
con organismos públicos y privados. 

•	 La coordinación y adaptación de instrumentos que permitan el 
desarrollo de las cadenas productivas estratégicas para el país.

•	 El alcance federal con acciones concretas en cada una de las pro-
vincias argentinas.

•	 La ampliación de empresas beneficiarias, propiciando que más 
empresas sean alcanzadas por los instrumentos, los conozcan y 
los utilicen para los proyectos productivos.

•	 Evaluación permanente de resultados, según la planificación 
realizada, haciendo un seguimiento constante para detectar des-
víos y realizar acciones de corrección de corto plazo.

Para concluir, podemos afirmar que el mayor desafío de la gestión de go-
bierno que inicia a fines de 2019 será propiciar una agenda de mediano y largo 
plazo a partir de una dinámica de colaboración y participación de los actores 
sociales vinculados al entramado productivo y científico-tecnológico, de las 
provincias y municipios, para posicionar a la Argentina en un mundo cam-
biante y complejo. Para esto se requerirá definitivamente establecer las bases 
de políticas de Estado con fuerte apoyo al desarrollo tecnológico soberano para 
alcanzar un desenvolvimiento económico sustentable y socialmente inclusivo.
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Los gobiernos que asumieron 
en 2019 tienen desafíos de extrema 
urgencia e importancia.

El endeudamiento externo en 
nuestro país ronda los 164 mil 
millones de dólares. En los últimos 
años creció la desigualdad social, la 
inflación es alta (especialmente en 
materia de alimentos, medicinas y 
servicios básicos) y el 33,6% de las 

personas se encuentran en condiciones de pobreza. Los programas sociales se 
encuentran desfinanciados y el sistema productivo desarticulado.

El Programa de gobierno, políticas públicas y transformación social de la 
Universidad Nacional Arturo Jauretche (UNAJ) presenta esta colección de 
treinta y dos artículos distribuidos en 6 volúmenes desarrollando una serie 
de reflexiones y estrategias en clave de expansión y fortalecimiento de los 
derechos humanos.

Estos trabajos abordan además la relevancia que presenta el propósito de 
potenciar las capacidades y la eficacia del Estado en sus tres niveles institucionales: 
nacional, provincial y local, y en sus instancias ejecutiva, legislativa y administrativa.

El objetivo de la obra es aportar a los procesos de reflexión, formulación, 
implementación y evaluación de políticas públicas que contribuyan a la mejora 
de la calidad de vida de la población.
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